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RESUMEN 

Uno de los problemas observados en el sistema de justicia penal es sin duda el no 

pago de la reparación civil y la poca frecuencia con la que los jueces establecen 

como regla de conducta, además, nuestro sistema procesal penal tiene múltiples 

deficiencias, siendo una de las más graves es que es absolutamente excluyente de 

la víctima y su tratamiento es diferenciado, no logrando los fines del proceso 

penal. En todos estos casos los jueces ordenan el pago de una reparación civil que 

el condenado está obligado a pagar a quien afecto con su delito. La problemática 

que hoy nos preocupa ha sido determinar los factores el por qué la judicatura en la 

ciudad de H uaraz no considera la reparación civil como regla de conducta. Las 

razones de este fenómeno son muchas, pero hay algunas que es necesario 
... 

comentar. Primero es que en nuestra normatividad procesal penal, más allá de que 

sea una orden judicial la que establezca el pago de esa suma de dinero, no están 

regulados la forma y el plazo en que el condenado debe efectuar el pago. Segundo 

es que existe una cultura judicial que dice que eso no es importante y por ello, 

cuando algunos agraviados reclaman el pago, los jueces le dan poca o nula 

importancia, amparándose en que no hay normas que obliguen a los condenados a 

pagar. Tercero, es que los procesos penales suelen ser tan largos y onerosos que 

los agraviados "abandonan", el caso. Y lo cuarto, es que los jueces establecen la 

reparación civil a su libre albedrío normalmente el monto económico señalado 

está muy por debajo del daño cometido. 

Palabras clave: Reparación civil, regla de conducta, sentencia penal, proceso 

penal, juzgado penal. 
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ABSTRACT 

One of the problems encountered in the criminal justice system is certainly not 

paying civil damages and the infrequency with which judges rule of conduct 

established as also our criminal justice system has many shortcomings, one ofthe 

more serious is that it is absolutely exclusive of the victim and differential 

treatment is not achieving the purposes of criminal proceedings. In a11 these cases 

the judges order the payment of civil damages that the convicted person is Iiable 

to pay to whom affection for his crime. The problem that concems us today was to 

determine the fáctors why the judiciary in the city of Huaraz not consider civil. 

damages as a rule of conduct. The reasons for this are many, but there are sorne 

that you need to comment. First is that in our criminal procedural norms, beyond 

which is a couii order which provides for the payment of that sum of money, are 

not regulated the manner and the time within which the offender must make 

payment. Second is that there is a judicial culture that says that is not important 

and therefore, when sorne aggrieved demanding payment, judges give little or no 

importance, on the grounds that there are no rules that oblige ordered to pay. 

Third, is that criminal trials are usually so long and costly that the aggrieved 

"drop" the case. And fourth, is that judges establish civil damages to their own 

economic aniount reported usually is well below the damage done. 

Keywords: Civil damages, rule of conduct, criminal, criminal process, criminal 

COUI1. 
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l. INTRODUCCIÓN 

El artículo 2°, inciso 24), literal "e", de la Constitución Política del Estado 

señala, como uno de los contenidos constitucionalmente garantizados de la 

libertad y seguridad personal, que "no hay prisión por deudas". Este principio no 

limita el mandato judicial por incumplimiento de deberes alimentarios. Así 

mismo, el Tribunal Constitucional en el fundamento 2 de la sentencia recaída en 

el Exp. N. 0 2982-2003-HC/TC, desarrolla la prohibición de la prisión por deudas 

- agregando- que con ello se garantiza que las personas no sufran restricción de su 

libertad locomotora por el incumplimiento de obligaciones originadas en 

relaciones de orden civil. 

La única excepción a dicha regla se da, como la propia disposición 

constitucional lo señala, en el caso del incumplimiento de deberes alimentarios, 

toda vez que, en tales casos, están de po~ medio los derechos a la vida, la salud y a 

la integridad del alimentista, en cuyo caso el juez competente puede ordenar la 

restricción de la libertad individual del obligado. Sin embargo, tal precepto -y la 

garantía que contiene- no se extiende al caso del incumplimiento de pagos que se 

establezcan en una sentencia condenatoria. 

En tal supuesto, no es que se privilegie el enriquecimiento del erario 

nacional o el carácter disuasorio de la pena en desmedro de la libertad individual 

del condenado, sino, fundamentalmente, la propia eficacia del poder punitivo del 

Estado y los principios que detrás de ella subyacen, como son el control y la 

regulación de las conductas de acuerdo con ciertos valores y bienes jurídicos que 
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se consideran dignos de ser tutelados. Esta misma argumentación lo ha reiterado 

el Tribunal Constitucional en la sentencia STC No 2786-2003-HC/TC. 

En ese contexto la problemática de la investigada reposa en la reparación 

civil como regla de conducta en las sentencias de los juzgados especializados en 

lo penal de la Provincia de Huaraz, durante los años 2009-201 O, el mismo que 

tiene que ver con un conjunto de problemas, tales como: (a) Su validez 

constitucional de la exigencia de la reparación civil como regla de conducta ya 

que existen posiciones que sustentan que vulnera el derecho constitucional de que 

no hay prisión por deudas; sin embargo, el Tribunal Constitucional precisa que su 

incorporación como regla de conducta en la sentencia penal, es el ejercicio regular 

de poder punitivo del Estado. (b) Además existen discrepancias interpretativas 

respecto a la procedencia de la reparación civil como regla de conducta. 

De estos problemas que afectan la Reparación Civil como regla de conducta 

en Las sentencias de los juzgados especializados en lo penal de la Provincia de 

Huaraz, 2009-201 O, que hemos precitado, se han priorizado y seleccionado de los 

que integran el problema a investigar, utilizando los siguientes criterios de 

priorización y selección: 

a) Este problema tiene un impacto social negativo sobre los justiciables, 

pues se advierte que se considera una exageración del poder punitivo la 

exigencia de la reparación civil (montos dinerarios como regla de 

conducta). 

b) Su solución contribuiría a resolver otros problemas y conflictos 

relacionados con el cumplimiento de la reparación civil, ya que la 
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únicamente forma de garantizarse su eficacia es mediante su exigencia 

vía regla de conducta. 

e) Para solucionarlo no se requiere resolver previamente otros problemas. 

El tema que me propongo investigar no necesita soluciones previas de 

otros problemas, por lo que fácilmente podrá ser tratado en la presente 

investigación. 

d) Es uno de los que se repiten con más frecuencia a nivel nacional, porque 

se ha establecido diversa jurisprudencia que mayoritariamente no es 

acogida por los jueces. 

e) En su solución están interesados el Poder Judicial, justiciables y el 

legislador para que comprenda la operatividad de la reparación civil en 

nuestro sistema penal. 

Por otro lado, desde la perspectiva del proceso penal, la acción penal que se 

da inicio por la perpetración de un hecho delictuoso, da origen a un proceso penal 

que tiene como fin la aplicación de una pena o medida de seguridad y además la 

reparación civil del daño causado. Así nuestro Cód~go Penal en el artículo 92, 

prescribe que conjuntamente con la pena se determinara la reparación civil 

correspondiente, que conforme a lo previsto en el artículo 93 del Código Penal, 

comprende: 

a) restitución del bien: Se trata en suma de restaurar o reponer la situación 

jurídica quebrantada por la comisión de un delito o falta, la obligación 

restitutiva alcanza bienes muebles o inmuebles, tal el caso del bien 

inmueble usurpado. 
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b) la indemnización de daños y perjuicios: lo regula el inciso 2 del artículo 

93 del C.P., y comprende el resarcimiento del daño moral y material que 

se adiciona a la restitución del bien, el juez debe administrar con el 

derecho civil que regula en ese ámbito, la materia y entre otros conceptos 

se atenderá al daño emergente lo mismo que el lucro cesante. 

La restitución, consiste en la restauración material del estado anterior a la 

violación del derecho. Puede tener por objeto las cosas muebles robadas o 

apoderadas, y las cosas inmuebles a cuya posesión se haya llegado mediante una 

usurpación. Si la restitución es imposible de hecho (Destrucción o perdida), o 

legalmente (Derecho legítimamente adquirido por un tercero), el damnificado 

puede exigir en sustitución de ella y como reparación, el pagó del valor del bien. 

Si la falta de restitución fuese parcial, la reparación consistirá en el pago de la 

diferencia del valor actual del bien. 

Respecto a la indemnización de los daños y perjuicios. En el Derecho Civil 

se entiende por daño o perjuicio los menoscabos sufridos y las ganancias que se 

han dejado de obtener, es decir el daño emergente que consiste en la pérdida o 

disminución de las cosas y derechos y lucro cesante que es la pérdida o 

disminución de una ganancia esperada. Entonces, concluyendo, la reparación civil 

es nada más ni nada menos aquella suma de dinero que permitirá que la persona 

dañada pueda restaurar las cosa al estado anterior a la vulneración (o se vea 

compensada, si ello no es posible). 

Por otro lado, los operadores del Derecho dentro de un proceso penal han 

ignorado a la víctima para dirigir su atención hacia el sujeto activo del delito. El 
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agente pues, se ha "robado" el protagonismo en dicho proceso. En ese orden de 

ideas, lo que se persigue es la imposición de la pena sobre el procesado, como fin 

principal; y, de forma accesoria, la reparación civil, que además de ser muchas 

veces una cantidad ínfima determinada por el "prudente" criterio del juez, queda 

muchas veces impaga. 

Esto requiere que el magistrado penal a fin de otorgar tutela jurisdiccional 

efectiva a la víctima del delito, en su calidad de parte civil, use los medios idóneos 

que le otorga la ley para resarcir el daño causado por la comisión del injusto. Uno 

de estos medios es el establecido en el inciso 4 .del artículo 58 del Código Penal 

que permite fijar como regla de conducta para el condenado el pago de la 

reparación civil a favor del agraviado bajo el apercibimiento de revocarse la 

suspensión de la ejecución de la pena. 

Finalmente en este apartado se incluye el problema de investigación, los 

objetivos de investigación, así mismo, se incluyen las hipótesis de investigación y 

las variables; siendo formulados de la siguiente forma: 

Formulación del problema: 

Problema general 

¿Cuáles son los factores que conllevan para que los jueces especializados en lo 

penal de la provincia de Huaraz, 2009-201 O, no determinen en las sentencias la 

reparación civil como regla de conducta? 
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Problemas específicos 

a. ¿Qué fundamentos jurídicos sustentarían para que los jueces 

especializados en lo penal determinen en las sentencias la reparación 

civil como regla de conducta? 

b. ¿Existe una interpretación restrictiva de lo prescrito en los artículos 45° y 

46° del Código Penal? 

c. ¿Existe la necesidad de plantear una modificación del inciso 4 del art. 58 

y el inciso 4 del art. 64° del Código Penal, que precisen mejor el rol de 

las reglas de conducta? 

d. ¿Cuáles son los problemas que presenta la reparación civil como regla de 

conducta a nivel normativo y jurisprudencia! en el ordenamiento jurídico 

peruano? 

Objetivos de la investigación: 

Objetivo general 

Determinar los factores que conllevan para que los jueces especializados en lo 

penal de la provincia de Huaraz, 2009-2010, no determinen en las sentencias la 

reparación civil con regla de conducta. 

Objetivos específicos 

a. Explicar los fundamentos jurídicos que sustentarían que los jueces 

especializados en lo penal determinen en las sentencias la reparación 

civil como regla de conducta. 
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b. Determinar si existe una interpretación restrictiva de lo prescrito en los 

artículos 45° y 46° del Código Penal. 

c. Explicar los problemas que presenta la reparación civil como regla de 

conducta a nivel normativo y jurisprudencia! en el ordenamiento jurídico 

peruano. 

d. Proponer la necesidad de plantear una modificación del inciso 4 del art. 

58 y el inciso 4 del art. 64° del Código Penal, que precisen mejor el rol 

de las reglas de conducta. 

Formulación de la hipótesis de investigación: 

Hipótesis general 

Los factores que conllevaron para que los jueces especializados en lo penal de la 

provincia de Huaraz, durante el periodo ·correspondiente entre los años 2009-

201 O, para que no determinen en las sentencias la reparación civil con regla de 

conducta, son de carácter interpretativo, normativo, doctrina, jurisprudencia! y 

cognoscitivo. 

Hipótesis especificas 

a. El funcionalismo penal o la extensión del Derecho como doctrina constituyen 

los fundamentos jurídicos para que los jueces especializados en lo penal 

determinen en las sentencias la reparación civil como regla de conducta. 

b. Existe una interpretación restrictiva de lo prescrito en los artículos 45° y 46° 

del Código Penal, lo que conlleva a que los jueces especializados en lo penal 

de la ciudad de Huaraz no determinen en las sentencias la reparación civil 
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como regla de conducta. 

c. Los problemas que presenta la reparación civil como regla de conducta a 

nivel normativo y jurisprudencia!, constituye a que a nivel normativo existe 

una interpretación restrictiva y a nivel jurisprudencia) no existe 

jurisprudencias. 

d. Existe la necesidad de plantear una modificación del inciso 4 del art. 58 y el 

inciso 4 del art. 64° del Código Penal, que precisen mejor el rol de las reglas 

de conducta a fin de generar seguridad jurídica y tutela judicial efectiva. 

Variables e indicadores 

Variable Independiente (X): Sentencia Condenatoria Penal. 

Variable Dependiente (Y): Reparación Civil como Regla de Conducta. 
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11. MARCO TEÓRICO 

2.1. Antecedentes 

A fin de identificar la existencia de investigaciones similares o relacionadas 

con el presente trabajo de investigación, se realizó la búsqueda a nivel 

Internacional, Nacional y Local: 

2.1.1 Antecedentes Internacionales: 

GONZALO CA VALLO, Aguilar: "La reparación civil en casos de violaciones 

a los derechos humanos y la imprescriptibilidad de la acción civil", En: 

Revista Derecho del Estado, ISSN 0122-9893, N°. 22, 2009, localizado en 

sitio web: http://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=31350 13. En este 

documento de investigación se trata: la imprescriptibilidad de la acción penal 

en el derecho internacional. Evolución normativa internacional. Desarrollos 

jurídicos en el orden interno de los estados. Prescripción de la acción civil: 

análisis jurisprudencia!. Criterios interpretativos. Principio de derecho 

internacional convencional. El falso argumento de la seguridad jurídica. 

Principio de coherencia. Enfoque centrado en las víctimas y en la humanidad. 

Principio finalista. Principio de la reparación integral. La dialéctica de los 

jueces. 

2.1.2 Antecedentes Nacionales: 

Realizado la búsqueda no se han podido encontrar trabajos similares a la 

presente, en relación a las variables de estudio. 
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2.1.3 Antecedentes Locales: 

De la revisión de las Investigaciones en la Escuela de Postgrado de la 

Universidad Santiago Antúnez de Mayolo no se ha podido registrar algún 

antecedente que tenga relación con el tema materia de la presente 

investigación. 

2.2. Bases teóricas 

2.2.1. La reparación civil 

2.2.1.1. Generalidades 

La reparación civil tradicionalmente ha sido vinculada con el proceso civil y 

esto evidentemente porque se le consideraba como una institución del 

Derecho civil; sin embargo la tendencia moderna es visualizar a la reparación 

civil como una modalidad de sanción del delito1• Por último, el análisis puede 

partir desde una óptica victimológica, lo que significa la reparación como 

opción destinada a mejorar la posición de la víctima en los procesos de 

criminalización primaria o secundaria. 

Por lo que, las consecuencias jurídicas no se agotan con la imposición de una 

pena o medida de seguridad al autor del delito, sino que también pueden 

surgir otras formas de ajusticiamiento de carácter civil reparador2. 

1 PRADO SALDARRIAGA, Víctor (2000). "Las consecuencias jurídicas del delito en el Perú", 
Gaceta Jurídica, Lima, p. 275. 
2 PEÑA CABRERA, Raúl (1994). "Tratado de Derecho Penal", Tomo I, Editora Jurídica Grijley, 
Lima, p. 583. 
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En ese sentido la realización de un hecho delictivo puede generar tres tipos de 

consecuencias jurídicas, que son las de carácter estrictamente punitivo 

conformado por la pena privativa de la libertad y otras penas, luego tenemos 

las medidas de seguridad y finalmente encontramos las consecuencias de 

naturaleza civiP . 

Esta separación entre reparación y el Derecho penal siempre fue en perjuicio 

de la víctima, puesto que si ésta buscaba, en alguna medida, compensación 

por haber sido objeto de una conducta antijurídica, se encontraba con un 

proceso largo y tedioso que sólo buscaba la punición antes que la restitución 

de los hechos al estado de paz jurídica anterior a tal conducta punible. 

Además, durante mucho tiempo la presencia de la víctima en la dinámica del 

proceso penal comenzaba y concluía, materialmente, con la comunicación de 

la notitia criminis4• 

Además, es evidente que el tema de la reparación civil está íntimamente 

vinculado con la víctima y esto obviamente porque en la mayoría de los casos 

el destinatario de dicha reparación es la víctima del injusto penal, pese a ello 

dicho sujeto procesal se encuentra marginado en el proceso penal a diferencia 

del proceso civil en donde el agraviado tiene un rol decisivo como 

demandante, esto debido a que el sistema procesal penal es de corte 

inquisitivo y en consecuencia está orientado fundamentalmente al castigo, por 

3 Las consecuencias jurídicas de naturaleza civil puede ser en la medida que el ilícito penal 
produzca un daño material o personal a la víctima o a un tercero, la aplicación de la reparación 
civil, la restitución o el pago de la indemnización correspondiente. 
4 PRADO SALDARRIAGA, Víctor. Ob. Cit., p. 275. 
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cuanto el Estado tiene el monopolio del poder punitivo por encima de lo que 

los partes deseen que se utilice. 

La importancia político criminal de la reparación civil en el proceso penal se 

funda en sus posibilidades recompositivas, atenuantes y hasta preventivas, 

que se manifiestan en primer lugar, cuando el autor repara con sus medios el 

mal causado independientemente del castigo o sanción, en segundo lugar la 

exigencia de la reparación obliga al autor a colocarse frente a las 

consecuencias de su hecho y a considerar los intereses legítimos de la 

víctima; finalmente la reparación puede conducir a una reconciliación entre 

autor y víctima y con ello facilitar esencialmente una reinserción del autorS. 

Si bien el reto de darle mayor protagonismo a la víctima dentro del proceso 

penal no es fácil y pareciera alejado de la realidad, también lo es que dichas 

posturas son las que han dado la mayor cantidad de aportes para la renovación 

del Derecho penal abriendo sus puertas a la reparación integral como una 

auténtica solución del conflicto. 

2.2.1.2. Antecedentes Históricos 

En un comienzo la reparación frente al daño o perjuicio fue una reacción 

privada, mediante la venganza individual, luego surgió la reacción colectiva 

mediante la composición voluntaria, sin embargo estas reacciones no buscan 

una reparación o resarcimiento del daño sino, más bien buscaban una sanción 

5 ROXIN, Claus. "Política Criminal y Estructura del Delito", Editora Promociones y 
Publicaciones Universitarias, Madrid, 1992, p. 29. 
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al agresor, infringiéndole un sufrimiento igual o superior al sufrido por la 

víctima6• 

Con el tiempo cuando las organizaciones políticas se consolidan y la 

autoridad se afirma ya no queda al libre albedrío del daño, ni del grupo al cual 

pertenecía, buscar la venganza, ni establecer la composición privada de la 

pena, sino que para asegurar la tranquilidad pública, la facultad de resolver el 

conflicto fue monopolizada por el estado, y a partir de entonces el individuo 

deberá aceptar la forma de reparación establecida por la autoridad7• 

A estas alturas de la evolución del derecho es que aparece la idea de la 

reparación o resarcimiento del daño de parte del responsable o del causante8, 

por lo que el estado establece los mecanismos de ejecución de la obligación 

resarcitoria. Estableciéndose el principio general que todo daño como tal 

genera la obligación de reparar, criterio al cual se llegó a partir de la teoría 

elaborada por Grocio Puffendoff y Domat9• No obstante establecido ya el 

principio general de responsabilidad era necesario desarrollar un fundamento 

a factor de atribución de la responsabilidad al causante, y de esta manera 

fundamentar o legitimar el surgimiento de la obligación resarcitoria, ya que 

como se ha dicho, resarcir es asumir el .peso económico del daño el mismo 

que se ha desplazado de la víctima, al causante del mismo, obviamente previo 

6 FERNÁNDEZ SESSAREGO, Carlos (1985). "El daño a la persona en el Código civil de 1984", 
en Libro Homenaje a José León Barandiarán, Editorial Cuzco, Lima, p. 185. 
7 MIR PUIG, Santiago (1976). "lntroducción a las bases del derecho penal", Editorial B de f, 
Buenos Aires, p. 29 
8 El tema de la reparación pueden ser enfocado desde diferentes perspectivas, una de ellas es que 
puede ser estudiada desde una concepción tradicional que la identifica como una consecuencia 
civil del hecho punible, otra es que se le ve como una modalidad de sanción del delito o como una 
alternativa eficaz frente a las penas privativas de libertad. PRADO SALDARRIAGA, Víctor. Ob. 
Cit., p. 275. 
9 Grocio Puffendoffy Domat Citado por PEÑA CABRERA, Raúl. Ob. Cit., p. 586. 
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a la determinación del factor de imputac_ión indicada, debe haberse 

determinado la relación de causalidad entre la conducta del agente del daño y 

del resultado dañoso. 

El factor de atribución de la responsabilidad fue la culpa, desarrollada por el 

subjetivismo impulsado por el cristianismo e impuesta por DOMAT. Esta 

teoría establece que el peso de la reparación solo debe trasladarse al causante 

o responsable si este ha obrado con dolo, imprudencia o descuido en la 

realización del hecho dañoso. 

La teoría de la culpa convertida ya en el centro de la responsabilidad civil, a 

su vez admite dos variables: 

• La culpa subjetiva: la que considera que es culpable en virtud de las 

posibilidades específicas de cada individuo. 

• La culpa objetiva: la que establece la responsabilidad en virtud de la 

comparación de la conducta observada por el agente del daño y la de 

un prototipo, cuya conducta era aceptada por el común de la gente, 

esto es, el hombre razonable o el buen padre de familia. 

Después con la evolución de la vía socioeconómico y con el desarrollo del 

maquinismo la industrialización y las innovaciones tecnológicas, el 

incremento de las velocidades y de los poderes para hacer cosas, originaron 

una verdadera inflación de riesgos en el mundo contemporáneo, en tales 

circunstancias la investigación de la culpa se convertía en un expediente 
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engorroso, costoso y a veces insuperable que conducía por lo general a que 

las víctimas no alcancen resarcimiento alguno. Esto genera dos alternativas: 

• Estableció una presunción juris tantum, que consideraba en principio 

al causante del daño, salvo que demuestre lo contrario, es decir, se 

estableció una verdadera inversión de la carga de la prueba. 

• La de responsabilizar objetivamente al causante, esta última se 

desarrolló para los casos de bienes o actividades riesgosas que causen 

daño, independientemente de si tuvo o no culpa el agente. Este es el 

factor o sistema de la responsabilidad por riesgo10• 

Finalmente las modernas teorías consideran que la sociedad y solo la 

convivencia social, la que crea las condiciones para que se produzcan los 

daños, y que se debe poner énfasis en la víctima del daño, más que en el 

responsable, consecuentemente debe dotar a la víctima de los mecanismos 

para obtener una cabal y facial reparación. Este tipo de reflexiones ha guiado 

al pensamiento jurídico hasta la más moderna teoría de la distribución o 

difusión social del costo de los daños, también llamada distribución social del 

riesgo, esta sería la óptima aplicación, sobre en la responsabilidad por 

accidentes comunes, tal como sucede con los accidentes de trabajo que tienen 

naturaleza jurídica análoga11 • 

Así la reparación civil y por ende el resarcimiento evoluciono desde un 

carácter puramente aflictivo, es decir desde el carácter sancionatorio o penal 

10 QUINTERO OLIVARES, Gonzalo (1992). "Derecho Penal- Parte General", Editora Marcial 
Pons, Madrid, p. 670 
11 ROXIN, Claus. "Política Criminal ... ". Ob. Cit., p. 29. 
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hasta un carácter puramente reparatorio, quedando establecido que la 

pretensión resarcitoria o reparatoria se ejercerá en el ámbito del derecho civil 

y procesal, y la pretensión penal o sancionatoria en el ámbito del derecho 

penal o administrativo sancionatorio. 

En nuestro medio el código civil 1984, establece el principio general de 

responsabilidad extracontractual en su art. 1321, que establece la obligación 

de indemnizar de quien por dolo, culpa inexcusable o culpa leve no ejecuta 

sus obligaciones, considerándose como incumplimiento la inejecución de la 

obligación y el cumplimiento parcial, tardío o defectuoso. En su art. 1969 

establece que aquel que por dolo o culpa causa daño a otro, está en la 

obligación de indemnizarlo. 

Asimismo dentro de la responsabilidad extracontractual, el C.C., consagra el 

principio de responsabilidad por riesgo o peligros producidos por un bien o 

una actividad riesgosa. Finalmente hace referencia a la solidaridad como 

factor de atribución de responsabilidad en los casos en que considera ciertos 

tipos de daños sujetos a régimen de seguro obligatorio en su art. 1988. 

2.2.1.3. Concepto 

Posiblemente la afirmación más general que el precedente vinculante hace 

respecto de la reparación civil derivada del delito es que la reparación civil no 

es una pena12• La rotundidad de esta afirmación no implica, sin embargo, 

desconocer que tanto la pena como la reparación civil derivada del delito 

12 GÁL VEZ VILLEGAS, Tomás (2005). "La reparación civil en el proceso penal", 2da. Edición, 
Editorial Idemsa, Lima, p. 81. 
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comparten un mismo presupuesto: La realización de un acto ilícito. Con la 

distinción conceptual de ambas consecuencias jurídicas del delito se pretende, 

más bien, precisar que cada una de ellas valora el hecho ilícito desde su 

propia perspectiva, lo que se explica en el hecho de que parten de 

fundamentos distintos. Así, mientras la pena se impone con la finalidad de 

mantener el bien jurídico frente a vulneraciones culpables, la reparación civil 

derivada del delito se centra en la función de reparar el daño provocado a la 

víctima por la acción delictiva13 • 

La distinción conceptual entre pena y . reparación civil que establece el 

precedente vinculante tiene una innegable incidencia en la concreta 

configuración de la reparación civil en el proceso penal. La vinculatoriedad 

del precedente tendría que llevar a observar también diversas consecuencias 

lógicas de esta distinción, a no ser que entren a tallar criterios de oportunidad 

ajenos a la lógica de la autonomía conceptual de ambas consecuencias 

jurídicas del delito. Sin ánimo de. exhaustividad, quisiéramos ocuparnos de 

tres rasgos esenciales de la configuración de la reparación civil en el proceso 

penal que se desprenden de la distinción conceptual entre pena y reparación 

civil. Se trata de la autonomía de la pretensión civil en el proceso penal, la 

irrelevancia de la culpabilidad para fundamentar la reparación civil y la 

exclusión de una función sancionatoria en la reparación civil. Veamos cada 

una de ellas de manera más detenida. 

13 Esta distinción de fundamentos, se aprecia claramente en la doctrina jurisprudencia! desarrollada 
por la Corte Suprema en el Acuerdo Plenario N° 6-2006/CJ-116, en donde señala textualmente lo 
siguiente: "Así las cosas, se tiene que el fundamento de la responsabilidad civil, que origina la 
obligación de reparar, es la existencia de un daño civil causado por un ilícito penal, el que 
obviamente no puede identificarse con 'ofensa penal' -lesión o puesta en peligro de un jurídico 
protegido, cuya base se encuentra en la culpabilidad del agente". 
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La acción penal que se da inicio por la perpetración de un hecho delictuoso, 

da origen a un proceso penal que tiene como fin la aplicación de una pena o 

medida de seguridad y además la reparación civil del daño causado. Así 

nuestro Código Penal en el artículo 92, prescribe que conjuntamente con la 

pena se determinara la reparación civil correspondiente, que conforme a lo 

previsto en el artículo 93 del Código Penal, comprende: 

a) Restitución del bien: Se trata en suma de· restaurar o reponer la 

situación jurídica quebrantada por la comisión de un delito o falta, la 

obligación restitutiva alcanza bienes muebles o inmuebles, tal el caso 

del bien inmueble usurpado. 

b) La indemnización de daños y perjuicios: lo regula el inciso 2 del 

artículo 93 del C.P., y comprende el resarcimiento del daño moral y 

material que se adiciona a la restitución del bien, el juez debe 

administrar con el derecho civil que regula en ese ámbito, la materia y 

entre otros conceptos se atenderá al daño emergente lo mismo que el 

lucro cesante. 

La restitución, consiste en la restauración material del estado anterior a la 

violación del derecho. Puede tener por objeto las cosas muebles robadas o 

apoderadas, y las cosas inmuebles a cuya posesión se haya llegado mediante 

una usurpación. Si la restitución es imposible de hecho (Destrucción o 

perdida), o legalmente (Derecho legítimamente adquirido por un tercero), el 

damnificado puede exigir en sustitución de ella y como reparación, el pagó 
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del valor del bien. Si la falta de restitución fuese parcial, la reparación 

consistirá en el pago de la diferencia del valor actual del bien. 

Respecto a la indemnización de los daños y perjuicios. En el Derecho Civil se 

entiende por daño o perjuicio los menoscabos sufridos y las ganancias que se 

han dejado de obtener, es decir el daño emergente que consiste en la pérdida o 

disminución de las cosas y derechos y lucro cesante que es la pérdida o 

disminución de una ganancia esperada. 

Entonces, concluyendo, la reparación civil es nada más ni nada menos aquella 

suma de dinero que permitirá que la persona dañada pueda restaurar las cosa 

al estado anterior a la vulneración (o se vea compensada, si ello no es 

posible)14• 

En el derecho peruano, al menos desde el punto de vista de LEGE LATA, la 

reparación civil tiene una naturaleza civil en base a los siguientes 

fundamentos: 

a) La responsabilidad civil el delito constituye solo una especie de la 

" 
responsabilidad civil extracontractual que es el género que lo comprende 

se trata por lo tanto de una obligación civil, el art. 1969 del C.C., cuando 

prescribe que aquel que por dolo o culpa causa daño a otro está obligado a 

indemnizarlo. 

b) Las diferencias existentes entre la responsabilidad civil y los demás casos 

de responsabilidad civil extracontractual, solo tienen carácter procesal y 

14 CHINCHA Y CASTILLO, Aicides (2009). "La víctima y su reparación en el proceso penal 
peruano". En: Dialogo con la Jurisprudencia, N° 108, Gaceta Jurídica, Lima, p. 215. 
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no de otro orden, cuando existe un hecho ilícito (delito), que además de 

violar las normas jurídicas causa un daño efectivo, la ley permite el 

resarcimiento de la víctima, se pueda lograr en un solo proceso judicial, el 

penal, no es necesario acudir a otra vía para obtener la indemnización por 

el daño causado. 

e) Con una regulación de acción civil resarcitoria en sede penal se logra una 

administración de justicia más expeditiva y humana, próxima a la 

solución de los problemas sociales generados por la comisión de un delito 

y que pretende, además de la plena realización de los principios de 

inmediación y economía procesal15• 

d) La instauración de la reparación civil en el código penal ayuda armonizar 

los fines preventivos de la protección de los bienes jurídicos y el 

afianzamiento de la fidelidad de las normas. 

e) El entendimiento de la reparación civil como una institución que posee 

una naturaleza eminentemente civil obliga a rebatir al menos a 

comprender de modo satisfactorio los argumentos que parecen oponerse a 

ese criterio como son por ejemplo, el art. 92 al lOO del C.P16• 

La reparación civil no siempre se determina con la pena, pues No toda 

sentencia condenatoria que acaba imponiendo una sanción penal (pena o 

medida de seguridad), supone que se haya producido de manera efectiva un 

daño, que es el presunto básico para la fijación de la reparación civil, la 

responsabilidad consagrada en el art. 92 y sgts. Del C.P. emana del daño que 

15 VILLA VILENCIO TERREROS, Felipe (1992). '1Código Penal", Editora Cultural Cuzco, Lima, 
p. 269. 
16 GALVEZ VILLEGAS, Tomás (1999). "El resarcimiento del daño en el proceso penal", 
Editora Idemsa, Lima, p. 277. 
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pueda, según el caso, producir el delito, no del delito mismo, la pena solo 

requiere de una conducta típica antijurídica y culpable, mientras que la 

reparación civil exige la constatación de un daño causando de manera ilícita. 

2.2.2. Responsabilidad civil proveniente de un delito 

2.2.2.1. Generalidades 

La responsabilidad civil proveniente del delito, tiene como fuente al hecho 

delictivo (delito o falta); a diferencia de la responsabilidad contractual, en las 

acciones delictivas no .existe una vinculación previa entre al agente o 

responsable civil y la víctima o agraviado, éstos resultan vinculados por 

primera vez con la comisión del hecho delictivo causante del daño. 

Consecuentemente, al causarse un daño a través de estas acciones, se infringe 

el principio general de no causar daño a nadie. Siendo así, este tipo de daños 

comparte la naturaleza de la responsabilidad civil extracontractual. Por tanto, 

los daños causados por el delito, que dan origen a la llamada reparación civil, 

constituyen una especie de responsabilidad extracontractual, la que en este 

caso resulta ser el género. 

Debiendo precisarse que el hecho de que la acción delictiva quede además, 

sujeta a la responsabilidad penal, no cambia para nada la naturaleza de la 

reparación civil, la única particularidad en este caso, es la forma como se va a 

exigir judicialmente la realización o ejecución de la reparación y la autoridad 

ante la cual se va a exigir. Pues, tal como refiere la doctrina, las legislaciones 

y la jurisprudencia, los bienes jurídicos pueden estar protegidos desde el 
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ámbito civil o desde el ámbito penal y cuando el hecho constituye delito 

ordinariamente queda sujeto a ambas esferas de responsabilidad (penal y 

civil)17
; en este último caso, para la resolución del conflicto creado por ¡a 

acción delictiva, operan ambos sectores del derecho, el penal orientado por el 

interés público de prevenir futuras acciones a. través de la imposición de la 

pena y el civil orientado a satisfacer el interés privado del perjudicado a 

través del resarcimiento del daño. 

Sin embargo, como quiera que la pretensión resarcitoria se ejercita en el 

proceso penal conjuntamente con la pretensión punitiva del Estado, se discute 

su naturaleza tanto desde la perspectiva procesal así como sustantiva, 

debatiéndose si se trata de una sola relación procesal, de la concurrencia de 

acciones autónomas e independientes, de una acción principal y una eventual 

o accesoria, o desde un punto de vista sustantivo, si la pretensión discutida en 

la acción resarcitoria pierde su naturaleza privada en el proceso penal para 

convertirse en una consecuencia jurídico penal o conserva su naturaleza 

privada. 

Dejando de lado la naturaleza de la relación establecida entre las acciones 

penal y civil en el proceso penal, abordaremos la naturaleza jurídica de la 

reparación civil desde la perspectiva sustantiva, refiriéndonos a los aspectos 

procesales únicamente en la medida que sean necesarios para ilustrar, 

17 "Existen bienes jurídicos que reciben tutela penal y eral, y bienes que reciben una u otra. Los 
dos sistemas de responsabilidad, civil y penal, en otros términos, no se pueden representar 
gráficamente con dos círculos concéntricos, sino como dos círculos interferentes entre sí". 
PRADO SALDARRIAGA, Víctor. Ob. Cit., p. 275. 

22 



complementar o corroborar los aspectos relativos a la naturaleza sustantiva de 

la reparación civiP 8• 

2.2.2.2. Naturaleza jurídica de la reparación civil 

En cuanto a la determinación de la naturaleza jurídica de la reparación civil o 

resarcimiento del daño ocasionado por el delito, se han elaborado una serie de 

criterios que sin haber logrado unanimidad o aceptación mayoritaria han 

contribuido al debate sobre el tema y han orientado el diseño de las 

estructuras normativas plasmadas en las diversas legislaciones. Aun cuando 

estos criterios o propuestas son más o menos dispares, podemos sintetizarlos 

clasificándolos en dos; los que vinculan a la reparación civil a las 

consecuencias jurídicos penales y los que la acercan o le adjudican una 

naturaleza privada, esto es como una especie de la responsabilidad civil 

extracontractual. 

2.2.2.2.1. La reparación civil como sanción jurídico penal 

Hay autores que han considerado que en sede penal la reparación civil 

constituye una sanción jurídico penal, la misma que cumple una finalidad 

propia de la pena19 y puede imponerse conjuntamente con ésta o sustituirla en 

18 GRACIA MARTÍN, Luis (2004). "Estudios de Derecho Penal", Editorial Idemsa, Lima, p. 431, 
quien señala que " ... se trata de averiguar acerca de si la reparación podrá aún mantener y 
conservar sus elementos constitutivos cuando se ponga su uso a disposición y al servicio de un fin 
que, como el de la pena le es naturalmente extraño, o si, por el contrario, en virtud de la absorción 
por el sistema penal, será obligado modificar sus elementos y si, entonces, podrá aún denominarse 
"reparación" sin incurrir en un puro nominalismo falaz". 
19 "La segunda posibilidad de aproximar uno a otro el derecho penal y el derecho civil, sería la 
incorporación a la reparación como una sanción penal, colocada -para delitos determinados­
autónomamente a lado de la pena privativa de libertad y de la multa y posible de ser impuesta, en 
casos apropiados, en su lugar. SESSAR, citado por ROXIN, Claus (1997). "Derecho Penal. Parte 
General". Traducción de Diego Manuel Luzón Peña y otros, Editorial Civitas, Madrid, p 143. 
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algunos casos20
• Esto es, han considerado a la reparación civil como una 

consecuencia jurídica del delito de contenido penal al igual que las penas y 

las medidas de seguridad. 

En este sentido se pronuncian Reyes Monterrel, Gonzáles Rus, Puig Peña y 

Molina Blázquez21
; a este criterio también se refieren Gracia Martín, Silva 

Sánchez y Roxin22
; en nuestro país hace referencia a esta corriente Rodríguez 

Delgado23 • Al parecer, esta posición seguiría la línea desarrollada por Merkel, 

quien hace ya muchos años, sostenía que la obligación de indemnizar el daño 

ex delicto, la de restituir y la coacción directa para reponer un estado de cosas 

'sirven para el mismo fin que la pena'24; criterio que sería el mismo que 

manejaron Ferri y Garófalo desde una perspectiva positivista, tal como refiere 

Soler y lo ratifica Velásquez Velásquez25 • 

20 SIL V A SÁNCHEZ, Jesús María (2000). "Sobre la relevancia jurídico -penal de la realización 
de actos de reparación". En Estudios de Derecho Penal, Editora Grijley, Lima, p. 228. Igual 
criterio esboza SCHEFFLER citado por ROXJN, Claus (2007). "La teoría del delito en la 
discusión actual". Traducción de Abanto Vásquez, Editora Grijley, Lima, p. 319. 
21 Citados por ALASTUEY DOBÓN, Carmen (1996). "Las consecuencias Jurídicas del Delito en 
el nuevo Código Penal Español", Editora Tirant lo Blanch, Valencia, p. 466. 
22 GRACIA MARTÍN, Luis. Ob. Cit., p. 223; ROXIN, Claus (1992). "La Reparación en el 
Sistema de los Fines de la Pena". Traducción de Julio Maier y Elena Carranza. En: De los Delitos 
y de las Víctimas, Editorial Ad-Hoc, Buenos Aires, p. 143 
23 "En el sistema anglosajón, se aprecia cada vez más una aplicación de penas no privativas de 
libertad (las llamadas sanciones intermedias), en donde se potencia el uso de las multas o los di as­
multa, trabajo en beneficio de la comunidad entre otras sanciones semejantes Es dentro de estas 
sanciones intermedias que aparece la reparación, pero no como una consecuencia accesoria de la 
privación de la libertad, sino como una sanción penal autónoma". RODRÍGUEZ DELGADO, 
Julio (2003). "La reparación como tercera vía en el Derecho penal". En Estudios Penales- Libro 
Homenaje al Profesor Luis Alberto Bramont Arias, Editora San Marcos, Lima, p. 829. 
24 "Por ejemplo en las lesiones corporales se atiende el dolor y la angustia producidos y el peligro 
en que haya podido encontrarse la vida de la víctima. También hay que atender, para determinar la 
cuantía de la indemnización, el aspecto subjetivo del hecho, es decir, a si se ha realizado dolosa o 
culposamente. La indemnización, por lo tanto, desempeña funciones de pena privada, al mismo 
tiempo que una función de reparación patrimonial. MERKEL, Adolf (2004). "Derecho Penal -
Parte General", Editorial IB de F, Buenos Aires, p. 241. · 
25 SOLER, Sebastián (1992). "Derecho penal argentino", Tipográfica editora argentina, Buenos 
Aires, p. 468; VELÁSQUEZ VELÁSQUEZ, Fernando (1995). "Derecho Penal", Editorial Temis, 
Bogotá, p. 705. 
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Esta posición (reparación como pena'), aun cuando es tomada en cuenta para 

efectos expositivos, no resulta sostenible, siendo pocos los autores modernos 

que la hacen suya actualmente (tal sería el caso de Molina Blázquez, citado 

por Alastuey Dobón), ya que las diferencias que existen entre la pena y la 

reparación (las mismas que son admitidas ahora sin mayor discusión) resultan 

evidentes, por ello puede desecharse sin mayores problemas26• Pues no se 

advierte con claridad cómo es que la reparación cumpliría una finalidad 

propia de la pena. 

Más aún, si como refiere Roxin: " ... aun partiendo desde el punto de vista de 

las teorías preventivas, se puede hacer valer que el efecto preventivo es igual 

a cero; si por ejemplo, el ladrón debiera devolver sólo la cosa hurtada o el 

estafador el dinero obtenido fraudulentamente. Si el autor supiera que él, en 

caso de fracasar, sólo necesitará restituir el status quo ante, cesaría todo 

riesgo; él, por la comisión del hecho, sólo puede ganar, nunca perder, de 

manera tal que una limitación a la reparación aniquilaría el fin preventivo -

especial de la amenaza penal. 

También desde el punto de vista preventivo - general la mera reparación, 

como reacción a las violaciones jurídicas, significaría antes bien una 

invitación a intentar alguna vez robar o estafar, pues en el peor de los casos la 

amenaza consistiría en la devolución de lo conseguido, cuya eventualidad no 

26 Como se indicado líneas antes, lamentablemente desde la perspectiva del Derecho civil, también 
se adjudica a la reparación civil funciones preventivas y punitivas, con lo que también desde este 
ámbito se trata de identificar las funciones de la pena con las funciones de la responsabilidad civil, 
lo que evidencia que desde ambos sectores se manejan criterios totalizadores que enturbian la 
pureza de estas categorías jurídicas y con el sólo concurso del Derecho civil se pretende resolver 
todos los conflictos generados al interior de la sociedad. 
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haría desistir a nadie de un plan delictivo a medio camino, que promete 

éxito"27
• Una posición de esta naturaleza sólo tendría cabida en una 

concepción que no incide propiamente en la reparación del daño específico, 

es decir en el daño causado a la víctima en concreto (víctima actual) sino por 

el contrario, que persigue satisfacer a una víctima abstracta o en potencia o a 

la sociedad en general, cumpliendo de este modo, fines públicos propios de la 

pena, que creemos, no se condice con la verdadera concepción del 

resarcimiento del daño. 

Según este criterio, la reparación como pena, operaría aunque no se hubiera 

causado un daño resarcible, inclusive, no habría ningún problema para 

imponerla en casos de delitos de peligro o de tentativa sin resultado lesivo, 

pues la reparación ya no se sustentaría en el daño ocasionado sino en fines 

propios de la pena; en estos casos ya no se hablaría propiamente de 

reparación civil, sino de 'reparación penal, tal como lo hace Silva Sánchez28 • 

Otra perspectiva dentro de esta misma postura, que concibe a la reparación 

como consecuencia de naturaleza penal, aun arando no la ubica como una 

pena más, es aquella que considera a la reparación como una consecuencia a 

la cual se le asigna nuevos fines en el derecho penal, junto a los fines 

tradicionales de la pena. Este criterio tampoco aporta mayores elementos 

importantes al debate y tal como indican Gracia Martín, Silva Sánchez y 

Roxin, también puede ser fácilmente descartado29 • 

27 ROXIN, Claus. "La Reparación ... ". Ob. Cit., p. 138. 
28 SIL V A SÁNCHEZ, Jesús María. Ob. Cit., p. 230. 
29 GRACIA MARTÍN, Luis. Ob. Cit., p. 432; SIL VA SÁNCHEZ, Jesús María. Ob. Cit., p. 227. 
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Sin embargo, la variante de esta postura, que vincula a la reparación con las 

consecuencias jurídico penales, que resulta importante y de actualidad en el 

debate doctrinario y jurisprudencia! (dado el elevado nivel de argumentación 

y el hecho de ser sostenida, entre otros, por importantes penalistas como 

Roxin y Silva Sánchez), es la que, sin considerar a la reparación como una 

pena o medida de seguridad y sin atribuirle un nuevo fin en el Derecho penal, 

la concibe como una "tercera vía "30, " ••• que junto a la primera y la segunda 

(penas y medidas), ha de: contribuir a los fines convencionales del Derecho 

penal"31 • 

Esto es, se atribuye a la reparación efectos preventivos, tanto desde el punto 

de vista preventivo general así como especial, y tal como refiere Roxin, " ... su 

consideración en el sistema de sanciones no significa, desde el punto de vista 

aquí defendido, reprivatización alguna del derecho penal, promoción alguna 

de la reparación como una clase de pena especial, ni tampoco la introducción 

de un nuevo fin de la pena. 

La restitución es, en lugar de ello, una prestación autónoma que puede servir 

para alcanzar los fines tradicionales de la pena y que, en la medida en que lo 

consiga en concreto, debería sustituir a la pena o ser computada para 

30 "Es recomendable construir la reparación, al lado de la pena y la medida, como un 'tercer carril' 
del Derecho penal". ROXIN, Claus. "Derecho Penal ... ". Ob. Cit., p. 155. Esta posición es la 
contenida en el Proyecto alternativo de la reparación en Alemania en 1992 y presentado en el 
quincuagésimo noveno Deutscher Juristentag celebrado en Hannover el mismo año, el mismo que 
proponía un tratamiento de la reparación civil de modo general, considerando tanto sus aspectos 
sustantivos así como aspectos procesales e inclusive vinculado al ámbito penitenciario. Este 
Proyecto, si bien constituía una interesante propuesta de integración de la reparación como tercera 
vía, fue rechazado mayoritariamente, atándose como uno de sus mayores críticos a Lampe. 
ALASTUEY DOBÓN, Carmen. Ob. Cit., pp. 75 y ss. 
31 SIL VA SÁNCHEZ, Jesús María. Ob. Cit., p. 228. 
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atenuarla'm. Agrega el penalista alemán, que esta concepción de la 

reparación se encuadra en el marco de la "prevención integrativa "33 en la que 

constituye " ... una sanción autónoma en la cual se mezclan elementos jurídico 

civiles y penales. Ella pertenece al Derecho civil, en tanto asume la función 

de compensar el daño. 

Empero, debe ser modificada según proposiciones de metas jurídico penales 

si, dado el caso, también los esfuerzos reparatorios serios habrían de ser 

considerados o si, en caso de delitos contra la generalidad, quizás también el 

trabajo de bien común pudiera ser aceptado como prestación reparatoria"34• 

De este modo, se asume que la reparación civil está orientada a la satisfacción 

de intereses públicos o sociales más que a tomar en cuenta el interés 

particular de la víctima; vale decir, protege a las víctimas en potencia y no a 

la víctima específica y actuaP5• 

Estos criterios tal como refiere Silva Sánchez, tendrían como fundamento el 

hecho que " ... en muchas ocasiones la reparación penal alcanza los fines de 

pacificación requeridos precisamente porque es penal y se dilucida en el 

marco de un proceso con la carga simbólica que tiene el proceso penal. Todo 

32 ROXIN, Claus. "Derecho Penal ... ". Ob. Cit., p. 154. 
33 "Para ROXIN la así llamada prevención general positiva constituye el punto de enlace. De ella 
se derivará como aspecto parcial, la prevención integrativa, que está orientada 'al efecto de 
satisfacción que aparece cuando el delincuente se ha esforzado tanto, que la conciencia jurídica 
general se tranquiliza en relación al quebrantamiento de la ley y considera como solucionado el 
conflicto con el autor' Por eso sería posible incorporar a la reparación en el catálogo de las 
consecuencias jurídicas como una "tercera vía" más benigna, supletoria o complementaria de la 
pena, junto a las penas y a las medidas de corrección o seguridad". Cita de Hirsch, que la descarta 
como válida para la determinación de la naturaleza jurídica de la reparación civil proveniente del 
delito. HIRSCH, Hans (1992). "La reparación del daño en el marco del Derecho Penal 
Material". En: De los delitos y de las Víctimas, Editorial Ad- Hoc, Buenos Aires, p. 63. 
34 ROXIN, Claus. "Derecho Penal ... ". Ob. Cit. p., 154. 
35 SIL VA SÁNCHEZ, Jesús María. Ob. Cit., p. 227. 
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ello puede expresarse, en resumen, señalando que desde la perspectiva del 

Derecho penal, la reparación tiene más que ver con el autor y con la norma 

(con la colectividad) que con la víctima en sí misma: más con la 

resocialización y con la prevención de integración que con la indemnización. 

Más con la renovada aceptación de la vigencia de la norma vulnerada que con 

el pago de una obligación. Aquello sería lo esencial; esto, lo accidental"36• 

En síntesis, tomando en cuenta los criterios esbozados por Roxin y Silva 

Sánchez37, podemos concluir que esta posición asume, fundamentalmente 

que: 

l. La reparación cumple finalidades preventivas, específicamente la 

llamada "prevención integrativa ", por lo que puede sustituir a la pena o 

atenuarla en determinados casos concretos, y por tanto, tendría una 

naturaleza propia del Derecho penal; y sin constituir una pena o una 

medida de seguridad constituiría una tercera consecuencia jurídico penal, 

una 'tercera vía'. 

36 Aun cuando SIL V A SÁNCHEZ desarrolla esta idea en el marco de la llamada prevención 
integra ti va, que luego sustenta como el fundamento de una 'tercera vía 1, nos parece que este 
razonamiento se ubica más en una posición de naturaleza penal de la reparación. SIL V A 
SÁNCHEZ, Jesús María. Ob. Cit., p. 230. En la doctrina nacional puede verse un amplio 
desarrollo y abundante bibliografia, en: RODRÍGUEZ DELGADO, Julio. Ob. Cit., pp. 828 y ss. 
Ha reiterado su posición respecto a la reparación como tercera vía. Sin embargo, habla de 
autonomía de la reparación en el marco de las sanciones jurídico penales, pero en un sistema 
donde se descarta la privación de la libeiiad como pena y se consideren como sanciones jurídicas 
penales únicamente la limitación o restricción de derechos, las medidas de seguridad y la 
reparación. De lo contrario, sostiene, la privación de la libertad podrá instrumentalizarse para 
cobrar coactivamente las deudas. En todo ello, se aprecia un criterio claramente abolicionista, que 
creemos ha quedado descartado a estas alturas de la evolución del Derecho penal; más aún, nos 
parece que esta propuesta encerraría en sí la paradoja de considerar a la reparación, por un lado 
como "deuda" evidenciando su naturaleza civil, y por otro lado adjudicándole naturaleza de 
sanción jurídico penal. 
37 ROXIN, Claus. "La teoría del ... ". Ob. Cit., p. 319., ha indicado que en la discusión científica 
todavía no se ha pensado en una cuarta posibilidad que consistiría en remplazar la punibilidad por 
el pago dinerario a la víctima independientemente del daño causado. 
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2. Entiende por prevención integrativa, aquella que consiste en una mezcla 

de elementos civiles y penales. Configura un elemento civil en la medida 

que asume la función de compensar el daño; y un elemento penal, 

cuando, sin haber compensado el daño puede quedar resuelto el conflicto 

entre el agente del delito y la sociedad, en la medida que el obligado 

hubiese realizado esfuerzos reparatorios serios orientados al 

resarcimiento; asimismo, en los casos de delitos contra la "generalidad" 

(sociedad o el Estado), puede atribuirse calidad reparatoria al trabajo de 

bien común, 

3. La reparación está orientada a la satisfacción de intereses públicos más 

que particulares. 

4. La reparación tiene que ver más con el autor y la vigencia de la norma 

que con el agraviado y el daño ocasionado. 

5. La reparación tiene que ·ver más con la resocialización y prevención que 

con el pago de la obligación resarcitoria. 

6. Finalmente, ya no se habla de reparación civil sino de 'reparación penal' 

a la que se le atribuye funciones de pacificación, al utilizar la carga 

simbólica del Derecho penai38• 

Sí bien, como refiere Gracia Martín, esta postura constituye " ... la propuesta 

más seria y sugestiva de integrar a la reparación en el sistema penal"39, 

creemos que no contribuye al esclarecimiento y resolución del problema 

generado por el daño causado por el delito. Por el contrario, distorsiona la 

concepción propia de la reparación, que como su propio nombre lo indica, es 

38 ALASTUEY DOBÓN, Carmen. Ob. Cit., pp. 76-77. 
39 GRACIA MARTÍN, Luis. Ob. Cit., p. 438. 
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civil, y le resta todo rendimiento práctico a dicha institución jurídica, al dejar 

de lado a la víctima real y actual del delito. Inclusive no contribuye a la 

pacificación al propiciar que los daños concretos y la víctima real queden sin 

reparar o satisfacer. Es por ello que consideramos que no resultan 

convincentes los argumentos de esta concepción para explicar la naturaleza 

de la reparación civil proveniente del delito, tal como pasamos a explicar. 

Así, respecto al primer punto se puede sostener que, considerar a la 

reparación entre las consecuencias jurídico penales o atribuirle naturaleza 

propia del Derecho penal, implica asumir una concepción del Derecho o del 

Ordenamiento Jurídico, en donde todos los conflictos socio-jurídicos deben 

resolverse recurriendo al Derecho penal, esto es, asumiendo una concepción 

totalizadora del Derecho penal, en la que se desconoce uno de sus principios 

básicos, su carácter subsidiario y de última ratio40, y sobre todo, se olvida que 

para resolver los conflictos sociales rige el Ordenamiento Jurídico en su 

conjunto (con todas sus ramas y especialidades) y no únicamente el Derecho 

Penal41 • 

40 Aun cuando en el Proyecto alternativo alemán se asume que es la subsidiariedad uno de los 
principales argumentos de la propuesta; sin embargo, sí ello fuera así, es decir, si se respetara 
dicho principio, simplemente se debería extraer del ámbito penal a la reparación, dejándola 
únicamente en el ámbito civil, con todas sus consecuencias; puesto que si la reparación fuera 
suficiente como respuesta jurídica frente al daño ocasionado o al hecho antisocial a través del cual 
se causa, simplemente el hecho no tendría ninguna relevancia penal, y por tanto, no tendríamos por 
qué ocuparnos de él desde la perspectiva del delito, pues tendría que descriminalizarse. 
41 Lamentablemente esta perspectiva totalizadora, también se produce en el Derecho civil (teoría 
de la responsabilidad civil), donde sin tener en cuenta la existencia del Derecho penal y las 
funciones y finalidades de éste, se atribuye a la responsabilidad civil funciones punitivas propias 
del Derecho penal. Con lo cual se incurre en la misma unilateralidad en la percepción de la 
responsabilidad civil respecto a la solución de los conflictos generados por los hechos dañosos, los 
mismos que en su caso también pueden constituir conductas delictivas. Sin embargo, la doctrina 
civilista mayoritaria y más autorizada niega al resarcimiento toda función punitiva o 
ejemplificante. ZANNONI, Eduardo (1993). "El daño en la responsabilidad Civil", Editorial 
Astrea, Buenos Aires, p. 22. 
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Esta posición, inclusive, asume que los únicos elementos del control social lo 

constituirían los instrumentos jurídico penales42, desconociendo que el 

control social proveniente del Derecho (control jurídico) está integrado por 

todo el conjunto de normas jurídicas que integran sus diversas ramas; esto es, 

del Derecho civi143 (a través de la atribución de responsabilidad civil), del 

Derecho administrativo (a través de la atribución de responsabilidad 

administrativa), etc.; y sólo excepcionalmente se recurre al control 

proveniente del Derecho penal. 

Es más, integran el control social las prácticas y actuaciones no jurídicas 

provenientes de la moral, la educación, los usos y las buenas costumbres 

sociales. Por tanto, todas estas disciplinas, elementos o prácticas sociales 

cumplen un rol en el marco del control social. Por ello, un acto antisocial, 

antijurídico o lesivo, es enfrentado por la sociedad, poniendo en juego todos 

los elementos del control, sean éstos jurídico-formales o informales; es decir, 

actúa todo el Derecho (con sus múltiples disciplinas) pudiendo inclusive, 

recurrir a elementos meta jurídicos. 

De hecho, en muchos casos, los elementos no jurídicos pueden jugar un rol 

más efectivo que los propios mecanismos jurídicos; tal sería el caso de la 

reprobación social proveniente de la comunidad o de la moral. Queda claro 

entonces, que ante la comisión de un delito, entra en juego todo el 

42 SIL V A SÁNCHEZ, Jesús María. Ob. Cit., p. 230. 
43 " ••• no cabe duda sobre que en el Derecho civil de daños es precisamente la reparación, 
garantizada por los medios coactivos del proceso civil, en particular por la ejecución forzosa el 
medio adecuado y proporcionado para el mantenimiento de la confianza en la vigencia del 
ordenamiento jurídico". GRACIA MARTÍN, Luis. Ob. Cit., p. 436. 
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ordenamiento jurídico con sus múltiples ramas o especialidades44, que todas 

éstas buscan proteger los bienes jurídicos, y por tanto, en forma mediata o 

inmediata también cumplen finalidades preventivas (en cuanto constituyen 

formas o elementos de control). 

Siendo así, no todas las disciplinas o instituciones jurídicas que cumplen 

finalidades preventivas tienen naturaleza penal, pues, el ordenamiento 

jurídico en su conjunto cumple finalidades preventivas, y la prevención 

proveniente del Derecho penal, y de la pena en específico, sólo constituyen 

formas como éstas se expresan. 

Consecuentemente, el hecho que la reparación cumpla finalidades 

preventivas45 no constituye ningún fundamento para considerarla como una 

consecuencia jurídico penal del delito o para fundamentar la llamada 

prevención integrativa o una tercera vía46; por el contrario, dicha función 

preventiva de la reparación, constituye parte de las funciones del Derecho de 

Daños, tal como lo expresa Diez - Picazo y Ponce de León47 y se ha 

demostrado, con abundante información bibliográfica, al tratarse en este 

trabajo las funciones de la responsabilidad civil, 

44 HIRSCH, Hans. Ob. Cit., p. 64. 
45 Es criterio dominante en la doctrina civilista que la responsabilidad civil cumple finalidades 
preventivas en torno a los conflictos sociales, y ello precisamente constituye uno de los 
fundamentos de su existencia. LE TOURNEAD, Philippe (2004). "La responsabilidad Civil". 
Traducción de Javier Tamayo Jaramillo, Editora Legis, Bogotá, p. 21. 
46 La reciente propuesta de introducción de la reparación del daño como una sanción jurídico-penal 
autónoma (la denominada "tercera vía"), no resulta por el contrario recomendable porque la 
indemnización de los daños es obligatoria de todas formas como consecuencia jurídico-civil del 
hecho punible, y debe ser mantenida libre de elementos punitivos. La reparación del daño debe 
quedar limitada a sus legítimas funciones como obligación ( .. ,). JESCHECK, Hans Heinrich y 
WEIGEND, Thomas (2001). "Tratado de Derecho penal Parte General". Traducido por Miguel 
Olmedo Cardenete, Editorial Comares, Granada, p. 7. 
47 DIEZ- PICAZO y PONCE DE LEÓN, Luis (1999). "Derecho de Daños", Editorial Civitas, 
Madrid, pp. 41 y SS. 
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Así las cosas, no podemos pretender atribuir naturaleza penal a todas las 

instituciones jurídicas, propiciando, innecesariamente, una expansión del 

Derecho penal, a tal punto de desconocer los fines y funciones de las demás 

ramas del Derecho, así como tampoco se lo puede erigir en el único 

mecanismo de resolución de los conflictos sociales, contradiciendo su 

carácter subsidiario y naturaleza de ultima ratio48. 

En cuanto al segundo punto, referido a que la reparación, por contener 

elementos civiles y penales, cumple la función de prevención integrativa 

constituyendo una tercera vía, debe precisarse que, es absolutamente cierto 

que cumple finalidades resarcitorias, y precisamente por ello, queda fuera de 

toda discusión la configuración de su naturaleza civil. Sin embargo, no 

creemos que el simple esfuerzo reparatorio, pueda cumplir una finalidad 

propia de la reparación o de la pena (como sostiene ROXIN)49; pues respecto 

a la primera/;el simple esfuerzo no tiene ningún significado o trascendencia, 

al no haberse realizado resarcimiento alguno, por más intentos que se 

hubiesen hecho; y respecto a la segunda, estos esfuerzos, efectivamente 

pueden reflejar el arrepentimiento del agente, pero ello debe ser considerado 

48 "La concepción sostenida por Roxin, según la cual la reparación debe conformar una sanción 
penal independiente, se fundamenta evidentemente, en el equívoco resultante del punto de vista de 
la "prevención integrativa" del Derecho Penal. Al remitirse aquí a la prevención integrativa, se 
deja de lado que, en un Ordenamiento Jurídico desarrollado, la clasificación penal de un caso sólo 
constituye una parcela de su solución jurídica. Para la regulación jurídica completa del conflicto 
pueden también desarrollar un papel varios otros campos del Ordenamiento Jurídico, como el 
derecho indemnizatorio del derecho civil, pero también, por ejemplo, el derecho de seguros y el 
derecho administrativo. Cada uno de estos ámbitos del derecho con diferentes funciones, se ocupa 
de la determinación de las consecuencias resultantes del quebrantamiento de la ley. La posición 
derivada de la consecuencia del derecho penal para la solución general de los conflictos, tendría 
como consecuencia que todos los efectos jurídicos del delito serían de naturaleza penal". HIRSCH, 
Hans. Ob. Cit., p. 64. 
49 "La reparación como tercera vía no es un medio de lucha contra el hecho injusto, sino que es el 
medio del que se sirve el delincuente para defenderse preventivamente de la intervención del 
medio de ataque del Derecho; es la ocasión que se da al delincuente de sustraerse a la pena". 
LAMPE citado por ALASTUEY DOBÓN, Carmen. Ob. Cit., p. 88. 
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en la determinación de la pena concreta50 (como puede ser considerado 

cualquier otro supuesto de arrepentimiento que nada tenga que ver con el 

esfuerzo reparatorio51
), sin que ello signifique que dichos esfuerzos cumplen 

las finalidades de la pena y por ello, la reemplazan52• 

Siendo así, estos 'esfuerzos repáratenos' nada tienen que ver con la 

reparación. Igualmente, el trabajo en bien común en los delitos contra la 

sociedad (generalidad al decir de ROXIN), efectivamente constituye una 

pena, pero no cumple una finalidad reparatoria, pues se repara o indemniza 

por la lesión o menoscabo a un bien jurídico cuya existencia es previa a la 

comisión del hecho delictivo, y por ello, se realiza a favor del agraviado una 

prestación concreta destinada a compensar dicho menoscabo, cosa que no 

sucede con el trabajo a favor de la sociedad. Tanto más, si se tiene en cuenta 

que en los delitos contra la sociedad en su mayoría se trata de supuestos de 

50 No es tan interesante afirmar o reconocer si la reparación se puede constituir en una tercera vía 
del Derecho penal. Basta sostener que ella resulta una alternativa racional para la solución de 
conflictos sociales y que puede rendir ñutos tanto en el Derecho penal como en el Derecho 
procesal penal. Entre estos frutos, ella se cuenta como una alternativa de reemplazo de la reacción 
penal estatal, esto es, ya no como tercera vía sino, antes bien como 'cambio de vía', para sustituir la 
pena o resolver el conflicto con ahorro de esfuerzos estatal en la persecución penal. Si así no 
funciona en el caso concreto, la reparación puede, todavía rendir frutos al medir la pena puesto 
que, dentro de la pena merecida según la medida de la culpabilidad del autor, su acción voluntaria 
a favor de la víctima verifica una menor necesidad preventiva de la pena. Por último, también 
durante la ejecución de la pena resultaría importante la reparación, no sólo para no dificultarla 
cuando ese es el caso, sino, además, para abonarla al proceso final de individualización de la pena 
que se cumple durante la ejecución penal, conforme a los criterios preventivos que operan en él". 
MAIER, Julio B.J. (1996). "Derecho procesal penal", Tomo I, 2da. Edición, Editores del Puerto, 
Buenos Aires, pp. 229-230. 
51 En las diversas legislaciones penales, y especialmente en la nuestra estos esfuerzos reparatorios, 
e inclusive la concreción de la reparación, sólo funcionan como circunstancias atenuantes de la 
pena a imponerse dentro del marco punitivo conminado. 
52 Claro que un criterio como éste tendría sentido en la concepción de ROXIN en cuanto desarrolla 
el concepto de responsabilidad penal como una categoría complementaria y diferenciada de la 
culpabilidad en la que para fundamentar la pena se requiere, además de la culpabilidad, de la 
necesidad preventiva de la pena. En este caso, la reparación civil en sí misma no determina la 
ausencia de necesidad de pena por el contrario, es la situación general de arrepentimiento del 
agente la que determina tal situación haciendo innecesaria la pena; el cumplimiento de la 
reparación es solo una consecuencia de tal estado de an·epentimiento. En tal sentido, es ese estado 
el que evita la pena no así la reparación civil. 
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peligro, en los mismos que por no haberse ocasionado concretamente un 

daño, no operaría la reparación civil. Salvo casos en que el peligro fuera de 

tal entidad que obligue al titular del bien jurídico a realizar alguna acción 

orientada a la remoción del mismo, y esta actividad constituyese una 

erogación pecuniaria, en cuyo caso, la reparación civil tendrá que cubrir la 

compensación de estos costos. 

Con relación al tercer punto, en el que se señala que la reparación satisface 

un interés público y no uno privado, creemos que ello únicamente tendría 

sentido si se asumiera que la reparación persigue la satisfacción de la víctima 

en potencia (abstracta y general), mas no así a la víctima actual y concreta 

que es la que sufre el daño en sus propios bienes jurídicos, que a nuestro 

juicio, es la que interesa para efectos de la reparación53• Pensar lo contrario, 

significaría simplemente desconocer la reparación civil como institución 

jurídica54• Con este criterio se genera una confusión total entre la reparación y 

las medidas de naturaleza penal que en lugar de aportar criterios útiles para la 

solución del conflicto creado por el delito, contribuye a ensombrecerlo y a 

restar importancia y rendimiento práctico a la institución de la reparación 

53 En nuestro medio, incluso normativamente se ha plasmado que es el interés de la víctima real y 
concreta el que interesa, como puede verse en el artículo 3o de la Ley N° 27378, Ley que establece 
beneficios por colaboración eficaz en el ámbito de la criminalidad organizada. Esta norma estipula 
que " ... se entiende que disminuye sustancialmente la magnitud o consecuencias de la ejecución de 
un delito cuando se indemniza a las víctimas o cuando se logra disminuir el número de 
perjudicados o la magnitud de los perjuicios que habrían de ocasionar los delitos programados ... ". 
54 En el mismo sentido, se pronuncia BOBINO, concluyendo que con una posición de este tipo, se 
estaría redefiniendo el conflicto como un acto reconstruido exclusivamente según los criterios 
relevantes de la ley penal, aislado de toda relación y del contexto social en el que sucede, 
expropiando el sentido del conflicto y seleccionando arbitraria e irracionalmente los casos a ser 
resueltos por la administración de justicia penal. Con lo que se daría pie para que el abolicionismo 
continúe con su vocación crítica y provocadora BOVINO, Alberto (1998). "Problemas del 
Derecho Procesal Penal Contemporáneo", Editores del Puerto, Buenos Aires, p. 117. 
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civil; resultando sintomático que se hable de "reparación penal" y no de la 

tradicional reparación civil. 

Con un criterio como éste, a nuestro parecer, ni se satisface el interés público 

que busca la aplicación de la pena, así como tampoco el interés particular de 

la víctima. Pues tal como refiere el propio ROXIN: "Y es que solamente 

cuando la víctima es indemnizada y se le restituye sus derechos, se puede 

decir que se ha restablecido el Derecho lesionado a través del delito, y con 

ello la paz jurídica"55 • Claro que estas aseveraciones las hace en el marco de 

su propuesta de la reparación como tercera vía, pero no deja de ser ilustrativa 

a este respecto. 

Respecto al cuarto punto, en cuanto a que la reparación tiene que ver más 

con el autor y la vigencia de la norma que con el agraviado y el daño 

ocasionado, creemos que con esta posición se desconoce la evolución del 

Derecho en general, especialmente del Derecho de la responsabilidad civil o 

de daños, significando la vuelta a períodos superados en que no se 

diferenciaba entre el Derecho civil y el Derecho penal, y donde la pena era la 

única reacción del Derecho frente al daño causado. En esta etapa del 

desarrollo del Derecho, se podía hablar de una "reparación penal"56, pero 

actualmente están debidamente diferenciados el ámbito y funciones de la 

55 ROXIN, Claus. "La teoría del ... ". Ob. Cit., p. 80. 
56 En un esfuerzo de reducción o simplificación, puede decirse que la 'reparación' a la víctima 
consiste en la posibilidad de atenuación de la pena o, incluso, en la substitución de la pena, por una 
consecuencia jurídica diferente, más acorde a la entidad del delito cometido y más adecuada al fin 
preventivo que persigue el Derecho penal. POLAINO NA V ARRETE, Miguel y POLAINO -
ORTS, Miguel (2004). "Derecho Penal Modernas bases dogmáticas", Editorial Grijley, Lima, p. 
200. Como se advierte, con este criterio, prácticamente no se toma en cuenta la perspectiva de la 
víctima, y sin embargo, se aduce que ello se encuadra dentro de las consideraciones a la víctima 
del delito. 
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responsabilidad penal y el de la responsabilidad civil, no pudiéndose 

confundir uno con otro, sobre todo si normativamente se hace la 

correspondiente diferenciación en los diversos ordenamientos jurídicos, 

particularmente en el nuestro. 

El quinto punto, relativo a que la reparación cumple funciones de 

resocialización, nos parece que más que una realidad constituiría un buen 

deseo, lo que de ninguna manera puede sustentar la concepción de la 

reparación con finalidades propias de la pena; pues en la práctica ni siquiera 

la pena ha cumplido esta finalidad y menos puede lograrla la reparación sólo 

por el hecho de atribuirle, desde una perspectiva netamente teórica, fines 

jurídico penales. En todo caso, si el cumplimiento de la reparación por parte 

del agente del delito, cumpliera finalidades de 'resocialización' tendríamos 

que concluir que es la responsabilidad civil en general la que cumple dichas 

finalidades, y no necesitaríamos etiquetar a la reparación como sanción 

jurídico penal para 

Hablar de "reparación penal" ha creado tal confusión que incluso se llega a 

definir a la 'reparación' del siguiente modo: reconocerle tal atributo57; con lo 

cual estaríamos pretendiendo prescindir de la responsabilidad penal, puesto 

que la responsabilidad civil ya estaría cubriendo sus fines y funciones. 

Finalmente, y refiriéndonos al último punto, no creemos que en la realidad se 

produzca la 'pacificación y renovada aceptación de la vigencia de la norma', 

con el efecto simbólico del proceso penal sin el resarcimiento efectivo del 

57 GRACIA MARTÍN, Luis. Ob. Cit., p. 439. 
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daño ocasionado a la víctima en concreto (en todo caso, esta aseveración de 

Silva Sánchez no se sustenta en datos empíricos que le den consistencia, y no 

conocemos estudios en este sentido )58 • 

Por el contrario, la colectividad se siente protegida por el ordenamiento 

jurídico y se restaura la vigencia de la norma contrariada por la conducta 

delictiva causante del daño, cuando éste es reparado en forma específica a la 

víctima actual y concreta, y no a una víctima desconocida o en potencia o al 

interés de la sociedad concebida en abstracto, que por lo difuso que resulta, ni 

siquiera es posible determinar cuándo ha sido satisfecho en términos 

efectivos59• 

Al respecto ESER refiere que " ... la paz jurídica perturbada por el delito sólo 

es verdaderamente restablecida cuando se le hace justicia no sólo al autor sino 

también a la víctima"60, criterio que como se ha dicho, en nuestro medio, se 

ha establecido normativamente"61 • Claro que no se puede desconocer el 

interés de la colectividad en la reparación del daño ocasionado por el delito, 

pero éste, tal como ya lo hemos expresado con anterioridad, consiste en un 

interés orientado a la reparación del daño a la víctima específica, y es con la 

58 GRACIA MARTÍN, hace referencia a un estudio empírico llevado a cabo por Sessar, en el que 
se determina que una gran mayoría de procesos por delitos patrimoniales promovidos por denuncia 
de la víctima terminan en reparación y sólo muy raramente con imposición de la pena. Sin 
embargo, esto no demuestra, de modo alguno, que con ello se hayan logrado los fines propios del 
Derecho penal, sino por el contrario, que se ha cumplido la finalidad de la reparación civil, que al 
haberse concretado ha contribuido a la pacificación social, pero todo ello dentro de su ámbito 
propio. Ibíd., p. 437. 
59 BOBINO, Alberto. Ob. Cit., p. 117. Quien señala que el proceder de este modo, implicaría 
acentuar lo que, llama "expropiación del sentido del conflicto", con lo que al alejar a la víctima del 
contenido de la reparación, al contrario de lo que se cree, el conflicto concreto quedaría irresoluto, 
y la deslegitimación del control penal iría en aumento. 
60 ESER, Albín (1992). "De los delitos y de las víctimas- Acerca del resarcimiento de la víctima 
en el proceso penal", Editorial Ad- Hoc, Buenos Aires, p. 30. 
61 Ley N° 27378 - Ley que establece beneficios por colaboración eficaz en el ámbito de la 
criminalidad organizada. 
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debida reparación a ésta como se satisface dicho interés. De otro lado, el 

recurso al efecto simbólico del Derecho Penal, no es visto con buenos ojos 

por la doctrina penal (por lo menos no en todos los casos), sobre todo en un 

ordenamiento jurídico garantísta de los derechos fundamentales, tal como 

hace referencia el propio Roxin62• 

En este sentido, conforme a las ideas vertidas por Hirsh63 y Gracia Martin64 

entre otros, con.cluimos que la reparación civil no puede configurar bajo 

ningún supuesto, una sanción jurídico penal, ya que se sustenta en un interés 

particular, tiene naturaleza distinta de la pena y no cumple las funciones de 

ésta. Siendo el caso que, los sostenedores de esta postura, incurrirían en el 

despropósito de considerar al Derecho penal como el único instrumento del 

control social formalizado - Ordenamiento Jurídico- dejando de lado las 

demás ramas del derecho que también integran el control social formal, 

auspiciando de este modo una expansión irracional del Derecho penal, lo cual 

no se condice con la necesidad de un control penal garantista, razonable y 

eficaz. 

62 Con la denominación de Derecho penal simbólico" ... se designan disposiciones penales que no 
desarrollan en primera línea, efectos concretos de protección, sino que están destinadas a servir de 
autoproclamación de grupos políticos o ideológicos, al declararse a favor de determinados valores 
o rechazar con horror conductas estimadas como dañosas". ROXIN, Claus. "Problemas 
actuales ... ". Ob. Cit., p. 35. 
63 "Derecho penal como ámbito parcial del ordenamiento jurídico, se ocupa de las pretensiones 
penales estatales y de las penas y medidas relacionadas con ellas, cuando se aplica una pena se 
trata de ·la sanción justa del hecho y de la prevención que de allí se deriva para el autor y la 
generalidad ( ... ) los fines de la pena o del derecho penal se refieren, por lo tanto, a las 
consecuencias jurídicas de naturaleza específicamente penal: se trata de un instrumento de 
influencia sobre el autor; por lo contrario, que la víctima obtenga una indemnización, configura un 
camino ajeno a estos fines. ( ... ) si para un grupo de casos se considera a la imposición de la 
reparación como la única consecuencia jurídica posible, entonces, consecuentemente, hay que 
sacarlo del derecho penal o, por lo menos, de la persecución penal. Aquello que sólo puede 
sancionarse civilmente, no tiene nada más que buscar en el ámbito del derecho penal y procesal 
penal". HIRSCH, Hans. Ob. Cit., pp. 63 y ss. 
64 GRACIA MARTÍN, Luis. Ob. Cit., p. 427. 
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En suma, esta postura constituiría una perspectiva unilateral del problema, la 

misma que deja de lado todos los aspectos que no están comprendidos 

propiamente en el ámbito penal. Y peor aún, cuando se ha constatado la 

exigua eficacia del control penal, que aconseja optar por medidas alternativas 

a las soluciones penales. Debe quedar claro sin embargo, que es necesario 

propugnar por todos los medios la reparación del daño ocasionado por el 

delito, pero para ello no hay necesidad de recurrir a categorías propias del 

derecho penal o darle a la reparación un tratamiento de sanción jurídico penal, 

porque ello en 1 ugar de constituir un medio eficaz para el logro de este fin, 

más bien lo entorpece, frustrando de este modo la justa aspiración del 

damnificado. 

Pues, al hablar de pena, de inmediato entran en acción diversos mecanismos y 

principios propios de la protección de los derecho fundamentales del 

procesado65 (quien va a ser sujeto de la pena), que conlleva a que por 

ejemplo, cualquier caso de duda se resuelva a favor del incriminado, que se 

observe estrictamente el principio de legalidad, el principio de la ley más 

favorable, la rigurosidad de la tipicidad, al contrario de lo que sucedería en el 

ámbito civil si se le adjudicara naturaleza civil a la reparación, en el cual se 

busca la equidad o proporcionalidad, propendiendo a la resolución de los 

conflictos estableciendo el término medio para cada caso, y sobre todo 

buscando reparar todos los daños que se puedan imputar al Responsable. 

65 "También se trata de un aumento aparente, opositor a la 'publicización' de la reparación, aquél 
que hace hincapié en la necesidad de aplicación de principios penales al resarcimiento del daño, 
tales como nulla poena sine lege praevia, el ne bis in ídem y el in dubio pro reo, si se la incluye en 
el catálogo de penas; con ello no se auxiliaría a la víctima, sino que, antes bien, se la perjudicaría, 
consecuencia directa de la dificultad de aplicación que supone tales principios". MAIER, Julio B.J. 
Ob. Cit., p. 200. 
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Asimismo, debe de tenerse en cuenta que la reparación civil (si convenimos 

en su naturaleza privada), puede fundarse en factores de atribución de 

responsabilidad objetivos e incluso, se puede atribuir responsabilidad en 

casos en que por la existencia de una causal de justificación, el hecho no 

resultara antijurídico66; a la vez que se puede atribuir responsabilidad en 

supuestos de hechos fortuitos en casos de actividades especialmente 

peligrosas67
,. o inclusive en supuestos de actos lícitos vinculados a la 

realización de actividades o bienes riesgosos o peligrosos; asimismo, se 

puede amparar la reparación civil, aun en casos en que no se pueda 

individualizar debidamente al autor de los daños, en cuyo caso podrá cargarse 

su costo a la sociedad en su conjunto68; todo lo cual no sería posible si se 

concibiese a la reparación como sanción jurídico penal, con lo cual no se 

haría favor alguno a la tendencia moderna del sistema penal de rescatar a la 

víctima del delito. 

Claro que estos últimos criterios sólo resultarán relevantes para los supuestos 

de reparación de daño en casos excepcionales en los que en la determinación 

66 Los casos de "estado de necesidad justificante" previsto en el inciso 4) del artículo 20° del 
Código Penal, constituyen hechos conforme a derecho, puesto que son justificados, y por tanto no 
podemos hablar de responsabilidad penal; sin embargo, en algunos casos especiales puede 
atribuirse responsabilidad civil al causante del daño, tal corno sucede en los casos previstos en el 
artículo 959° del Código Civil. Si se asume que la reparación en el proceso penal es de naturaleza 
civil, también se podría aplicar este mismo razonamiento, y por tanto, se podría amparar la 
reparación del daño en algunos supuestos de estado de necesidad justificante. Pues nacía justifica 
desde una perspectiva de equidad, que se haga cargar, el peso de nuestro propio infortunio a un 
tercero que en ningún momento ha renunciado a la protección del derecho. Ibídem. 
67 En la doctrina civilista y en algunas legislaciones existen criterios respecto a que se puede 
atribuir responsabilidad civil en casos de daños producido por caso fortuito, sobre todo en el 
ejercicio de actividades particularmente peligrosas como las actividades nucleares, en las cuales 
opera una especie de responsabilidad objetiva absoluta, incluso más allá de los límites de las reglas 
de responsabilidad. Esta posición no es unánime, como indica ORDOQUI CASTILLA, Gustavo 
(1995). "Obligaciones de compensar daños causados por conductas lícitas". En: La 
Responsabilidad- Libro Homenaje a Isidoro Goldemberg, Editora Abeledo Perrot, Buenos Aires, 
pp. 336 y SS. 
68 Ibídem. 
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de la entidad del daño y su magnitud deban considerarse daños que sin estar 

relacionados directamente con el hecho doloso o culposo configurativo de 

delito, también exigen su reparación por estar concatenados causal mente con 

ésté9 

De otro lado, atribuir naturaleza penal a la reparación civil, implicaría 

renunciar a una institución procesal importantísima desde la perspectiva del 

resarcimiento del daño ocasionado por el delito, como es el tercero civil (que 

quizás sea la única que ha funcionado eficazmente respecto a la reparación en 

los supuestos en que ha sido posible recurrir a dicha institución). 

Pues, como quiera que la consecuencia penal ordinariamente sea 

personalísima, se dificultaría el llamado al tercero para que asuma 

solidariamente con el agente del delito, la reparación del daño. Igualmente, 

sería difícil solicitar la reparación del daño y eventualmente la restitución de 

los bienes objeto del delito, a los herederos del agente, precisamente por la 

naturaleza personalísima de la respuesta jurídico- penal. 

Finalmente, considerar a la reparación como sanción jurídico penal 

evidentemente resulta contrario a la justa pretensión resarcitoria del 

agraviado, pues de ser así, se haría depender a la reparación de la 

'culpabilidad' que es uno de los conceptos más discutidos del Derecho penal, 

dejando de lado la consideración del daño como elemento objetivo y de fácil 

apreciación. Igualmente, también se presentarían problemas para determinar 

69 Ibídem. 
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la reparación en los casos en que la punibilidad quedase sujeta a alguna 

condición objetiva de punibilidad o algún supuesto de excusa absolutoria. 

Consecuentemente, estamos convencidos que esta postura, pese al prestigio 

de muchos de sus sostenedores, debe descartarse. Por lo demás en nuestro 

medio, la situación se ha resuelto claramente a favor del criterio que atribuye 

a la reparación naturaleza privada, como puede apreciarse del artículo 101 o 

del Código Penal. Al respecto la doctrina nacional es totalmente mayoritaria, 

tal como refiere el profesor Prado Saldarriaga, cuyo criterio lo consideramos 

como el más representativo a nivel nacionaF0• 

Es por ello que no encontramos explicación alguna a la decisión irreflexiva 

del Tribunal Constitucional Peruano expresado en ciertas sentencias que han 

ensombrecido este panorama generando confusión y perplejidad entre los 

operadores jurídicos, al expresar, sin mayores fundamentos que la reparación 

civil en el proceso penal adquiere la calidad de sanción penal. Este criterio no 

ha sido asumido por la Corte Suprema, la que se ha pronunciado en sendas 

resoluciones que la misma posee naturaleza privada. 

2.2.2.2.2. Naturaleza privada de la reparación civil 

Descartada la naturaleza penal de la reparación civil, se yergue incólume la 

postura que sostiene que ésta es de naturaleza privada. Pues la naturaleza de 

70 " ••• en torno a los intentos contemporáneos de convertir a la reparación en una nueva modalidad 
de sanción penal. Esto es, en la tercera (o cuarta) vía, la naturaleza y finalidad que ella posee no 
resultan compatibles con el carácter público y represivo que tiene la pena Por tanto, su utilización 
como mecanismo de solución del conflicto o como vía inmediata de atención a la víctima del 
delito, no puede enervar su carácter eminentemente privado". PRADO SALDARRIGA, Víctor: 
Ob. Cit. p. 279. 
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esta institución no está determinada por el interés público de la sociedad sino 

por el interés particular y específico de la víctima o agraviado por el delito, y 

el hecho que se ejercite la acción civil en el proceso penal, nada dice respecto 

a la naturaleza de la pretensión discutida. 

En este sentido, Terragni en la doctrina argentina, refiere que los criterios que 

trataron de llevar la naturaleza de la obligación resarcitoria al campo penal no 

han prosperado y han quedado relegados en el tiempo71 , en igual sentido se 

pronuncian Núñez72, Soler73, etc. Igualmente, Carlos Creus, aun cuando hace 

referencia a la pretensión y no propiamente a la reparación en sí (pero sin 

hacer distingos), refiere: " ... el hecho de la inserción de la acción civil en el 

proceso penal, nada dice contra el carácter privado de la pretensión que por 

medio de ella se hace valer. 

Esa inserción no cambia el carácter de la acción civil que, desde el punto de 

vista de la pretensión que la alienta, sigue siendo civil y privada. En otras 

palabras ( ... ) la acción resarcitoria no integra el sistema represivo del delito, 

permanece en la esfera privada. En la doctrina Alemana este criterio es 

sostenido fundamentalmente por Hirsh74 • 

71 TERRAGNI, Marco (1997). "Código Penal y normas complementarias. Análisis doctrinario y 
jurisprudencia!", Tomo I- Parte General, Editora Hammurabi, Buenos Aires, p. 451. 
72 Ibíd., p. 453. 
73 SOLER, Sebastián. Ob. Cit., p. 468. 
74 El propio ROXIN aun cuando termina formulando su teoría de la Tercera Vía refiere que ya 
desde BINDING se hacía la debida diferenciación entre la pena y la reparación civil, tomándose 
como referencia " ... aquello a cuyo favor es efectuada la prestación. La reparación es prestada 
siempre a quien sufre el daño; la pena en cambio al Estado, que cumple un deber en infligir una 
pena". ROXIN, Claus. "La Reparación ... ". Ob. Cit., p. 135. Con lo que quedaría claro que desde 
ese entonces se asumía a la reparación civil dimanante del delito como una consecuencia de 
carácter civil. 
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En la doctrina española se adhieren a este punto de vista un buen número de 

autores connotados75
, inclusive se sostiene que este es el criterio 'casi 

unánime176• 

Finalmente en la doctrina Colombiana se maneja este criterio, tal como puede 

verse de las aseveraciones de Velásquez Velásquez77• 

En nuestro medio el contenido privado de la reparación civil, es 

prácticamente unánime; así, Prado Saldarriaga, rechaza todo intento de 

considerar a la reparación civil como pena u otro tipo de sanciones jurídico-

penales, pronunciándose a favor de su naturaleza privada y resarcitoria78• Por 

su parte, San Martín Castro refiere que: "La naturaleza de derecho de 

realización del Derecho Procesal Penal no puede 'sustituir' o 'transformar' lo 

que por imperio del Derecho material es privado, en tanto se sustenta en el 

daño causado, producto de un acto ilícito"; y citando a Basallo Sambuceti 

agrega" ... la obligación de reparación por el daño material o moral causado, 

75 MUÑOZ CONDE, Francisco y GARCÍA ARAN, Mercedes (2000). "Derecho Penal. Parte 
General", Editora Tirant lo Blanch, Valencia. p. 677; concluye categóricamente: "En definitiva y 
resumiendo: ninguna duda puede haber acerca de que ( ... ) la responsabilidad civil derivada, del 
delito es, sí, una consecuencia jurídica del delito, pero no es, sin embargo, una consecuencia penal 
del delito; su naturaleza jurídica y las normas que la regulan pertenecen del modo más estricto al 
Derecho civil y deben regirse por los principios de éste"; MIR PUIG, Santiago (1996). "Derecho 
Penal- Parte General", Editora Repreport, Barcelona, p. 14; con toda claridad sostiene: "Si la ley 
penal pretende ante todo evitar el delito (función preventiva), las normas que se ocupan de la 
responsabilidad civil regulan la imputación del daño ya producido ( ... ). Si el Derecho penal se 
entiende 'el conjunto de las prescripciones penales en sentido estricto, las prescripciones 
reguladoras de la responsabilidad civil no podrán considerarse parte del Derecho penal, pues como 
se ha visto se diferencian claramente de las prescripciones penales". QUINTERO OLIVARES, 
Gonzalo. Ob. Cit., p. 663. 
76 ALASTUEY DOBÓN, Carmen. Ob. Cit., pp. 466-467. 
77 "Mientras algunos se inclinan en darle a la restitución o reparación un carácter estrictamente 
civil, otros se pronuncian por un carácter penal y una tercera por la mixta, pero lo que si es cierto, 
es que por el hecho que aparezca regulada en la ley penal no le quita su carácter ni contenido civil, 
ya que se ha demostrado que es posible congregar la acción penal con la acción-pretensión civil". 
VELÁSQUEZ VELÁSQUEZ, Fernando. Ob. Cit., p. 707. 
78 PRADO SALDARRIAGA Víctor. Ob. Cit., pp. 275 y ss. 
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supone un deber jurídico que escapa a la esfera integral del Derecho Penal. 

De hecho, se trata de una obligación de naturaleza básicamente patrimonial y 

con objetivos expresamente indemnizatorios"79• El mismo criterio esboza 

Casilla Alva así como otros autores nacionales80• 

En el Código Civil sólo encontramos normas supletorias de este tipo de 

responsabilidad, remitiéndose al Código Penal cuando trata este tema. Lo 

contrario sucede en nuestro ordenamiento, pues en el Código Penal 

únicamente se regulan aspectos procesales accesorios de la reparación, y en lo 

más importante, se apela a la remisión al Código Civil (artículo 101 o del 

Código Penal). Esto, obviamente, facilita la determinación de la naturaleza 

jurídica civil y ordinariamente patrimonial de la responsabilidad ex delicia. 

Resulta importante resaltar esta característica de nuestra legislación, ya que 

facilita el análisis y permite arribar a las conclusiones anotadas; aun cuando, 

como se ha dicho, la determinación de esta naturaleza, no está vinculada 

necesariamente al "documento legislativo en que se regule"81 • 

Podrá decirse no obstante, que la pretensión cambia su naturaleza privada 

cuando es el Ministerio Público quien la ejercita en el proceso penal, sin 

embargo, si bien es cierto esta entidad actúa ejerciendo un interés público, su 

intervención está orientada a lograr la satisfacción de la pretensión privada a 

79 SAN MARTÍN CASTRO, César (2002). "La tutela cautelar de las consecuencias jurídicas 
económicas del delito". En: Revista lus et Veritas, N° 25, Lima, p. 328. 
8° CASTILLO ALVA José Luis (2001 ). "Las consecuencias jurídico económicas del delito", 
Editorial Idemsa, Lima, pp. 71 y ss. V A SALLO SAMBUCETI, Efraín (2000). "La acción civil en 
el proceso penal", Editorial San Marcos, Lima, p. 37; VILLA STEIN, Javier (2008). "Derecho 
Penal- Parte General", Editorial San Marcos, Lima, p. 500. Únicamente Zarzoza Campos ha 
sostenido que la reparación civil tiene naturaleza pública, sin embargo, no aporta mayores 
fundamentos o razones que sustenten su posición; ZARZOSA CAMPOS Carlos (2001). "La 
Reparación civil del ilícito penal", Editora Rodhas, Trujillo, p. 168. 
81 QUINTERO OLIVARES, Gonzalo. Ob. Cit., p. 656. 
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favor del agraviado o sujeto pasivo del daño (víctima actual y concreta); pues 

para lograr la pacificación social alterada por la comisión del delito, además 

de satisfacerse la pretensión pública encarnada en la pena, se debe satisfacer 

el interés privado de la víctima, el que permanece inalterado, aun cuando sea 

el ente público el que persiga su satisfacción82• 

Tanto así que si el perjudicado renuncia al resarcimiento o transige sobre él, 

cesa la legitimación del Ministerio Público 'para intervenir en el objeto civil 

del proceso', tal como lo establece en forma expresa el artículo 11° del 

Código Procesal Penal (vigente en parte del territorio nacional) concordante 

con los artículos 13° y 14° del mismo cuerpo legal. 

Antes de la vigencia del Código Procesal Penal, si bien las ideas centrales 

esbozadas en este acápite eran las mismas, esta situación no aparecía regulada 

expresamente, por el contrario, aun en casos de desistimiento o transacción 

respecto a la reparación civil ventilada en el proceso penal por parte del 

agraviado, el Fiscal en su dictamen o el Juez en la correspondiente sentencia, 

tenían que referirse necesariamente a la reparación civil, para cumplir con la 

formalidad normativamente establecida, aun cuando ya no podía solicitar o 

imponer la obligación reparatoria83 • 

82 A esta conclusión se puede llegar con los fundamentos antes glosados; y más aún si se tiene en 
cuenta que el Ministerio Público también interviene en otros casos de naturaleza eminentemente 
privada como en la interposición de medida cautelar en las acciones de Amparo, y no por ello se 
puede sostener que la naturaleza de la medida cautelar tiene carácter público. 
83 En este sentido ESER al comentar la ley procesal penal italiana refiere: " ... llama especialmente 
la atención el hecho de que el ofendido no necesita formular y sostener expresamente la acción 
civil, sino que es el Ministerio Público Fiscal el que está obligado a interponer la acción civil ante 
el tribunal penal, a menos que el ofendido haya renunciado expresamente a ella (art. 108° de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal). ESER, Albín. Ob. Cit., p. 45. 
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Finalmente, además de los argumentos esgrimidos en torno a la naturaleza 

privada de la responsabilidad civil en el proceso penal, determinados 

fundamentalmente por su finalidad reparadora del daño, abonan a favor de tal 

conclusión, el hecho que la responsabilidad civil no es personalísima, a 

diferencia de la pena (el obligado a la reparación civil puede ser un tercero); 

el criterio de carácter formal establecido por el artículo 1 O 1 o del Código 

Penal, que remite el tratamiento y regulación de la reparación civil a las 

disposiciones correspondientes del Código Civil; el hecho que la pretensión 

resarcitoria sea transigible y objeto de desistimiento dentro del proceso penal, 

con lo que se reconoce la titularidad exclusiva al sujeto pasivo del daño; la 

transmisibilidad hereditaria de la obligación, tanto respecto a los herederos 

del agente del daño así como del agraviado; el hecho que la atribución de la 

obligación resarcitoria, puede obedecer a criterios objetivos, al contrario de la 

atribución de consecuencias de naturaleza penal, que únicamente tienen que 

sustentarse en criterios subjetivos (atribución de dolo o culpa). 

Asimismo, no en todos los delitos opera la reparación civil ni en todos los 

casos en que se dispone la obligación reparatoria nos encontramos frente a un 

delito (casos de ausencia de culpabilidad o de ausencia de una conciliación 

objetiva de punibilidad, cuando esta sea exigida por la norma penal, 

supuestos de excusa absolutoria, entre otros); la mensura de las consecuencias 

jurídico-penales ordinariamente se sustentan en la media de la culpabilidad, la 

cual no opera la responsabilidad civil, la que se sustenta en la entidad y 

magnitud del daño. 
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2.2.3. La autonomía de la pretensión civil en el proceso penal 

La autonomía de la pretensión civil en el proceso penal La autonomía 

conceptual de la reparación civil derivada del delito trae como primera 

consecuencia que la pretensión civil de resarcimiento de los daños producidos 

por la conducta sometida a un proceso penal sea independiente de la 

pretensión penal. Si bien el camino regular para hacer efectiva dicha 

pretensión civil sería iniciar un proceso civil, en donde el juez civil tendría 

que determinar el daño producido y establecer la reparación acorde con dicho 

daño, evidentes razones de economía procesal aconsejan ofrecer un modelo 

procesal en el que ambas pretensiones (penal y civil) se solventen en un 

mismo proceso (el proceso penal), evitando de esta forma el denominado 

"peregrinaje de jurisdicciones"84• 

No obstante, la unificación de las pretensiones en el proceso penal no debe 

afectar la autonomía de cada una de ellas, de manera tal que la falta de una 

condena no tendría que ser óbice para imponer una reparación civil en caso 

estén acreditados los daños en el proceso penal. En efecto, la autonomía de la 

pretensión civil debe mantenerse incluso dentro del propio proceso penal, por 

lo que la falta de imposición de una pena o el archivamiento del proceso 

penal no debería traer como consecuencia relevar al juez penal de emitir un 

pronunciamiento respecto de la reparación civil en caso de estar acreditado el 

daño85• 

84 SILVA SÁNCHEZ, Jesús María. Ob. Cit., p. 237. 
85 BRAMONT-ARIAS TORRES, Luis (1995). "Código Penal anotado", Editorial San Marcos, 
Lima, pp. 304 y ss. 
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El gran escollo para asumir la consecuencia lógica de la autonomía de la 

pretensión civil en el proceso penal se encuentra en el artículo 92 del Código 

penal que prescribe que la reparación civil se determina conjuntamente con la 

pena, 
1 

pues de este tenor se ha derivado usualmente la conclusión de que sin 

determinación de la pena (o sea, de condena) no se podría entrar a ftiar la 

reparación civil.86 

Con esta regulación se realiza una insatisfactoria limitación al juez penal 

para pronunciarse respecto de la reparación civil por los daños producidos, 

pues su pronunciamiento solamente será procedente en tanto se haya 

acreditado que los daños son consecuencia de un hecho típico, antijurídico, 

culpable e incluso punible. La situación, sin embargo, parece adquirir un cariz 

distinto con la entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Penal, en tanto 

el artículo 12 inciso 3 de este cuerpo legal establece que la sentencia 

absolutoria o el sobreseimiento del proceso no impedirán al órgano 

jurisdiccional pronunciarse sobre la responsabilidad civil derivada del hecho 

punible. 

No obstante, el punto determinante en la interpretación de esta nueva 

normativa será qué debe entenderse por órgano jurisdiccional: si por 

cualquier órgano jurisdiccional (o sea, también el penal) o solamente por el 

orden jurisdiccional civil. En la medida que el precedente vinculante asume la 

autonomía conceptual de la pena y la reparación civil, entonces no habría 

razón para negar la interpretación que faculta también al juez penal a 

86 GARCÍA CAVERO, Percy (2007). "Derecho penal económico. Parte General", 2da. edición, 
Editorial Grijley, Lima,p. 995. 
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pronunciarse sobre la pretensión civil en caso de absolución o archivo del 

proceso penal. 

Si la reparación civil derivada del daño acreditado en el proceso penal puede 

ser establecida aun cuando haya una sentencia absolutoria o simplemente se 

archive el caso, habría que preguntarse cuál es el mínimo requisito común 

para que pueda establecerse una reparación civil en el proceso penal, pues de 

lo contrario se le daría luz verde al juez penal para determinar, en cualquier 

caso, una reparación civil. En nuestra opinión, la reparación civil solamente 

resulta procedente si se demuestra la ilicitud de la conducta que ha sido objeto 

del proceso penal. Dicha ilicitud se alcanza con la tipicidad objetiva de la 

conducta, en la medida con esta determinación mínima en el proceso penal se 

asegura el carácter ilegal de la conducta que provoca el daño y, por lo tanto, 

la obligación de indemnizar. La ausencia de tipicidad objetiva determinada en 

el proceso (sea en la sentencia o en un auto que resuelve, por ejemplo, una 

excepción de naturaleza de acción), impedirá al juez penal pronunciarse 

respecto de la reparación civil por el hecho que motivó el proceso penal. 

2.2.4. El proceso penal en el Perú 

2.2.4.1. Generalidades 

Es necesario iniciar el presente artículo delimitando teóricamente las 

características más resaltantes de los sistemas penales que existen o han 

existido en los distintos sistemas jurídicos del mundo. Al respecto, Roxin87 

87 ROXIN, Claus (2000). "Derecho Procesal Penal", Editores del Puerto, Buenos Aires, p. 86. 
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sostiene que cuando el Estado se hace cargo por sí mismo de la persecución 

penal,. existe una doble posibilidad de configurar el procedimiento penal: 

proceso inquisitivo o acusatorio. En el primero el juez interviene por sí 

mismo: él detiene, interroga, investiga, y condena. No hay acusador ni 

acusado, sino solamente el juez (el inquisidor)- que investiga y juzga- y el 

objeto de su actividad (el inquirido). Sin embargo, contra esta configuración 

del proceso existen serios inconvenientes: por un lado, en el proceso 

inquisitivo, el juez no es imparcial, sino se siente preponderantemente un 

órgano de persecución penal y, por el otro lado, el inquirido está 

prácticamente indefenso, pues no puede defenderse de modo suficiente. 

La otra posibilidad consiste en conformar el proceso penal, aun manteniendo 

el principio de oficialidad, como proceso acusatorio, por tanto unir las 

ventajas de la persecución penal estatal con las del proceso acusatorio que 

consisten, precisamente, en que juez y acusador no son la misma persona. 

Esto sólo puede suceder si el Estado asume tanto la tarea del acusador como 

la del juez, separado esa función en dos autoridades distintas - una autoridad 

de acusación y el tribunal -. Es decir, sólo es posible a través de la creación de 

una autoridad de acusación estatal especial, la fiscalía. 

Para Rifa, Richard y Riaño88 los rasgos que caracterizan al sistema inquisitivo 

son los siguientes:· a) El órgano jurisdiccional actúa ex officio, concentrando 

las funciones acusadora, defensora y juzgadora. b) Predomina un criterio 

contrario al favor libertatis del imputado. Es decir, prevalece la tendencia a 

88 RIFA SOLER, José María y otros (2006). "Derecho Procesal Penal", Fondo de publicaciones 
del Gobierno de Navarra, Pamplona, pp. 32-33. 
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privar de libertad al inculpado durante todo el desarrollo del proceso. ·e) El 

proceso es secreto y no se admite la contradicción del acusado. d) Predomina 

la forma escrita. La prueba se obtiene de la investigación de oficio del juez, 

que valora de forma tasada, conforme con lo previsto en la ley. e) No existe 

juicio oral, pero se admite la doble instancia. 

Por otro lado, estos autores indican que el sistema acusatorio viene 

configurado por una serie de rasgos que, conforme la doctrina mayoritaria, 

podrían sintetizarse en los siguientes términos: a) La necesidad de existencia 

de una acusación, ya que el juez no puede proceder ex officio. Para los delitos 

públicos se instaura la acción penal pública, mientras que para los privados se 

reserva la acción penal al perjudicado u ofendido. b) Predomina un favor 

libertatis como regla para las cautelas penales. e) Existencia de contradicción 

de las partes en el juicio, debiendo ser público y oral. d) El material 

probatorio debe ser aportado exclusivamente por las partes, disfrutando éstas 

de igualdad de medios de acusación y defensa. e) Libre apreciación de la 

prueba por el juez. 

Según García89, actualmente el proceso penal tendrá atributos 

preponderantemente acusatorios o inquisitivos, según la orientación política 

del Estado. Cuando éste tiene tendencia autoritaria y de desconoci!lliento de 

los derechos ciudadanos prima el proceso inquisitivo. Si su orientación es 

democrática y respetuosa de los derechos humanos y la libertad, sobresalen 

los principios del acusatorio. Y tal regulación deviene como un 

89 GARCÍA VALENCIA, Jesús Ignacio (2003). "Las pruebas en el proceso penal", 4ta. Edición, 
Ediciones Gustavo Ibáñez, Medellín, p. 26. 
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comportamiento lógico, si se considera que el proceso acusatorio implica 

desconcentración del poder; conocimiento de su ejercicio por parte del pueblo 

y, por tanto, control del mismo; participación popular en las decisiones por 

medio de sus representantes; libertad de las partes para actuar y buscar la 

superación del conflicto de intereses que se pretende resolver por medio del 

proceso. La fuente primaria del poder, entonces, conoce el proceso, y el 

individuo que encama unos derechos, que son comunes al organismo social, 

está rodeado de garantías, con la contradicción y la institucionalización de un 

juez natural. 

Considerando lo antes expuesto podemos sostener que tanto la vigencia del 

sistema acusatorio como la del inquisitivo han estado condicionadas por la 

concepci(m política y jurídica que ha imperado en una determinada 

comunidad política. Siendo que, además, en su aplicación no siempre se ha 

encontrado una manifestación pura de cada sistema. 

En consecuencia, no puede hablarse de uniformidad en la implantación del 

sistema inquisitivo o del acusatorio en cada momento histórico, sino en una 

interrelación de ambos hasta llegar a tiempos actuales90 • Es por esta razón que 

también se habla de un sistema mixto, el mismo que se estructura en dos 

etapas: la fase de instrucción, inspirado en el sistema inquisitivo (escrita y 

secreta) que se realiza ente el juez; y la fase del juicio oral, con marcado 

acento acusatorio (contradictorio, oral y público) que se realiza ante un 

tribunal. 

90 RIFA SOLER, José María y otros. Ob. Cit., p. 31. 
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La persecución penal es encomendada a un órgano del Estado: El Ministerio 

Público, mientras que la instrucción - la investigación del hecho, la selección 

y valoración de la prueba- corresponde al órgano jurisdiqcional91 • 

2.2.4.2. El modelo acusatorio, garantista y adversarial del Código 

Procesal Penal de 2004 

Al respecto, Rodríguez92 refiere que para caracterizar el modelo que trae el 

NCPP, como en su oportunidad se hizo con el código de 1991 y sus versiones 

mejoradas de 1995 y 1997, se recurre al calificativo de acusatorio, debido a 

que al examinar el tratamiento dado a las funciones procesales básicas se 

aprecia que el nuevo texto rituario efectúa una determinación perfectamente 

diferenciada, primero, de la persecución, comprensiva de la investigación, 

acusación y prueba de la misma; segundo, de la defensa o resistencia ante la 

incriminación; y, por último, del juzgamiento y fallo; es más, junto a esta 

determinación de funciones el código procede a atribuirlas al respectivo 

sujeto procesal, entiéndase el Ministerio Público, el imputado y su defensor 

técnico, y el órgano jurisdiccional, respectivamente (artículos 1, 60, 61, 

referidos al Ministerio Público; artículos 71, 80, 84, alusivos al imputado y su 

defensor técnico, y artículo 16 relativo al órgano jurisdiccional); 

distinguiéndose así de las opciones inquisitivas o mixtas que confunden o 

superponen las funciones precitadas y sobredimensionan el rol de un sujeto 

procesal como el juez y postergan a los otros. 

91 CALDERÓN SUMARRIV A, Ana (2006). "Análisis Integral del Nuevo Código Procesal 
Penal", Editorial San Marcos, Lima, p. 17. 
92 RODRÍGUEZ HURTADO, Mario Pablo (2008). "Los Principios de la reforma y el Título 
preliminar del nuevo Código procesal penal". En: Revista Institucional No 8, Academia de la 
Magistratura, Lima, p. 165. 

56 



Agrega que, en la determinación de las cualidades del nuevo modelo también 

se hace referencia al término garantizador o "garantista", en razón a que el 

código contiene un tipo de proceso que integra de modo redoblado garantías 

procesales o escudos protectores del justiciable, quien no por estar sujeto a 

imputación y encartamiento deja de ser persona o pierde su dignidad de tal 

(artículo 71); distanciándose de este modo de las posiciones inquisitivas o 

mixtas para las cuales, de manera explícita o ~obre entendida, el imputado es 

< 

sólo un objeto al servicio del proceso que, por ejemplo, puede permanecer 

indefinidamente bajo prisión preventiva .. 

Finalmente, el autor, señala que además de la nominación de acusatorio y 

garantizador, se afirma que el NCPP es de tendencia adversativa porque 

remarca la naturaleza principal del juicio público y oral, la trascendencia del 

contradictorio y la responsabilidad que en materia de actuación probatoria le 

corresponde a las partes que sostienen pretensiones contrarias; el Ministerio 

Público, como titular de la pretensión punitiva, y el imputado y su defensor 

técnico a cargo de la pretensión libertaria. 

Gracias a esta nota adversativa se crean las condiciones para que el órgano 

jurisdiccional cumpla, durante la investigación, función de garante de los 

derechos fundamentales, y, en la etapa intermedia, de saneamiento; en tanto 

que en el juicio habrá de ocuparse ante todo de evaluar imparcialmente el 

resultado de la actividad probatoria realizada por las partes y emitir fallo de 

absolución o condena (artículos 356.1, 385.2, 29.2, 4, 5; 71.4, 253.1, 323, 

393, 394, 398 y 399). 
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En clara divergencia con los modelos inquisitivos o mixtos se aprecia que el 

NCPP no enturbia la imparcialidad del juez involucrándolo en actividades de 

investigación o pesquisa o atribuyéndoles la tares de probar los hechos. Para 

Peña-Cabrera93 el modelo adversaria! se distingue cuando en un proceso 

penal se confrontan dos partes o sujetos procesales: el Fiscal y el imputado, 

quienes a partir de las facultades probatorias que el nuevo CPP les confiere, 

dirigen todos sus argumentos de defensa para que la resolución judicial acoja 

sus pretensiones. 

El juez es este caso se sitúa como un tercero imparcial, no interviene en la 

dinámica de la prueba, es decir, no interactúa en el proceso de investigación, 

sólo interviene como garante de la legalidad y como encargado de imponer 

las medidas de coerción y medidas limitativas de derecho que sean necesarias 

para asegurar los firies del procedimiento. La posición adversaria! implica 

colocar a los sujetos confrontados en un plano de igualdad, donde acusación y 

defensa cuenten con las mismas herramientas y mecanismos para sostener la 

persecución penal y para resistirse a ella. 

Caracterización adversaria! significa también que el órgano requirente que . 

asume la dirección de la investigación no sea la que juzgue o adopte las 

medidas de coerción, a fin de garantizar la imparcialidad y la neutralidad que 

debe preservar el juzgador. Estas características que nuestro sistema procesal 

penal ha adoptado normativamente, constituyen los lineamientos generales 

que lo definen. Sin embargo, dichas cualidades no pueden sustentar por si 

93 PEÑA CABRERA FREYRE, Alonso Raúl (2007). "Exégesis del nuevo Código procesal 
penal", Editorial Rodhas, Lima, pp. 27-28. 
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solas todo el sistema procesal penal, pues necesitan de una serie de derechos 

y principios normativos que coadyuven a fortalecer el sistema desde un punto 

de vista no sólo interpretativo, sino también de aplicación fáctica. 

Entre estos tenemos al principio acusatorio, el principio de imparcialidad, el 

derecho a un plazo razonable, el derecho a un juicio previo, oral, público y 

contradictorio, el derecho a un juez natural, el principio de legalidad de las 

medidas cautelares, el principio de igualdad de armas, el derecho a impugnar, 

a la presunción de inocencia prohibiendo la valoración de pruebas obtenidas 

con violación de derechos fundamentales (prueba prohibida), el derecho de 

defensa, de no autoincriminación, a la proscripción de la persecución penal y 

procesal múltiple (ne bis in idem). Muchos de los cuales se encuentran 

reconocidos a nivel constitucional y/o internacional. 

2.2.4.3. Principales diferencias con el Código de Procedimientos Penales 

El Código de procedimientos penales de 1940 (aún vigente en la mayoría de 

Distritos judiciales) acoge un sistema mixto de justicia penal, mediante el 

cual se trató de aminorar tímidamente las nefastas prácticas inquisitivas, pero 

sin embargo en la realidad eso nunca sucedió. 

Ahora bien, con la vigencia programática del nuevo Código Procesal Penal de 

2004 se tratará de extirpar con mayor decisión las malas prácticas autocráticas 

e inquisitivas de la administración de justicia penal, pero eso sólo se sabrá 

con el trascurso del tiempo. En efecto, con la finalidad de tener en claro 

cuáles son las principales diferencias entre ambos cuerpos normativos, las 
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mismas que no debemos de olvidar, presentamos el siguiente cuadro 

comparativo94: 

Código de Procedimientos Penales de 1940: 

- Se hacía cargo de la instrucción (investigaciÓn) el Juez Penal. 

- El juzgamiento estaba a cargo de una Sala Penal Superior, tratándose de 

un proceso ordinario, y en un sumario, en manos del Juez que realizó la 

instrucción. 

- No existía un momento de saneamiento procesal y probatorio. 

- La investigación policial podía tener valor de elemento probatorio 

cuando estuviera presente el Fiscal y el abogado defensor. También los 

elementos que se actuaban en la instrucción podían tener el mismo valor 

conforme a los artículos 72 y 280 del texto citado. 

- No existían mecanismos de control de plazos. La instrucción se podía 

ampliar o prorrogar a pedido del Ministerio Público o de oficio. 

- Se acogía el recurso de apelación restringido o limitado, de tal manera 

que no se podían actuar medios de prueba en la segunda instancia, por lo 

tanto, no se podía condenar a quien había sido absuelto en primera 

instancia. 

- No existía recurso de casación. 

- Se establecía un sistema de gratuidad absoluta. 

Nuevo Código Procesal Penal (D. Leg. 957): 

94 CALDERÓN SUMARRIVA, Ana. Ob. Cit., p. 19. 
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- En el nuevo modelo, el Fiscal tiene el monopolio de la carga de la prueba 

y realmente es el Director tanto de las diligencias preliminares como de 

la investigación preparatoria. El Juez asume en este nuevo modelo una 

jurisdicción preventiva (controla la legalidad). 

- Los jueces de la investigación preparatoria participan de esta primera 

etapa del proceso, sin involucrarse en la labor de reunir los elementos de 

convicción, más bien deciden algunas cuestiones de fondo que se pueden 

presentar, tales como: constitu-ción de las partes, pronunciamiento· sobre 

las medidas limitativas de derechos y las medidas de protección, 

resolución de medios de defensa; además, jueces encargados del 

juzgamiento, encargados del debate oral y la sentencia, los mismos que 

podrán funcionar como unipersonales o colegiados, y que garantizan la 

imparcialidad. 

- El proceso tiene una etapa intermedia entre la investigación preparatoria 

y el juzgamiento, que consiste en una audiencia preliminar, en la cual se 

resolverán las cuestiones planteadas, además se efectuarán las 

subsanaciones y correcciones que corresponda a la acusación, además de 

la admisión de los medios de prueba. 

- En el nuevo modelo procesal se diferencia entre actos de investigación y 

actos de prueba. Las pruebas sólo pueden surgir de un juicio oral, público 

y contradictorio. 

- Se introduce el control judicial de los plazos de la investigación 

preparatoria. Para ello se crea la figura de la "audiencia de control de 

plazos" convocada por el juez para decidir la conclusión de esta etapa. 
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- Se acoge el recurso de apelación amplio o ilimitado, que permite la 

actividad probatoria en segunda instancia, por Jo cual, se podrá condenar 

a quien fue absuelto en primera instancia. 

- Desaparece el recurso de nulidad. Se introduce el recurso de casación de 

fondo y forma, considerando la causal de falta de logicidad en la 

sentencia. 

- Se consagra una gratuidad relativa, puesto que se regula la condena de 

costas. 

Estas son algunas de las diferencias entre ambos sistemas, las mismas que son 

necesarias recordar, pues a partir de los defectos de proceso penal antiguo, 

identificaremos con mayor facilidad las virtudes del nuevo sistema, 

imprimiendo de' sentido acusatorio, garantista y adversaria) nuestra constante 

actividad en el quehacer procesal de la justicia penal. Esto con la finalidad de 

eliminar de nuestro sistema penal la cultura inquisitiva de la que ha venido 

alimentándose desde hace mucho tiempo atrás, y la que constituye - en 

última instancia - el principal obstáculo para la implementación y desarrollo 

de un sistema acusatorio en nuestro país. 

2.2.5. La reparación civil como regla de conducta para la suspensión de 

la ejecución de la pena 

2.2.5.1. La reparación civil y su importancia para la víctima del delito 

Como señaló Raúl Peña Cabrera, "las consecuencias jurídicas del delito no se 

agotan con la iinposición de la pena o una medida de seguridad al autor del 
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ilícito penal, sino que también pueden surgir otras formas de ajusticiamiento 

de carácter civil reparador"95 • Al momento de consumarse el delito, este 

genera dos consecuencias96 : 1) la imposición de la pena (que tiene como 

función mantener el orden público; y, 2) la reparación civil. 

Larrauri Pijoan, citada por Víctor Prado Saldarriaga, sostiene que el concepto 

de reparación posee una acepción amplia. Así, puede decirse que son 

"aquellas medidas que realiza el infractor de contenido simbólico 

(presentación de disculpas), económico (restitutorio, compensatorio o 

indemnizatorio), o material (prestación de un servicio) a favor de la víctima 

(individual o colectiva)"97 • Asimismo, la reparación civil, a diferencia de la 

pena, tiene un carácter reparatorio, en tanto busca"( ... ) restaurar o reponer la 

situación jurídica quebrantada por la comisión de un delito o falta, valorado 

como ilícito desde la órbita civil"98 • 

En otras palabras, mediante esta figura jurídica se trata de "( ... ) componer la 

ofensa que contiene la comisión del delito, tanto para el agraviado, directo 

ofendido, así como también para el Estado, ofendido indirecto en todos los 

delitos ( ... )"99 • 

95 PEÑA CABRERA, Raúl (1999). "Tratado de Derecho Penal. Estudio programático de la Parte 
General", 3ra. Edición, Editora Jurídica Grijley, Lima, p. 691. 
96 BRAMONT ARIAS, Luis y BRAMONT-ARIAS TORRES, Luis Alberto (2001). "Código 
Penal anotado", 4ta edición, Editorial San Marcos, Lima, p. 270; sostienen que no es el delito lo 
que afecta intereses individuales, privados o patrimoniales, y por lo tanto exige la sanción civil; 
sino que es el hecho calificado como ilícito el que genera dos responsabilidades: la delictual y la 
civil, ambas valoraciones distintas. 
97 PRADO SALDARRIAGA, Víctor. Ob. Cit., p. 277. 
98 PEÑA CABRERA, Raúl. Ob. Cit., pp. 692-693. 
99 ZARZOSA CAMPOS, Carlos (1993). "Derecho Penal- Parte general", Editorial fondo de 
fomento, Trujillo, p. 107. 
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El artícul~ 92 del Código Penal señala que conjuntamente con la pena se 

determinará la reparación civil correspondiente, a través de las formas 

propuestas por el artículo 93: la restitución del bien y la indemnización de 

daños y perjuicios. 

En cuanto a la restitución del bien, Villa Stein sostiene que se busca 

"restaurar o reponer la situación jurídica quebrantada por la comisión de un 

delito o falta. [Tal restitución puede estar referida a] bienes muebles o 

inmuebles"100• Por su parte, Peña Cabrera sostiene que "la restitución se hace 

con el mismo bien aunque se halle en poder de terceros [artículo 94 del 

Código Penal]. ( ... ) solo habrá restitución, siempre que sea posible, de lo 

contrario, deberá el responsable pagar su valor. Por restitución [deberá 

entenderse como] la restauración del bien al estado existente antes de la 

producción del ilícito penal"101 • Respecto de la indemnización de daños y 

perjuicios, esta consiste en el pago de una cantidad de dinero como 

compensación por el daño y los perjuicios irrogados a la víctima o a su 

familia con el delito. 

Villa Stein indica que este "comprende el resarcimiento del daño moral y 

material que se adiciona a la restitución del bien". Para Carlos Zarzosa, la 

indemnización busca desaparecer las consecuencias dañosas que produjo el 

acto ilícito. Además, este concepto se complementa con las reglas del Código 

1oo VILLA STEIN, Javier. Ob. Cit., p. 501. 
101 Al respecto Carlos Zarzosa explica que la restitución está referida a la devolución de la misma 
cosa, objeto del delito, salvo que sea imposible de hecho (por ejemplo: destrucción o pérdida) o de 
derecho (derechos legítimamente adquiridos por un tercero haciendo el bien irreivindicable), con 
abono del menoscabo. La finalidad de la restitución es: eliminar las consecuencias patrimoniales 
que el ilícito penal ha causado en el agraviado, reponiendo el statu quo ante de la cosa, derecho o 
situación objeto material del delito. ZARZOSA CAMPOS, Carlos. Ob. Cit., pp. 158-159. 
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Civil, que identifican los daños a reparar: el daño emergente (que sufre el 

bien al momento de la infracción), el lucro cesante (los ingresos dejados de 

percibir por el daño) y el daño moral. 

Para Prado Saldarriaga102, la restitución del bien y la indemnización del bien 

son ·efectos complementarios y no alternativos. Citando a Soler, Prado 

confirma su posición al decir que "la restitución es preferente a la 

indemnización y, en consecuencia, se sustituye por indemnización de daños y 

perjuicios cuando aquella no es posible". 

Luego, se puede afirmar que la indemnización tiene un rol subsidiario y de 

complemento frente a la restitución, toda vez que si esta es aún posible, el 

condenado no puede ofrecer el pago del precio del bien o la indemnización 

correspondiente. Ahora bien, ambas consecuencias del injusto penal, tienen 

distintos destinatarios. Por un lado, la pena es una sanción que la sociedad 

demanda al Estado en razón de que nadie puede quedar impune por 

transgredir las reglas establecidas en una comunidad de derecho. 

Mientras que, por el otro, la reparación civil es una sanción de naturaleza 

civil103, que es reclamada por el agraviado por motivo de que la comisión del 

102 PRADO SALDARRIAGA, Víctor. Ob. Cit., pp. 284-285. 
103 San Martín explica que la reparación civil es, "una declaración de voluntad interpue·sta ante el 
órgano jurisdiccional penal, dirigida contra el autor o partícipe del delito y, en su caso, el tercero 
civil, y sustentada en la comisión de un acto penalmente antijurídico que ha producido daños en el 
patrimonio del perjudicado o actor civil, por la cual solicita la condena tanto de los primeros 
cuanto del segundo, a la restitución del bien o, si no es posible, el pago de su valor; y, a la 
indemnización de los daños y perjuicios". Por consiguiente, aunque la reparación civil sea una 
consecuencia del delito, ella mantiene un carácter civil, toda vez que su reclamo depende del 
interesado-agraviado (o de sus parientes) a efectos que satisfaga el desmedro sufrido por el injusto. 
En cambio, la pena sí tiene naturaleza pública por cuanto el Estado es el que se encarga de castigar 
al autor del delito a efectos de satisfacer, no a un particular, sino a la sociedad (el bien común). 
Ibídem. 
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delito le ha causado daños (patrimoniales: daño emergente y lucro cesante; 

y/o daños extrapatrimoniales: daño moral). Sin embargo, en el proceso penal 

se ha privilegiado al primero en perjuicio del segundo, rezagando de esta 

forma a uno de los protagonistas de la escena del crimen: el agraviado104• 

Prado Saldarriaga señala que "durante mucho tiempo la presencia de la 

víctima en la dinámica del sistema penal comenzaba y concluía, 

materialmente, con la comunicación de la notitia criminis. Más que como un 

afectado por el delito, las instancias del sistema penal percibían a la víctima 

como un tercero cuasi ajeno al proceso o como un órgano de prueba"105• 

Así es, luego de cometido el delito, la víctima se encontraba facultada para 

denunciar los hechos ante la policía o la fiscalía, siendo esta última la titular 

de la acción penal, reduciendo su participación, en el proceso, para el 

esclarecimiento de los hechos. Sin embargo, terminado el proceso judicial e 

impuesta la pena, el agraviado tenía que seguir soportando las consecuencias 

perjudiciales del delito, a la espera de que el condenado se decida por el 

resarcimiento, algo que muy raras veces ocurre. 

En esa misma línea, el referido autor, citando a Albín Eser, agrega que "a 

diferencia del imputado, que en cierto modo constituye la figura central del 

104 Para PAJARES "es evidente que el tema de la reparación civil está íntimamente vinculado con 
la víctima y esto obviamente porque en la mayoría de los casos el destinatario de dicha reparación 
es la víctima del injusto penal, pese a ello dicho sujeto procesal se encuentra marginado en el 
proceso penal a diferencia del proceso civil en donde el agraviado tiene un rol decisivo como 
demandante, esto debido a que el sistema procesal penal es de corte inquisitivo y en consecuencia 
está orientado fundamentalmente al castigo, por cuanto el Estado tiene el monopolio del poder 
punitivo por encima de lo que los partes deseen que se utilice". Cfr., PAJARES BAZÁN, Sara 
(2007). "La reparación civil en el Perú". En: Derecho en general. Disponible en sitio web: 
http://derechogeneral.blogspot.com/2007/12/la-reparacin-civil-en-el-per.html., visitado el 12 de 
marzo de 20 13. 
105 PRADO SALDARRIAGA, Víctor. Ob. Cit., pp. 275-276. 
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procedimiento penal, ya que todo gira en torno a su culpabilidad o 

inculpabilidad, el ofendido es, en el fondo, solamente una figura marginal 

[porque] ha sido en gran parte desplazado por el Ministerio Público. Por ello 

actúa, por regla general, solo como testigo del hecho o sus consecuencias"106• 

Hoy en día, se comenta que "la posición del ofendido en el juicio penal, así 

como la potenciación de sus derechos indemnizatorios ha sido una de las 

principales preocupaciones de la política criminal contemporánea". 

En ese sentido, Oré Guardia sostiene que la reflexión sobre el rol de la 

víctima en el proceso penal"( ... ) se ha incorporado como uno de los retos de 

la criminología moderna y se ha manifestado fundamentalmente a través de 

dos vertientes: la primera que busca incrementar las facultades y participación 

del agraviado en el desarrollo del proceso y en el ejercicio de la acción penal 

y, la segunda, de mayor arraigo en la actualidad, se encuentra frecuentemente 

vinculada con el intento de otorgarle un mayor espacio al resarcimiento del 

daño ocasionado por el delito" 107• 

Tal visión se funda en la importancia político-criminal de la reparación civil 

que se traduce en las posibilidades recompositivas, atenuantes y preventivas 

que se manifiestan, según Carlos Zarzosa108, de la siguiente manera: i) el 

autor repara con sus medios el daño causado, momento en el que "la víctima 

y la sociedad verán superado el daño social provocado por el delito"; ii) la 

reparación obliga al autor a "ponerse en los zapatos del ofendido", esto es, a 

106 Ibidem. 
107 Ibídem. 
108 Ibídem. 
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situarse frente a las consecuencias de su hecho y a considerar los intereses 

legítimos de la víctima; y, iii) La reparación permite la reconciliación entre el 

autor del delito y la víctima, facilitando la reinserción del autor a la sociedad. 

En suma, el actual Derecho Penal busca dejar de lado la tradicional visión del 

agraviado en el proceso penal, reivindicándolo mediante el resarcimiento del 

daño que se le haya causado109, estableciendo reglas que tienen como objetivo 

impedir que el sentenciado no cumpla con su compromiso emanado de sus 

acciones ilícitas110• En este caso, cabe preguntarnos ¿cómo eoadyuva a ello el 

inciso 4 del artículo 58 del Código Penal? 

2.2.5.2. La reparación civil como regla de conducta para la suspensión de 

la ejecución del delito 

La prisión es la pena más grave que tiene el ius puniendi del Estado a efectos 

de resocializar, reeducar y reinsertar al condenado a la sociedad. Sin 

embargo, dicha pena se está volviendo contraproducente para lograr sus fines 

y resulta excesiva en el caso de los delitos de menor lesividad (que tienen 

conminada una pena privativa de libertad de uno a cuatro años). Por su parte, 

109 En el Acuerdo Plenario N° 6-2006-/CJ-116 se señaló que "( ... ) nuestro proceso penal cumple 
con una de sus funciones primordiales: la protección de la víctima y aseguramiento de la 
reparación de los derechos afectados por la comisión del delito, en cuya virtud garantiza ( ... ) la 
satisfacción de intereses que el Estado no puede dejar sin protección". 
11° Carlos Rivera alega que nuestro actual sistema penal excluye a la víctima del proceso penal, 
pe1mitiendo el desarrollo del proceso sin que la víctima participe activamente en él. Además, 
sostiene que en nuestra normativa procesal "no están regulados la forma y el plazo en que el 
condenado debe efectuar el pago". Asimismo, agrega, "la cultura judicial dice que eso [el pago de 
la reparación civil] no es importante y por ello, cuando algunos agraviados reclaman el pago, los 
jueces le dan poca o nula importancia, amparándose en que no hay normas que obliguen a los 
condenados a pagar. [A su vez], los procesos penales suelen ser tan largos y onerosos que los 
agraviados "abandonan" el caso. Y ( ... ) los jueces establecen la reparación civil a su libre albedrío 
y normalmente el monto económico señalado está muy por debajo del daño cometido". RIVERA 
PAZ, Carlos (2005). "El no pago de la reparación civil: impunidad que no se ve". En: Justicia 
Viva. Disponible en sitio web: 
http://www.justiciaviva.org.pe/notibak/2005/05mayo/26/notal3.htm. 
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Bramont Arias y Bramont-Arias Torres sostienen que "la progresiva 

humanización de las ideas penales y el aumento del nivel económico en los 

países desarrollados, han llevado a considerar ( ... ) que la pena privativa de la 

libertad es excesiva en muchos casos ( ... ) [debido a que], como señala Mir 

Puig, por un lado, 'antes desocializan que favorecen la resocialización, puesto 

que permiten ya el contagio del pequeño delincuente al entrar en contacto con 

otros más avezados y en cambio no posibilitan el tiempo necesario para 

emprender un tratamiento eficaz' y por otro, 'las penas cortas de prisión se 

prevén para delitos poco graves, para los cuales bastarían penas menos · 

traumáticas"' 1 1 1• 

En esa línea de ideas, el Código Penal en su artículo 57, a fin de buscar 

medios sancionadores menos drásticos que permitan cumplir los fines de la 

pena en los casos de los delitos de corta duración de la privación de la 

libertad 112, introduce la institución de la suspensión de la ejecución de la 

pena113, basada en el sistema continental europeo o belga-francés o sursis, en 

el que la sentencia condenatoria es dictada, pero su cumplimiento es 

suspendido (de uno a tres años), y si durante determinado lapso de tiempo el 

111 BRAMONT ARIAS, Luis y BRAMONT-ARIAS TORRES, Luis Alberto. Ob. Cit., p. 273. 
112 Al respecto, la Jurisprudencia ha señalado que "[existe] la urgencia de buscar otras medidas 
sancionatorias para ser aplicadas a los delincuentes de poca peligrosidad, o que han cometido 
hechos delictuosos que no revisten mayor gravedad. Por otro lado, los elevados gastos que 
demandan la construcción y el sostenimiento de un centro penitenciario, obligan a imaginar formas 
de sanciones para los inti·actores que no amenacen significativamente la paz social y la seguridad 
colectiva". Exp. N° 5555-98. En: ROJAS V A ROAS, Fidel (2002). "Jurisprudencia Penal y 
Procesal Penal (1999-2000) ",Editora Idemsa, Lima, pp. 323-324. 
113 La suspensión de la pena responde al principio de no necesidad de la ejecución penal, en otras 
palabras, "no es necesaria [la pena privativa de la libe1tad] desde el punto de vista preventivo 
especial cuando puede conseguirse con su suspensión que el sujeto no vuelva a delinquir, y desde 
el punto de vista preventivo general, cuando el efecto intimidatorio se consigue también con la 
simple amenaza( ... )". BRAMONT ARIAS, Luis y BRAMONT-ARIAS TORRES, Luis Alberto. 
Ob. Cit., p. 272. 
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reo no comete otro delito y cumple las reglas de conducta, la condena se 

considera como no pronunciada. 

Villa Stein define a esta figura penal como "la suspensión del cumplimiento 

de la condena durante un cierto periodo en el que se establecen determinadas 

condiciones que, si son cumplidas permiten declarar extinguida la 

responsabilidad crimina1"114• Para Prado Saldarriaga, "su operatividad 

consiste en suspender la ejecución efectiva de la pena privativa de libertad 

impuesta en la sentencia condenatoria. 

De esta manera, pues, el sentenciado no ingresa a un centro carcelario para 

cumplir la pena fijada por la autoridad judicial, él queda· en libertad pero 

sometido a un régimen de reglas de conducta y a la obligación de no 

delinquir"115• 

En cuanto a los requisitos a evaluar por el juez penal para conceder la 

suspensión de la pena, ya sea de oficio o a petición de parte, el artículo 57 del 

Código Penal, modificado por el artículo 2 del Decreto Legislativo No 982, 

establece los siguientes requisitos: 

a) Requisito objetivo: referido a la naturaleza y cuantía de la pena [solo se 

concede la suspensión de la ejecución de la pena cuando esta es una pena 

privativa de la libertad (inciso 2) no mayor a 4 años (inciso 1)]; 

b) Requisito subjetivo: ausencia de peligrosidad del condenado que se 

expresa en la modalidad del hecho punible (motivaciones y fines), la 

114 VILLA STEIN, Javier. Ob. Cit., p. 473. 
115 PRADO SALDARRIAGA, Víctor. Ob. Cit., p. 197. 
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personalidad del agente (inteligencia, carácter y su arrepentimiento a 

través de la reparación del daño) y la reincidencia o habitualidad. 

Por otro lado, el plazo de la suspensión o plazo de prueba es determinado por 

el juez, y no debe ser menor de un año ni mayor de tres, el cual empezará a 

computarse desde que la sentencia que contenga la suspensión quede firme. 

La prórroga puede ser aumentada hasta la mitad del plazo inicialmente fijado. 

Durante este periodo se interrumpe el plazo prescriptorio para la ejecución de 

la pena. 

El artículo 58 del Código Penal impone al juez penal la fijación de las reglas 

de conducta. Entre todas ellas, la que causa mayor interés es la establecida en 

el inciso 4 de la norma bajo estudio, la cual faculta al magistrado a ordenar el 

pago de la reparación de los daños ocasionados por el delito, salvo que con 

anterioridad el agente demuestre su estado de insolvencia116• Para Bramont 

Arias y Bramont-Arias Torres, esta regla "refuerza el deber de indemnizar los 

daños que prevén los Códigos Penal y Civil, permitiendo la revocación de la 

suspensión de la pena en caso grave o persistente infracción"117• 

En ese mismo sentido, Prado Saldarriaga establece que "la reparación del 

daño ocasionado o reparación civil puede incluirse como regla de conducta, 

salvo que el agente haya acreditado, previamente, su imposibilidad de 

cumplir con tal obligación. 

116 MARTÍNEZ-PEREDA RODRÍGUEZ, José Manuel y ROMA VALDEZ, Antonio (1999). 
"Derecho Penal- Parte general", J.M. Bosch editor, Barcelona, p. 154. 
117 BRAMONT ARIAS, Luis y BRAMONT-ARIAS TORRES, Luis Alberto. Ob. Cit., p. 274. 
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Sin embargo, si el pago de la reparación civil no se consigna expresamente en 

la sentencia como una regla de conducta, su realización quedará fuera del 

ámbito de suspensión de la ejecución de la pena"118• Resulta curioso observar 

que Villa Stein relacione la utilidad de la suspensión de la ejecución de la 

pena con la satisfacción a la víctima, lo que generaría el arrepentimiento del 

autor y la eficacia de la suspensión de la pena, al no necesitarse la ejecución 

de esta para la reintegración del delincuente a la sociedad119• 

Finalmente, en cuanto al incumplimiento del pago de la reparación civil, 

como regla de conducta, el artículo 59 del Código Penal establece tres tipos 

de sanciones: i) la amonestación del infractor, que puede materializarse en 

acto público y con concurrencia del condenado a la sede del juzgado o, 

también, por medio de una notificación judicial personal; ii) la prórroga del 

plazo de prueba: la que, como se mencionó líneas arriba, puede extenderse 

desde una mitad del plazo fijado en la sentencia y hasta un límite de tres años, 

debiendo ser cuantificada y determinada por el juez en atención a las 

necesidades y características de cada caso; y iii) la revocación de la 

suspensión: que constituye la sanción más severa, por lo que su uso debe ser 

excepcional y luego de haberse aplicado las sanciones precedentes. 

Esta última medida solo puede usarse directamente en el caso que el agente 

cometa nuevo delito. Para Prado Saldarriaga, en lo que respecta a la 

reparación civil como regla de conducta, su mero incumplimiento nunca debe 

118 PRADO SALDARRIAGA, Víctor. Ob. Cit., p. 199. 
119 Sin embargo, Villa Stein critica que "el cumplimiento de las reglas ( ... ) depende solo del 
condenado, y no existiendo un sistema de control la cosa pueda simplemente no funcionar, aunque 
es de esperarse, que desde una perspectiva autodirigida del condenado, él con sus propios recursos, 
se reintegre a la sociedad". VILLA STEIN, Javier. Ob. Cit., p. 475. 
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reportar directamente la revocación de la suspensión de la ejecución de la 

pena, sino que antes debe aplicarse la amonestación y/o la prórroga del plazo 

de prueba. 

En ese mismo orden de ideas, Bramont Arias y Bramont-Arias Torres señalan 

que: "una causa de revocación es la infracción grave y reiterada de las 

obligaciones e instrucciones consideradas en las reglas de conducta ( ... ). Las 

causas de revocación no deben entenderse con un criterio formalista, sino que 

el juez debe indagar los motivos que han originado el mal comportamiento 

del condenado, para comprobar si verdaderamente no se han cumplido las 

expectativas que justificaron la suspensión de la pena"120• 

2.2.5.3. El principio de la prohibición de la prisión por deudas 

El literal e del inciso 24 del artículo 2 de la Constitución Política del Perú 

establece un límite fundamental tanto a la facultad legislativa como a los 

operadores de la justicia penal, toda vez que, en tanto norma suprema, 

consagra dos derechos fundamentales de primera generación: la libertad y 

seguridad personales, que prevalecen sobre cualquier exigencia para 

satisfacer algún interés particular de carácter patrimonial, al establecer el 

siguiente principio: "no hay prisión por deudas". 

No cabe duda de que este principio, a decir de Luis Reyna Alfaro, fortalece 

"( ... ) a nivel constitucional los principios de lesividad, intervención mínima y 

120 BRAMONT ARIAS, Luis y BRAMONT-ARIAS TORRES, Luis Alberto. Ob. Cit, p. 275. 
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fragmentariedad, elementales dentro del Derecho Penal en el Estado de 

Derecho Social y Democrático"121 • 

En ese sentido, el poder punitivo del Estado expresado a través de la pena 

privativa de la libertad, solo será admisible si existe una lesión de un bien 

jurídico constitucional y socialmente relevante (principio de lesividad y 

puesta en peligro); y en todo caso, su actuación siempre será en última ratio 

(principio de intervención mínima y fragmentaria) debido a que importan la 

afectación de la esfera de libertad del individuo. 

Sin embargo, el mero incumplimiento contractual o la existencia de deudas, si 

bien producen daños materiales y hasta extrapatrimoniales, no afectan a la 

sociedad sino a los particulares, por lo que el Estado no debe sancionar con 

pena privativa de la libertad tales compromisos. 

2.2.6. Bases Normativas 

2.2.6.1 Disposiciones de la Constitución Política del Estado de 1993 

Inciso e) del Numeral 24, del artículo 2°, señala: "No hay prisión por 

deudas. Este principio no limita el mandato judicial por incumplimiento de 

deberes alimentarios". 

2.2.6.2. Disposiciones del Código Penal de 1991. 

Reparación civil en el Código Penal 

121 REYNA ALFARO, Luis Miguel (2006). "La Constitución comentada, análisis artículo por 
artículo", Tomo 1, Gaceta Jurídica, Lima, p. 247. 
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Artículo 92, reparación civil.-

La reparación civil se determina conjuntamente con la pena. 

Todo delito acarrea como consecuencia no solo la imposición de una pena, si 

no también puede dar lugar al surgimiento de responsabilidad por parte del 

autor, es así, que aquellos casos en los que la conducta del agente produce un 

daño reparable, corresponde fijar junto a la pena el monto de la reparación 

civi120• 

La reparación civil debe guardar proporción con entidad del da material y 

moral irrogado a la víctima. Conforme a reiterada jurisprudencia de la corte 

suprema el hecho de que exista transacción respecto al monto de la reparación 

civil proveniente de delito, no significa que en la sentencia no se ordene su 

pago, el cual debe sujetarse a la voluntad expresa de las partes. 

Además de las penas y medida de seguridad, del delito se deriva efectos de 

índole civil, como es la responsabilidad civil. Mientras las penas y medidas 

de seguridad tienen carácter represivo o preventivo por el año inferido a la 

sociedad, los efectos civiles tienen carácter reparatorio por el daño 

patrimonial o económico sufrido por la víctima u otras personas. 

Responsabilidad civil es el conjunto de obligaciones de naturaleza civil, 

exigibles a las personas responsables penalmente del delito o falta generador 

del daño que viene a reparar. La naturaleza de la responsabilidad civil es 

discutible: penal, su generis o civil. El planteamiento penal de la 

20 Ejecutoria suprema del 21110/99, Exp. 3362-99 San Román Juliaca. 
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responsabilidad civil, se basan en el hecho de que según la letra de la ley y a 

la opinión corriente en la doctrina, las sanciones civiles serian consecuencia 

del delito. El hecho calificado como ilícito, que el mismo tiempo genera 

responsabilidad delictual y civil. 

El planteamiento sui generis o civil, es sustentado por Quintana Repolles122, 

al admitir que el derecho penal ostenta una estructura mixta, penal en su 

exigencia material y procesal (ejercicio y desarrollo), pero privada porque 

está compuesta de obligaciones de carácter patrimonial, renunciables, 

trasmisibles. 

El planteamiento civil defendido por Mir Puig123 afirma que la utilización 

político criminal de la responsabilidad civil que puede resultar conveniente no 

puede oscurecer la naturaleza conceptual de esta clase de responsabilidad. Se 

trata como su nombre indica de una responsabilidad de carácter civil. 

A nuestro entender, la contraposición entre interés público e interés privado 

no puede negarse en sus líneas generales. Las amplias garantías concedidas a 

favor del derecho del perjudicado, demuestran que la ley ha atribuido también 

a la reparación civil el valor de un medio de lucha contra el delito, tanto más 

que si la pena es un mal, la reparación civil también los es, a punto tal que, 

muchas veces ocasionan al autor o participe del injusto un dolor más intenso 

que la misma pena. 

122 QUINTANO RIPOLLES, Antonio (1957). "Diferenciación entre la culpa civil y la culpa 
criminal", Tomo 10, Librería Miguel Mirada, Madrid, p. 194. 
123 MIR PUIG, Santiago. "Derecho penal ... ". Ob. Cit., p. 238 
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La responsabilidad que se origina de un delito, moviliza todo el sistema 

jurídico de un estado, claro está, con la finalidad de verificar, y luego castigar 

al sujeto a quien es inherente esa responsabilidad. 

La ultima consecuencia de un delito, no es tan solo la pena, sino la obligación 

de reparar, en lo posible, el daño y los prejuicios causados. Este resarcimiento 

obligatorio es la llamada reparación civil. La reparación civil no siempre se 

determina con la pena solo requiere de una conducta típica, antijurídica y 

culpable, mientras que la reparación civil exige la constatación de un daño 

causado de manera ilícita. La pena está referida a un interés público y tiene su 

fundamento en la culpabilidad de la gente. La reparación civil está referida a 

un interés privado y tiene directa relación con el daño causado. 

Un interrogante de suma importancia es la referida a la vía a la cual puede o 

debo, acudir para obtener el quantum indemnizatorio: ¿proceso penal?, 

¿proceso civil?, ¿ambos?, debiendo asumir una rostura acerca de la función 

que debe cumplir la responsabilidad civil con referencia al dañado, que debe 

estar orientada a la rápida y adecuada satisfacción de sus intereses lesionados 

por la comisión del hecho punible. 

El ejercicio conjunto de pretensiones, es decir si la responsabilidad civil y 

penal proviene del mismo hecho ilícito, entonces también debe coincidir la 

vía procesal, argumentando de un tratamiento separado obligatorio de ambas 

pretensiones. El ejercicio separado (solo en la vía civil), a diferencia de la 

postura anterior, esta nos informa que la única vía para encontrar satisfacción 

en los intereses lesionados es la vía civil. 
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Art. 93 La Reparación Comprende: 

1.- la restitución del bien o si no es posible, el pago de su valor, y 

2.- la indemnización de los daños y perjuicios. 

Según este concepto, la reparación civil comprende la restitución del bien 

obtenido por el delito, o en defecto de aquella, el pago de su valor, abarcando 

igualmente la indemnización de los daños y perjuicios causados al ofendido o 

las personas con derecho a dicha reparación. 

La restitución, que en sentido amplio comprende el concepto de reparación, 

consiste en la restauración material del estado anterior a la violación del 

derecho. Puede tener por objeto las cosas muebles robadas o apoderadas, y las 

cosas inmuebles a cuya posesión se haya llegado mediante una usurpación. 

Puede ser material, es decir, puede consistir en la entrega material' al 

propietario, o simbólica, como en la entrega de las llaves, la remoción de los 

linderos, la demolición de las plantaciones, etc. 

Si la restitución es imposible de hecho (por Ej. Destrucción o perdida), o 

legalmente (por Ej. Derecho legítimamente adquirido por un tercero), el 

damnificado puede exigir en sustitución de ella y como reparación, el pagó 

del valor del bien, más el de estimación si lo tuviera. Si la falta de restitución 

fuese parcial, la reparación consistirá en el pago de la diferencia del valor 

actual y el primitivo del bien. En caso de restitución, como en el de su 

imposibilidad, la reparación integral comprende los daños originados por la 

privación del bien. 
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La reparación civil también comprende la indemnización de los daños y 

perjuicios. Los civilistas generalmente entienden por daño o perjuicio los 

menoscabos sufridos y las ganancias que se han dejado de obtener, es decir el 

daño emergente que consiste en la pérdida o disminución de las cosas y 

derechos y lucro cesante que es la pérdida o disminución de una ganancia 

esperada. 

En el derecho penal tienen un sentido más amplio: el daño está constituido 

por las consecuencias objetivas directas de la acción objetiva de la acción 

delictiva, el perjuicio está constituido por las consecuencias indirectas del 

delito, en cuanto afectan intereses de la víctima. Por Ej. Si se hiere a un 

caballo de carrera para inutilizarlo y que no gane un premio, el daño está en la 

herida del animal, el perjuicio afecta directamente al dueño, en cuanto lo 

priva de la ganancia que debiera haber alcanzado haciendo correr o dando 

otro empleo al semoviente. El daño comprendería las consecuencias directas 

del delito (daño emergente), y el perjuicio las consecuencias indirectas (lucro 

cesante), el primero, consistiría en una disminución directa o indirecta del 

patrimonio, y el segundo en la falta de aumento. 

La indemnización civil abarca ambos conceptos, nada implica el que en unos 

casos solo haya daño y que en otros, exista perjuicio. Lo esencial es que 

indemnización abarque en todo caso, las consecuencias del delito, cubra 

totalmente sus efectos directos o indirectos, así como en la víctima del delito 

como en su familia o en terceros. La indemnización de los daños materiales 

como morales. 
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Art. 94 Restitución del Bien: 

La restitución se hace con el mismo bien aunque se halla en poder de 

terceros, sin perjuicio del derecho de estos para reclamar su valor contra 

quien corresponda. 

La reparación civil ha de atender en primer término a la restitución del bien, y 

solo en efecto de ella puede entrar en juego el abono de la indemnización de 

su valor. La restitución debe hacerse aun cuando el bien se halle en poder de 

un tercero que lo posee legalmente, salvo su repetición contra quien 

corresponda. En este caso el tercero que compro de buena fe el bien, tiene 

derecho de repetir la cantidad pagada. No será aplicable esta disposición 

cuando el tercero haya adquirido el bien en forma y los requisitos 

establecidos por las leyes para hacerla irreivindicable (adquisición de buena 

fe de bien mueble en venta publica, el bien ha prescrito, etc.). 

Art. 95 Responsabilidad Solidaria: 

La reparación civil es solidaria entre los responsables del hecho punible y 

los terceros civilmente obligados. 

En virtud de la disposición contenidas en el artículo 95, los condenados por 

un mismo delito (autores y participes), y los terceros civilmente obligados se 

hallan solidariamente obligados a la reparación civil (patrimonial y no 

, patrimonial), esto es, se puede exigir a uno de ellos íntegramente el pago o 

cumplimiento de la reparación civil, y si uno de ellos paga se extingue para 
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los otros la obligación, y luego entre ellos se divide tal obligación según la 

regla de la solidaridad pasiva. 

La solidaridad es la obligación de resolver indistintamente, por el daño o 

perjuicio causado. Es decir en el caso de dos o más personas responsables a 

las que se les impone una reparación civil de daño o perjuicios, se podrá 

exigir el pago total de esa cantidad a cualquiera de ellas. 

Pero la solidaridad se refiere únicamente a los partícipes directos del delito, y 

extensiva también a los terceros. Esta solidaridad en la reparación civil, no 

impide la posibilidad de que el pagador de ella, pueda iniciar acción contra 

los demás responsables por derecho de repetición. 

Art. 96 Transmisiones de la Reparación Civil a Herederos: 

La obligación de la reparación civil fijada en la sentencia se trasmite a 

los herederos del responsable hasta donde alcancen los bienes de la 

herencia. El derecho de exigir la reparación civil se transfiere a los 

herederos del agraviado. 

La obligación de restituir, reparar o indemnizar los daños y perjuicios ftiada 

en la sentencia, se trasmite a los herederos del responsable, pero hasta el 

monto de la herencia y así mismo, la acción para repetir la restitución, 

reparación o indemnización de daños y perjuicios, se trasmite a los herederos 

del agraviado. O sea que así como la obligación de pago de la reparación civil 

se trasmite a los herederos del sujeto activo, correlativamente el derecho a 
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obtener el pago de la reparación civil se trasmite a los herederos del sujeto 

pasivo. 

A diferencia de la responsabilidad penal, en la que la pena es singular y 

corresponde únicamente a la persona del ofensor directo, en la 

responsabilidad civil, la obligación de reparar pasa los herederos de los 

responsables civilmente. 

Nuestro código contempla la obligación de los herederos de los partícipes del 

delito, no así para el caso de Jos terceros virilmente responsables, a la que se 

hace extensiva la responsabilidad civil, de acuerdo a la ley en su condición de 

terceros civilmente responsable. 

Art. 97 Protección de la Reparación Civil: 

Los actos practicados o las obligaciones adquiridas con posterioridad al 

hecho punible son nulos en cuanto disminuyen el patrimonio del 

condenado y lo hagan insuficiente para la reparación, sin perjuicio de los 

actos jurídicos celebrados de buena fe por terceros. 

Un medio de garantizar el pago de la reparación civil, es la revocación de los 

actos fraudulentos. En otros términos, la ley traslada la acción pauliana o 

revocatoria al terre'no penal (art. del C.C.), adaptándola a las más rigurosa 

necesidades de la represión. 

Los actos ejecutados o las obligaciones adquiridas después de la comisión del 

hecho punible, se presumen realizados en fraude respecto de la reparación 
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civil y deben ser declarados nulos, pero la prueba de la disminución del 

patrimonio del condenado, que lo haga insuficiente para la reparación es 

necesaria para revocación. 

Los derechos de los terceros de buena fe se rigen por las leyes civiles: dichos 

derechos, por tanto, no se hallan afectados por la acción revocatoria. 

Art. 98 Condenado Insolvente: 

En caso que el condenado no tenga biene~ realizables, el juez señalara 

hasta un tercio de su remuneración para el pago de la reparación civil. 

Para el caso de insolvencia, total o parcial del responsable, esto es cuando 

acrezca en absoluto de bienes y de renta, o cuando los que disfrute no basten 

a cubrir el monto de la reparación, el juez señalara hasta un tercio de su 

remuneración que gane para el pago de dicha reparación. 

Este modo de cubrir la reparación procede cuando el condenado responsable 

sufre cualquier clase de pena (privativa de la libertad, restrictiva de la 

libertad, limitativa de derecho o multa). 

Art. 99 Reparación Civil de Terceros Responsables: 

Procede la acción civil contra los terceros cuando la sentencia dictada en 

la jurisprudencia penal no alcanza a estos. 

Eventualmente pueden resultar obligados al pago de la reparación civil 

proveniente del delito, terceras personas, es decir sujetos no vinculados al 
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delito como autores o participes. Es así como los padres se hacen 

responsables de los hechos ofensivos de los hijos menores, el tutor o curador 

es responsable de la conducta del pupilo que vive bajo su dependencia y 

cuidado, las personas jurídicas responden de los actos de sus agentes o 

dependencias, propietario de un vehículo responde de los accidentes 

automovilísticos causados por el chofer a su servicio, etc. Para ello los 

terceros civilmente responsables debe ser citados obligatoriamente en el 

proceso seguido al imputado (solo así se le tendrá como sujeto procesal), 

durante la etapa investigatoria o de juzgamiento, porque si la sentencia penal 

no le alcanza, entonces habría que hacer uso de la vía civil para obtener la 

reparación correspondiente, conforme al artículo que comentamos. 

Art. 100 inextinguibilidad de la acción civil: 

La acción civil derivada del hecho no se extingue mientras subsista la 

acción penal. 

En el campo del derecho procesal penal se plantea el problema acerca de, si al 

dejar de tener existencia el proceso penal por cualquier de las causas legales, 

cesa también la jurisdicción respecto a la acción civil. 

Al respecto cabe anotar, que si se considera que la acción civil solo puede 

funcionar en correlación con la acción penal, es natural que si esta última deja 

de producir afectos jurídicos por cualquier causa legal, aquella, como 

consecuencia, tendrá que extinguirse causa legal, aquella, como consecuencia 
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tendrá que extinguirse, salvo los casos en que por expresa disposición legal 

subsiste la obligación de la reparación civil. 

Art. 101 Aplicación Supletoria del Código Civil: 

La reparación civil se rige, además, por las disposiciones del código civil. 

Como la reparación civil se dirige a un tiempo a la protección de la víctima 

del delito y a la mejor defensa social, su evaluación no puede regirse por las 

normas del derecho privado. 

El art. 1 O 1 declara que la reparación civil se rige además por lo dispuesto por 

el C.C., el daño o perjuicio son elementos 'importantes, pero no los únicos, 

solo atienden a la reparación del daño privado. Su función social fuerza a 

contemplar otros aspectos fundamentales como las carencias sociales que 

hubiera sufrido el agente, su cultura y sus costumbre y los intereses de la 

víctima, su familia o de las personas que de ella depende (art. 45 del C.P.). 

La remisión normativa supone que el C.P. reconoce que la reparación civil no 

es un instituto propio sino ajeno y que pertenece a otra rama del derecho. 

Solo así se explica la existencia del art. 101, pues el C.C., es el cuerpo de 

normar que regula de manera minuciosa y prolija la reparación civil al se una 

de sus instituciones características. No tendría ningún sentido que siendo la 

reparación civil una institución propia del derecho penal, este mismo remita 

su regulación, siempre más específica, a otro cuerpo normativo. En todo caso 

sería lógico que el C.P., agotase una normatividad de dicha índole 

cubriéndola con sus disposiciones en todos sus aspectos. 
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2.3. Definición de términos124 

• Reparación Civil.- La acción penal que se da inicio por la perpetración 

de Resarcimiento del bien o indemnización por quién produjo el daño 

delictivo, cuando el hecho afectó los intereses particulares de la víctima. 

Según el art. 93 del Código penal, la reparación civil comprende: a) La 

restitución del bien o, si no es posible, el pago de su valor; y b) La 

indemnización de los daños y perjuicios. La reparación civil es solidaria 

si participaran varios culpables. Su cumplimiento no está limitado a la 

persona del infractor (es) sino que puede ser transmisible a sus 

herederos y terceros. 

• Regla de Conducta.- Son aquellas que rigen la conducta mínima de los 

ciudadanos en un caso determinado. Pero cuando se trata de procesos 

judiciales, el Juez Penal determina un conjunto de prescripciones que el 

condenado deberá observar escrupulosamente si pretende conservar su 

libertad. 

• Proceso Penal.- Es el conjunto de actividades, formas y formalidades 

de carácter legal, que son previamente establecidas por el órgano 

legislativo del Estado, y que llevan a cabo las personas que intervienen 

en una relación jurídica de derecho penal, con la finalidad de que un 

órgano del propio Estado resuelva un hecho propio de su competencia. 

124 Ver: FLORES POLO, Pedro (2002). "Diccionario Jurídico Fundamental", Editorial Grijley, 
Lima. Así mismo OSORIO, Manuel (1981). "Diccionario de Ciencias Jurídicas, Políticas y 
Sociales", Editorial Heliasta, Buenos Aires. 
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• Juez Penal.- Magistrado especializado en atender los procesos de 

carácter penal, cuyas funciones y competencias se encuentran 

establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

• Pena.- La pena es el medio con que cuenta el Estado para reaccionar 

frente al delito, expresándose como la "restricción de derechos del 

responsable". Por ello, el Derecho que regula los delitos se denomina 

habitualmente Derecho penal. 

• Indemnización por daños y perjuicios.- Consiste en la acción que 

tiene el acreedor o el perjudicado para exigir del deudor o causante del 

daño una cantidad de dinero equivalente a la utilidad o beneficio que a 

aquél le hubiese reportado el cumplimento efectivo, íntegro y oportuno 

de la obligación o a la reparación del mal causado. 

• Delito.- El delito, en sentido dogmático, es definido como una 

conducta, acción u omisión típica (descrita por la ley), antijurídica 

(contraria a Derecho) y culpable a la, que corresponde una sanción 

denominada pena. con condiciones objetivas de punibilidad. Supone 

una conducta infraccional del Derecho penal, es decir, una acción u 

omisión tipificada y penada por la ley. 

• Juzgado.- El Juzgado, también conocido como tribunal de justicia y 

corte, de acuerdo al lugar geográfico en el cual se esté, es aquel sitio en 

el cual un grupo colegiado, o un juez, resuelven la culpabilidad o no de 

una persona en el marco de una causa judicial que se le sigue en su 

contra. Si bien la principal función que ejerce este órgano público es 

ejerciendo la jurisdicción la resolución de litigios como bien 
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mencionábamos, también pueden cumplir efectivamente actos de otro 

tipo para los cuales las leyes que correspondan los habilitan y que se 

denominan como no contenciosos. 

• Pago.- El término pago presenta varios usos, uno de los más recurrentes 

habla que se trata de la entrega de un dinero o especie que se debe tras 

la prestación de algún servicio; también la palabra permite referir un 

premio o recompensa que se obtuvo u obtendrá. En el primer sentido 

mencionado, el pago, sería uno de los modos más conocidos y 

populares en el mundo para extinguir las obligaciones y que consiste en 

el cumplimiento concreto de la prestación, ya sea a través de la entrega 

de una suma de dinero o de alguna cosa que representa el valor de la 

prestación dada. 
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III. MATERIALES Y MÉTO])OS 

3.1. TIPO, NIVEL Y DISEÑO DE INVESTIGACIÓN 

Correspondió a una investigación jurídica Mixta, tanto Dogmática 

como Empírica, en su dimensión dogmática tiene por finalidad cuya 

finalidad es ampliar y profundizar conocimientos sobre el problema de 

investigación planteado, es decir sobre la reparación civil como regla de 

conducta; y su dimensión empírica busca analizar el tratamiento jurídico del 

problema planteado en las sentencias de los juzgados especializados en lo 

penal de Huaraz, por ello en base a la unidad de análisis se podrá determinar 

los problemas y sus consecuencias. 

Así mismo para demostrar la ocurrencia del problema se obtuvo datos 

de la realidad jurídica referidos a procesos judiciales relacionados a nuestro 

problema de investigación, para de esa forma reforzar nuestro estudio y que 

nos permita validar la hipótesis de investigación planteada. 

3.2. DISEÑO DE INVESTIGACIÓN 

3.2.1 Tipo de diseño 

Correspondió a la denominada No Experimental, debido a que careció de 

manipulación intencional de la variable in~ependiente, además no poseerá 

grupo de control ni experimental; su finalidad fue estudiar el hecho jurídico 

identificado en el problema despu_és de su ocurrencia. 
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3.2.2. Diseño General 

Se empleó el diseño Transversal, toda vez que se realizó el estudio del 

hecho jurídico en un momento determinado de tiempo, es decir, está 

delimitado temporalmente para el periodo 2009-201 O, de donde se 

recogieron los datos tanto teóricos como empíricos, los mismo que fueron 

empleados tanto en el marco teórico, como en la discusión. 

3.2.3. Diseño específico 

Se empleó el diseño Cuasal-explicativo, toda vez que se estudiará los 

factores que generan situaciones problemáticas dentro de un determinado 

contexto y poder explicar el comportamiento de las variables de estudio. 

3.3. PLAN DE RECOLECCIÓN DE DATOS 

Las estrategias o procedimientos de recogida de información, se realizó 

de la siguiente manera: 

(1) Para recoger la información necesaria y suficiente para alcanzar los 

objetivos de la investigación se empleó la Técnica Documental, cuyos 

instrumentos fueron las fichas Textuales y de Resumen. 

(2) Para el recojo de los datos de los expedientes judiciales se empleó la 

técnica del análisis de contenido. 

(3) Para sistematizar la información en un todo coherente y lógico, es decir, 

ideando una estructura lógica, un modelo o una teoría que integre esa 

información, se empleara el Método de la Argumentación Jurídica. 
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Además, para la obtención de información de la investigación se realizó a 

través del método cuantitativo y cualitativo lo que permitió recoger datos 

numéricos sobre el problema planteado. 

Análisis e interpretación de la información: 

Análisis de contenido. 

Cuyos pasos a seguir fueron: 

a) selección de la comunicación que fue estudiada; 

b) selección de las categorías que se utilizaron; 

e) selección de las unidades de análisis, y 

Criterios: 

Los criterios seguidos en el presente proceso de investigación fueron: 

a Identificación del lugar donde se buscara la información. 

'" Identificación y registro de las fuentes de información. 

• Recojo de información de la información en función a los objetivos de 

investigación, empleando técnicas e instrumentos de investigación 

pertinentes. 

" Sistematización de la información . 

., Análisis y evaluación de la información. 

3.4. INSTRUMENTOS DE RECOLECCIÓN DE DATOS 

El recojo de información del trabajo de campo se ha realizado a través 
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de la Técnica documental, empleándose como su instrumento las fichas, 

especialmente las literales y de resumen, en base a las cuales se recogieron 

la información suficiente sobre nuestro problema de estudio. 

También se aplicó la ficha de análisis de contenido para poder analizar 

los expedientes judiciales y la jurisprudencia sobre nuestro problema de 

estudio y poder determinar cuáles son los criterios jurídicos y el tratamiento 

que han dado los magistrados de la ciudad Huaraz, también se han 

considerado algunas sentencias del Tribunal Constitucional y la Corte 

Suprema, para tener un panorama más amplio como se viene tratando la 

reparación civil como regla de conducta en nuestro país. 

Para el estudio de la normatividad se realizó a través de los métodos 

exegético y hermenéutico, para tener una visión sistemática nuestro 

problema de estudio. 

3.5. PLAN DE PROCESAMIENTO DE DATOS 

Primero.- Se tabularon y ordenaron los datos de acuerdo a un parámetro 

elaborado en función de los propósitos de la investigación. Para cada 

variable se elaboró un parámetro que consiste en una escala de valoración de 

los datos recogidos. 

Segundo.- En base de los datos ordenados se elaboraron los cuadros de 

distribución porcentual así como los gráficos estadísticos para su 

representación. 
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Tercero.- Se procedió a la discusión de la doctrina y jurisprudencia 

encontrada para poder determinar los problemas de estudio. 

3.6. PLAN DE ANÁLISIS DE DATOS 

Se siguió el siguiente plan: 

a) Presentación de los cuadros estadísticos, y análisis de los cuadros 

estadísticos, resaltándose lo datos más importantes. 

b) Interpretación de los datos que p-resentan los cuadros de acuerdo al 

marco teórico que apoya la hipótesis. 

e) Discusión de la doctrina 

d) Discusión de la normatividad y jurisprudencia. 
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IV. RESULTADOS 

PRESENTACIÓN, ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE DATOS 

4.1. RECOJO DE DATOS EMPÍRICOS SOBRE LA REPARACIÓN CIVIL 

EN EL PROCESO PENAL 

4.1.1. Resultados de la encuesta dirigida a los abogados sobre sobre el 

cumplimiento de la reparación civil en los procesos penales en el juzgado 

penal de Huaraz 

J. ¿Considera un problema álgido el incumplimiento de la reparación civil en los 

procesos penales? 

Cuadro N° 01 

· Repuestas f % 
Totalmente de Acuerdo 20 29 
Acuerdo 25 36 

No opina 5 7 
Desacuerdo 15 21 
Totalmente en desacuerdo 5 7 

Total 70 100 

Gráfico N° 01 

-------··-·--·-----------···-···-···-----··-------------------------··---
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INTERPRETACIÓN: 

Se puede apreciar que una relativa mayoría se inclina en estar de acuerdo como 

así · lo demuestra el presente gráfico; ya que el 29% de los encuestados 

manifiestan estar totalmente de acuerdo; así como 25 encuestados, es decir el 

36% afirma estar de acuerdo; 5 encuestados que representan el 7%, no opinan 

sobre la pregunta; mientras que 15 encuestados, es decir el 21%, se muestran 

en desacuerdo; así como 5 encuestados quienes representan el 7%, afirman 

estar totalmente en desacuerdo con esta pregunta. 
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2. ¿Considera que la falta de cumplimiento de la reparación civil como 

consecuencia de haber sido sentenciado en el delito afocta al Estado y 

agraviado? 

Cuadro N° 02 

Repuestas f % 

Totalmente de Acuerdo 22 31 

Acuerdo 24 34 

No opina 6 9 

Desacuerdo 15 21 

Totalmente en desacuerdo 3 4 

Total 70 100 

Gráfico N° 02 

.---------------·---···-----------------
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INTERPRETACIÓN: 

Como se observa en el presente gráfico la mayoría de los encuestados se 

inclinan por estar de acuerdo en que la falta de cumplimiento de la reparación 

civil como consecuencia de haber sido sentenciado en el delito de peculado 

afecta directamente al Estado y al agraviado; ya que el 31% de los encuestados, 

es decir 22, manifiestan estar totalmente de acuerdo; así como también un 34%, 

es decir 24 encuestados, también refieren estar de acuerdo; solo 6 encuestados 

quienes representan el 9%, no opinan sobre el tema, con lo que se mantienen al 

margen; por otro lado una minoría se inclina por estar en desacuerdo como así 

lo demuestran 15 encuestados, es decir el 21 %; y otro 4% de los encuestados, 

' es decir 3, manifiestan estar totalmente en desacuerdo en que la falta de 

cumplimiento ·de la reparación civil como consecuencia de haber sido 

sentenciado en el delito de peculado afecta directamente al Estado. 
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3. ¿Considera que en la Corte Superior de Ancash, el problema del cumplimiento 

del pago de la reparación civil, en los procesos penales tiene una magnitud 

alta? 

Cuadro N° 03 

Repuestas f % 

Totalmente de Acuerdo 24 34 

Acuerdo 26 37 

No opina 2 3 

Desacuerdo 13 19 

Totalmente en desacuerdo 5 7 

Total 70 100 

Gráfico N° 03 

---------·---····---
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INTERPRETACIÓN: 

En el presente gráfico se observa que la gran mayoría de los encuestados 

demuestran estar de acuerdo con que en la Corte Superior de Ancash, el problema 

del cumplimiento del pago de la reparación civil en los proceso penales tiene una 

magnitud alta; ya que 24 encuestados manifiestan estar totalmente de acuerdo; 

como también el 37%, es decir 26 encuestados, afirman estar de acuerdo; mientras 

que por otro lado una minoría relativa, es decir 13 encuestados, quienes 

representan el 19% afirman estar en desacuerdo; como también el 7% de los 

encuestados, es decir 5 encuestados, afirman estar totalmente en desacuerdo; solo 

2 encuestados, es decir el3%, prefieren no opinar sobre este tema. 
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4. ¿Considera que es eficaz la reparación civil, que se fija conjuntamente con la 

pena y que ésta comprende la restitución del bien o el pago de su valor y la 

indemnización de los daños y peljuicios? 

Cuadro N° 04 

Repuestas f % 

Totalmente de Acuerdo 10 14 

Acuerdo 14 20 

No opina 6 9 

Desacuerdo 22 31 

Totalmente en desacuerdo 18 26 

Total 70 100 

Gráfico N° 04 

----------- -----·-··------------------
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INTERPRETACIÓN: 

En el p~esente gráfico observamos que no hay una mayoría relativa que se 

incline por alguna de las alternativas a la pregunta realizada, ya que 1 O 

encuestados, es decir el 14% manifiesta estar totalmente de acuerdo; el20% de 

los encuestados, es decir 14, manifiestan estar de acuerdo; solo 6 encuestados 

prefieren mantenerse al margen del tema por lo que no opinan; mientras que 22 

encuestados quienes representan el 31%, afirman estar en desacuerdo con que 

es eficaz la reparación civil, que se fija conjuntamente con la pena y que ésta 

comprende la restitución del bien o el pago de su valor y la indemnización de 

los daños y perjuicios; así como el 26%, es decir 18 encuestados, manifiestan 

estar totalmente en desacuerdo. 
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5. ¿Está de acuerdo con considerar el cumplimiento de la reparación civil, como 

regla de conducta? 

18 

16 

14 

12 

10 

8 

6 

4 

2 

o 

Cuadro N° 05 

Repuestas f % 

Totalmente de Acuerdo 14 20 

Acuerdo 16 23 

No opina 10 14 

Desacuerdo 18 26 

Totalmente en desacuerdo 12 17 

Total 70 100 

Gráfico N° 05 
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INTERPRETACIÓN: 

A la pregunta ¿Está de a,cuerdo con considerar el cumplimiento de la 

reparación civil, como regla de conducta?, 14 encuestados es decir el 20%, 

manifiestan estar totalmente de acuerdo; así como el 23% de los encuestados, 

es decir 16, afirman estar de acuerdo; podemos observar también que una 

minoría relativa prefieren no opinar sobre el tema, como lo manifiestan 1 O 

encuestados; mientras que 18 encuestados, es decir el 26%, refieren estar en 

desacuerdo; y otros encuestados, quienes representan el 17%, afirman estar 

totalmente en desacuerdo. 
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6. ¿Considera si se establece el cumplimiento de la reparación civil como regla 

de conducta esta sería contraria al mandato constitucional que "no hay 

prisión por deudas" (artículo 2, inciso 24, literal e de la Constitución)? 

Cuadro N° 06 

Repuestas f % 

Totalmente de Acuerdo 12 17 

Acuerdo 20 29 

No opina 8 11 

Desacuerdo 16 23 

Totalmente en desacuerdo 14 20 

Total 70 100 

Gráfico N° 06 

-------------------------------------------------------------------
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INTERPRETACIÓN: 

En el presente gráfico observamos que 12 encuestados, quienes representan el 

17%, manifiestan estar totalmente de acuerdo con que si se establece el 

cumplimiento de la reparación civil como regla de conducta esta sería contraria 

al mandato constitucional que "no hay prisión por deudas" (artículo 2, inciso 

24, literal e de la Constitución); así como también el 29%, es decir 20 

encuestados, manifiestan estar de acuerdo; 8 encuestados, es decir el 11%, no 

opinan sobre el tema; por otro lado el23% de Jos encuestados manifiestan estar 

en desacuerdo; y una relativa mayoría como son 14 encuestados, es decir el 

20%, afirman estar totalmente en desacuerdo. 
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4.1.2. Resultados de la revisión de expedientes judiciales sobre cumplimiento 

del pago de la reparación civil en los juzgados especializados en lo penal de 

Huaraz, periodo 2009-2010. 

7. Cantidad de sentencias que incluye el pago de la reparación civil en el juzgado 

penal de Huaraz durante el periodo 2009-201 O. 

Cuadro N° 08 

Año f % 

2009 92 49.20 

2010 95 50.80 

187 100 

Gráfico N° 08 

----- ------------------------------------, 

95 

94.5 

94 

93.5 

93 

92.5 

92 

91.5 

91 

90.5 
2009 2010 

106 



INTERPRETACIÓN: 

El presente gráfico nos muestra que durante el período 2009 al 201 O se han 

procesado un total de 187 sentencias en las que incluyen el pago de reparación 

civil, y podemos observar que durante el año 2009 se dictaron un total de 92 

sentencias, es decir el 49.20%; y durante el año 2010 se efectuaron 95 sentencias 

que representa el 50.80% del total de sentencias dictadas durante el periodo 2009 

-2010. 
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8. Cumplimiento del pago de la reparación civil en los juzgados penales de 

Huaraz, durante el periodo 2009-2010. 

Cuadro No 08 

Año Total f % 

2009 92 12 11.04 

2010 95 11 10.45 

187 23 

Gráfico N° 08 
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INTERPRETACIÓN: 

Como observamos en el presente gráfico, durante el año 2009, de 92 

sentencias solo 12, es decir el 11.04% cumplieron con el pago respectivo de 

la reparación civil; durante el año 201 O de un total de 95 sentencias, sólo el 

10.45%, es decir 11 sentenciados efectivizaron su pago correspondiente a la 

reparación civil de las sentencias, consecuentemente, solo el 12.30% del total 

de sentencias emitidas durante el periodo 2009 - 2010, por los juzgados 

especializados en lo Penal de Huaraz, cumplieron con efectivizar el pago 

íntegro de la reparación civil. 
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9. Jnejecución del pago de la reparación civil por prescripción en los Juzgados 

Especializados en lo penal de Huaraz durante el periodo 2009-201 O 

Cuadro N° 09 

Año Total f % 

2009 92 25 23 

2010 95 28 26.06 

187 53 

Gráfico N° 09 
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INTERPRETACIÓN: 

En el ·presente gráfico observarnos, que durante el año 2009, de 92 

sentenciados, 25 obligados no efectuaron el pago por reparación civil quienes 

representan el 23%; mientras que durante el año 2010 de un total de 95 

sentencias, 28 sentenciados, es decir 26.06%, no se ejecutó el pago de la 

reparación civil, por cuanto, llegaron a prescribir, consecuentemente, el 

28.34% del total de sentencias emitidas durante el periodo 2009 - 201 O, por los 

juzgados especializados en lo Penal de Huaraz, fueron inejecutables debido a la 

prescripción. 
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10. Montos fijados por concepto de reparación civil, por los Juzgados 

especializados en lo penal de Huaraz, durante el periodo 2009-2010. 
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Cuadro N° 10 

Montos f 

500-1000 45 

1001 - 1500 35 

1501 -2000 39 

2001 - 2500 22 

2501 - 3000 27 

Más 3000 19 

187 

Gráfico N° 10 
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INTERPRETACIÓN: 

Como observamos en el presente gráfico, para los montos fijados para la 

reparación civil en los Juzgados Especializados en lo Penal de Huaraz, durante 

el2009- 2010; a 45 sentenciados se les fijo que paguen entre 500 a 1000 soles 

por reparación civil, quienes representan el 24.06%; mientras que a 35 

sentenciados se le fijó que el monto a pagar estaría entre 1001 a 1500 nuevos 

~oles, que representa el 18.72%; el 20.86% de los sentenciados, es decir 39, 

cumplirían con el pago respectivos entre los montos de 1501 a 2000 nuevos 

soles; 22 sentenciados estarían pagando montos entre 2001 y 2500 nuevos 

soles, estos sentenciados representarían el 11. 76%; mientras que 27 

sentenciados, es decir el 14.44%, pagarían montos entre 2501 a 3000 nuevos 

soles; un promedio 19 sentenciados, es decir el 1 0.16% abonarían cantidades 

mayores a 3000.00 nuevos soles como pago correspondiente a la reparación 

civil en los Juzgados Especializados en los Penal de Huaraz. 

113 



V. DISCUSIÓN 

5.1. Análisis dogmático-jurídico de la responsabilidad civil en el Proceso 

Penal 

5.1.1. Generalidades 

Fernando de Trazegnies125 dice: "Parecería que, para comprender adecuadamente 

la forma como opera la responsabilidad civil en las varias situaciones en que se 

presenta, no basta la distinción entre la responsabilidad contractual y la 

responsabilidad extracontractual: se requiere fragmentar aún más el campo de 

estudio a fin de diferenciar una nueva nación dentro de esa confederación 

denominada responsabilidad civil; o cuando menos una provincia que no era 

usualmente mostrada como tal por los mapas clásicos: el territorio de los 

accidentes. 

La responsabilidad civil atiende fundamentalmente al concepto de daño: la 

obligación de indemnizar surge como consecuencia de la existencia de una 

responsabilidad civil, pretende siempre remediar un daño. Sin embargo, cuando 

analizamos los daños que son materia de la responsabilidad civil encontramos que 

no todos son del mismo tipo, no sólo en cuanto a sus efectos sino también en lo 

que se refiere a las circunstancias en que los daños son producidos. 

De un lado, existe el daño que la sociedad considera como parte normal y 

aceptable de la vida social, al punto que Jo autoriza o cuando menos lo excluye de 

125 TRAZEGNIES, Fernando (1988). "La Responsabilidad Extracontractual. (Arts. 969-1988)", 
Pontificia Universidad Católica del Perú, Fondo Editorial, p. 471. 
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la posibilidad de un resarcimiento (no siempre explícitamente, ya que muchas 

veces la "autorización" es más bien un presupuesto social antes que fruto de una 

norma legal). En este caso, hay daño pero Iio hay injuria: no se puede hablar de un 

daño "injustificado" (que no es lo mismo que un daño culpable) porque, al 

contrario, se encuentra justificado por una norma legal o por un uso social. Por 

consiguiente, tal daño no es indemnizabJe· y tiene que ser asumido por los propios 

damnificados. 

Este es el caso, por ejemplo, de aquellos daños (incluso intencionales) que 

resulten de una competencia económica leal: estos daños no son reparables, 

aunque pudieran tener consecuencias tan graves como la quiebra del competidor 

(lo que equivale a su muerte económica). Esta es la situación también de los daños 

que resulten del caso fortuito o de las calamidades públicas (aun cuando veremos 

a continuación que la sociedad actual está empeñada en domesticar jurídicamente 

el azar, lo que implica introducir de alguna manera los daños fortuitos dentro de la 

responsabilidad civil). De otro lado, existe el daño resarcible, es decir, aquél que 

la sociedad considera que su carga económica no debe ser afrontada 

exclusivamente por el damnificado 126 • 

Sostiene una Necesidad de una modernización del derecho, partiendo de las tesis 

de Maree! Planiol y Georges Ripert, en tal sentido que las fuentes de la 

responsabilidad son tres: El contrato, el delito y la ley. Las dos primeras 

corresponden a las clásicas responsabilidades contractual y extracontractual. La 

tercera constituye un tipo distinto de responsabilidad que no está fundamentada en 

126 Ibíd. pp. 471-472. 
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el incumplimiento contractual ni en el dolo o culpa, sino en un mandato de la ley y 

que, cuando menos de la manera como lo explican estos mismos autores a través 

de ejemplos, se acerca mucho a los caso de accidentes, el riesgo de la navegación 

aérea, el riesgo profesional y el riesgo de los accidentes de trabajo, por ejemplo 127 

comenta: 

Sin embargo, la denominación adoptada por Planiol y Rupert ·para este tercer 

grupo de daños-denominanación que responde a la metodología de la 

categorización empleada por esos autores- no es feliz, debido a que sabemos que 

toda responsabilidad civil tiene siempre como fundamento último la ley. Además, 

la omnipresencia de la culpa que todavía se advierte en estos juristas, les hace 

concebir la responsabilidad "legal" (podríamos llamarla objetiva) como un caso 

anómalo y no les permite desarrollar todas las potencialidades de la idea. La 

responsabilidad "Legal" queda en ellos como una categoría indefinida y ambigua, 

que surge paralelamente al Derecho Civil y no dentro de su marco: reconocen el 

nacimiento de una categoría jurídica nueva fuera de los muros de la ciudad 

civilista; pero no le abren las puertas a fin de incorporarla ex teoría como una 

tercera división de la responsabilidad civil 128 

Por su parte, Galvez Villegas129 en su obra denominada "Resarcimiento del daño 

proveniente del delito en el proceso penal, parte de una perspectiva que la acción 

delictiva lesiona dos intereses jurídicos protegidos, uno constuído por el interés 

público de toda Sociedad y el Estado en particular, y el otro constituido por el 

interés particular del titular del bien jurídico afectado, en consecuencia deja bien 

127 Ibíd. pp. 472- 473. 
128 Ibíd. p. 473. 
129 GALVEZ VILLEGAS, Tomás. "La Reparación ... ". Ob. Cit., p. 404. 
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en claro, que la acción delictiva genera por un lado la acción penal orientada a 

lograr la aplicación de la pena al agente del delito, y cuyo ejercicio y titularidad 

está a cargo del Ministerio Público; y la acción civil resarcitoria orientada a la 

reparación del daño; y la acción civil resarcitoria orientar la reparación del daño y 

cuyo ejercicio estará a cargo del titular del bien jurídico afectado o de sus 

sucesores de ser el caso. 

Mostrando una preocupación sobre la víctima del delito que afirman que han sido 

totalmente postergadas, y el proceso penal más bien se ha convertido en una 

especie de segunda victimización para éstas, ya que han tenido que hacer frente a 

nuevas erogaciones por patrocinio de bogados y acopio de pruebas para acreditar 

su pretensión, así como afrontar pérdida de tiempo y otros molestias propias de la 

misma existencia del proceso, y al concluir éste, ven frustradas todas sus 

expectativas, al no lograr en casi la totalidad de los casos ni siquiera una mínima 

reparación; lo que finalmente conduce a la incertidumbre de la interrogante si 

valió o no valió la pena haber comparecido en el proceso penal y pretender la 

satisfacción de su interés o la pretensión. 

Plantea en su trabajo esclarecer cual es el sistema de reparación del daño 

proveniente del delito consagrado por nuestro ordenamiento jurídico, es decir 

cómo debe ejercitarse la acción resarcitoria ante que vía -, como debe probarse la 

entidad y magnitud del daño, como debe verificarse la relación de causalidad entre 

el hecho causante y el resultado dañoso, cuales son los factores de atribución de 

responsabilidad civil, como debe practicarse y acreditarse la magnitud del 

resarcimiento -reparación civil-, busca esclarecer cuales son las diferencias entre 
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la responsabilidad penal y responsabilidad civil, cuales son las influencias de la 

una sobre la otra, sobre todo en lo referente a la prescripción de ambas acciones, 

así como también las demás categorías sustantivas y procesales vinculadas al 

resarcimiento en general . Tal vez lo novedoso sea el aporte sobre la descripción, 

análisis y explicación, como se viene interpretando y aplicando la normatividad 

relativa al resarcimiento del daño proveniente del delito por parte de nuestros 

operadores procesales, y cuál es el nivel de cumplimiento de las sentencias 

penales en el extremo relativo al resarcimiento del daño basadas en una 

investigación empírica que realizó para la sustentación de su tesis para optar el 

grado de maestro en Ciencias Penales en la Universidad de Post Grado de la 

Facultad de Derecho de la Universidad Nacional Mayor de San Marcos, titulada 

"El resarcimiento del daño en el proceso penal". 

5.1.2. La reparación civil en la legislación nacional 

5.1.2.1. Extensión de la reparación civil 

A tenor de lo prescrito por el Art. 93° del C.P. vigente la reparación civil 

comprende: la restitución del bien objeto del delito o en defecto de aquel, el pago 

de su valor; y la indemnización de los daños y perjuicios causados al ofendido o a 

las personas con derecho a dicha reparación. 

A) La restitución del bien: 

Por restitución se entiende a la restauración del bien al estado existente 

antes de la producción del ilícito penal, es decir es el restablecimiento del 
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status quo 130
• En el caso que la restitución es imposible de hecho, nuestra 

legislación establece que el damnificado puede exigir en sustitución de ella 

y como reparación, el pago del valor del bien, más el de estimación si lo 

tuviere. 

La restitución debe hacerse aun cuando el bien se halle en poder de un 

tercero que lo posee legalmente, en estos casos el tercero puede demandar 

una compensación de su valor a quienes se les suministraron o 

transfirieron. No será aplicable esta disposición cuando el tercero haya 

adquirido el bien en la forma y con los requisitos establecidos por las leyes 

para hacerla irreinvindicable. 

B) La indemnización de los daños y perjuicios: 

Se considera indemnización el pago de una cantidad de dinero como 

compensación por el daño y los perjuicios ocasionados a la víctima o a su 

familia con el delito. En consecuencia la indemnización asume un rol 

subsidiario y de complemento frente a la restitución, su valoración debe 

hacerse atendiendo a la naturaleza del daño y de los perjuicios que éste ha 

generado a la víctima acorde con el Art. 1985° del Código Civil. Sin 

embargo el texto legal no precisa a qué clase de daños se refiere, pero 

entendemos que se refiere tanto a los daños morales y materiales 

producidos por el delito131 • 

130 QUINTERO OLIVARES, Gonzalo. Ob. Cit., p. 670. 
131 En cuanto a los perjuicios nuestro código está indicando al daño emergente, cuando se refiere al 
daño del bien al momento de la infracción, y de lucro cesante, que se refiere a los ingresos que se 
dejan de percibir por el daño. VILLA VlCENCIO TERREROS, Felipe. Ob. Cit., p. 269. 
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5.1.2.2. Determinación de la Reparación Civil 

Nuestro Código Penal carece de normas específicas que orienten al Juez Penal 

sobre los criterios de determinación de las dimensiones cualitativas y cuantitativas 

de la reparación civil; sin embargo consideramos que ésta debe surgir de una 

valoración objetiva y del grado de realización del injusto penal. 

A) Valoración Objetiva: El Juez debe valorar en forma objetiva la magnitud 

del daño y del perjuicio material y moral ocasionado a la víctima, sin 

subordinar o mediatizar estas consideraciones a partir de otros factores 

como la capacidad económica del autor del delito, la concurrencia de 

circunstancias atenuantes, etc. 

B) Grado de realización del injusto Penal: Consideramos loable que la 

reparación civil debe estar en relación directa con el grado de realización 

del injusto penal, lo cual equivale a sostener que la reparación civil tiene 

que ser menor en una tentativa que en un delito consumado; en un delito 

de lesión que en uno de peligro. 

Existe al respecto un sector de la doctrina que considera que al no 

producirse daño material en la tentativa o en los delitos de peligro no es 

posible sostener un derecho reparatorio para la víctima; pero si bien es 

cierto que en la tentativa o en los delitos de peligro no hay daño concreto y 

por ende no existiría restitución del bien, si existe un daño moral en la 

víctima tal es el caso de una tentativa de homicidio o de violación sexual, 

lo cual se podría considerar como daño emergente y los ingresos que 
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dejaría de percibir como producto del trauma sufrido se catalogaría como 

lucro cesante. 

5.1.3. La jurisprudencia sobre la reparación civil 

En el análisis de la casuística judicial peruana sobre reparación civil se registra 

fundamentalmente dos tipos de problemas. En primer lugar es frecuente que se 

establezca un monto de reparación civil que resulta desproporcionado en relación 

a la naturaleza y características del daño ocasionado por el delito. En segundo 

lugar se aprecia también de modo reiterado que las resoluciones judiciales 

recurren a fórmulas generales y omiten el señalamiento de las razones específicas 

que justifican la extensión dineraria de la reparación civil, por ejemplo: 

En la Ejecutoria contenida en el Expediente N° 1197-87, la Sala Penal de la Corte 

Superior de Justicia de Loreto füa la suma de Quinientos Intis, sin embargo al 

recurrir ante el Superior en grado, la Sala Penal de la Corte Suprema la eleva y fija 

el monto en Mil Intis; pero no precisa cuáles son los fundamentos que conlleva a 

esta instancia judicial a aumentar la reparación civil. 

En la jurisprudencia, contenida en el Expediente N° 773-85, el Juez fija la 

reparación civil como norma de conducta, sin embargo la Sala Penal de la Corte 

Superior de Lima la Revoca con el fundamento de que las reglas de conducta 

deben referirse a normas de conductas y no a obligaciones. La ejecutoria signada 

843-2001, conllevó al 14° Tribunal de Lima a declarar Nula la sentencia por 
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cuanto se fijó reparación civil solidaria al autor y a los encubridores, olvidado que 

el encubrimiento se sanciona con multa conjuntamente a la pena132 • 

Todas estas deficiencias llevaron a discusiones en los Plenos Jurisdiccionales 

realizados en la ciudad de Arequipa en el mes de Diciembre de 1997, pleno 

realizado en la ciudad de Cuzco en el mes de Setiembre de 1999 y en la ciudad de 

Chiclayo en el mes de Noviembre del 2000, llegando a acuerdos, corrigiendo 

errores y uniformizando criterios y haciendo ver los defectos de la ley. 

En lo que se refiere a la Reparación Civil, las resoluciones judiciales muestran 

muchas deficiencias. Al parecer Jos Jueces Penales carecen de una adecuada 

aptitud técnica para fijar con razonables cuotas de acierto y equidad, las 

indemnizaciones que corresponden a los agraviados con la comisión de un hecho 

punible. En uno de los pocos estudios realizados en el país sobre la Reparación 

Civil se describe los principales obstáculos y defectos que desde la ley o desde el 

proceder de la judicatura dificultan una adecuada determinación de 

responsabilidades civiles derivadas del delito como daño antijurídico. 

En relación al resarcimiento del daño en general, y específicamente al daño 

proveniente del delito, es decir el resarcimiento dentro del proceso penal, nuestra 

jurisprudencia se muestra incoherente e ineficaz, pues, en algunos casos se ampara 

el resarcimiento en determinadas condiciones y magnitud, y en otros casos 

similares se determina la magnitud del daño totalmente distinta sin dar razón o 

motivación alguna; asimismo, los montos establecidos como reparación civil son 

exiguos y no corresponden a la real magnitud del daño causado y probado en el 

132 PRADO SALDARRIAGA, Víctor. Ob. Cit., p. 203. 
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proceso, a la vez que no se establecen cuáles son los criterios que han seguido 

para la determinación del hecho dañoso, del daño, de la relación, de la causalidad 

entre ambos, del factor de atribución de responsabilidad y del resarcimiento133 • 

Tal vez como se expuso anteriormente, un factor que limita de modo relevante la 

determinación adecuada de la Reparación Civil, sea, justamente, la ausencia de 

normas que orienten al Juez en dicha tarea. Como se recordará, el Código Penal 

de 1924, aunque de modo limitado, contenía en el Art. 69° algunas pautas 

generales para decidir sobre la magnitud de la Reparación Civil, pero no fueron 

reproducidas por el Código vigente. En efecto en dicho dispositivo se precisaba 

que "la Reparación Civil se hará valorando la entidad del daño, por medio de 

peritos si fuese practicable, o por el prudente arbitrio del Juez". 

Por consiguiente, ante la falta de disposiciones legales los Jueces no tiene otra 

posibilidad que recurrir a su "prudente arbitrio". Sin embargo, en el ejercicio de 

este criterio se han ido mezclando algunos factores ajenos al daño emergente o al 

lucro cesante, como la situación económica del condenado, lo que ha 

distorsionado, en gran medida, la evaluación cualitativa y cuantitativa que 

corresponde hacer sobre la Reparación Civil en términos de responsabilidad 

extracontractual. De otro lado, es importante advertir que las reglas del Art. 46° 

están orientadas a la determinación de la pena y no a las consecuencias civiles de· 

un delito que exigen por su propia naturaleza una valoración predominantemente 

objetiva134• 

133 GALVEZ VILLEGAS, Tomás. "El resarcimiento ... ". Ob. Cit., p. 277. 
134 De manera diferente lo considera BRAMONT-ARIAS TORRES, Luis. Ob. Cit., pp. 304 y ss. 
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Es interesante destacar desde una perspectiva psicosocial que la constante 

preocupación judicial por las condiciones económicas del agente del delito, 

guarda relación con el objetivo práctico de hacer viable el pago de la reparación 

civil. Es decir, los Jueces suelen reducir los montos que realmente corresponden a 

la gravedad del perjuicio ocasionado, para facilitar que los sujetos obligados 

puedan cumplir con la reparación del daño. 

Ello es más evidente en los casos de suspensión de la ejecución de la pena donde 

la reparación civil se consigna como regla de conducta. De allí, pues, que resulta 

atinada la formulación que formula Gálvez Villegas, acerca de que en nuestra 

praxis judicial, este tipo de valoraciones y actitudes afectan la aplicación adecuada 

sobre las normas de reparación civil. Según dicho autor: "queda comprobada la 

incidencia de la condición económica del agente en el resarcimiento del daño 

proveniente del delito, y en consecuencia la ineficacia del ordenamiento jurídico 

en este aspecto"135 • 

5.2. Alcances sobre la reparación civil en nuestro Código Penal vigente 

5.2.1. La ejecución de la reparación civil 

La ejecución de la obligación reparadora y la pena, tienen sus propios mecanismos 

de cumplimiento, así en cuanto a la ejecución de la reparación civil, se regula 

conforme lo prevé el artículo 337 del Código de Procedimientos Penales 

( efectivización de la reparación civil), a cargo del Juez que dictó la sentencia 

conforme lo establece el artículo 338 del Código de Procedimientos penales y de 

135 GALVEZ VILLEGAS, Tomás. "El resarcimiento ... ". Ob. Cit., p. 281. 
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acuerdo a las normas de la ejecución forzada, esto es de la forma establecida por 

los artículos 725 al 428 del Código Procesal Civil; la que podrá concretarse a 

través de una medida cautelar previamente ejecutada o trabándose una medida 

propia de la ejecución de resoluciones judiciales, procediéndose a la tasación del 

bien, concluyendo con el respectivo remate, pago o adjudicación del ser el caso. 

En el Nuevo Código Procesal Penal se sigue el mismo mecanismo, conforme lo 

prevé el artículo 493 inciso l. 

5.2.2. La reparación civil como regla de conducta en la pena privativa de 

libertad suspendida en su ejecución, según nuestra jurisprudencia: 

Nuestro legislador, a través del artículo del 57 del Código Penal, ha previsto la 

figura de la Suspensión de la ejecución de la pena, que puede ser impuesta cuando 

esta sea menor a cuatro años de PPL y si la naturaleza del hecho y la personalidad 

del agente hicieran prever que no cometerá nuevo delito, a lo que se suma que 

para graduar la pena debe tenerse en cuenta las funciones preventiva, protectora y 

resocializadora de la pena, en virtud del principio de proporcionalidad y 

racionalidad de la misma conforme a lo dispuesto en el numeral VII, XI y X del 

Título preliminar del Código Penal. 

En el artículo 58 del Código Penal, se dispone, que el Juez al otorgar condena 

condicional (suspensión de la Ejecución de la pena) impondrá diferentes reglas de 

conducta entre las que se encuentra (inciso 4) la reparación de los daños 

ocasionados por el delito. Y por el artículo 59, establece que frente al 

incumplimiento de las normas de conducta impuestas o fuera condenado por otro 

delito, el juez, podrá, según sea el caso y conforme a sus atribuciones: a) 
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amonestar al infractor, b) Prorrogar el periodo de suspensión hasta la mitad del 

plazo inicialmente fijado, en ningún caso, la prorroga podrá exceder de tres años y 

e) revocar la Suspensión de la pena. 

La procedencia o no de la revocatoria de la suspensión de la pena por 

incumplimiento de la regla de conducta de reparación del daño ocasionado con el 

delito, es un tema polémico y discutido en nuestra jurisprudencia y doctrina que 

ha motivado dos posiciones contrapuestas, como lo esgrime el profesor Tomás 

Aldino Gálvez Villegasl 36: 

A. La procedencia de la revocatoria de la suspensión de la pena, por 

incumplimiento de la obligación resarcitoria.-

Esta posición se sustenta en la interpretación literal de los artículos 58 y 59 del 

Código Penal, el primero de los cuales establece que es imperativo del Juez 

imponer entre las reglas de conducta la "reparación del daño", y el segundo, en su 

inciso 3) establece que el Juez, en caso de incumplimiento de alguna regla de 

conducta, puede revocar la suspensión de la pena. Posición que por mayoría es 

adoptada por el Pleno Jurisdiccional de 1997, llevado a cabo en la ciudad de 

Arequipa, en el que se acordó: a) Que el pago de la reparación civil es susceptible 

de ser impuesta como regla de conducta en un régimen de suspensión de ejecución 

de la pena. b) El incumplimiento del pago de la reparación civil impuesta como 

regla de conducta, puede provocar la revocatoria de la suspensión. Posición que 

también ha sido acogida por el Tribunal constitucional y la Corte Suprema en 

diferentes resoluciones tales como: 

136 Ibídem. 
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El Tribunal Constitucional frente al cuestionamiento de las resoluciones judiciales 

que revocaron la suspensión de la pena privativa de libertad, haciendo efectiva la 

pena, ha desestimado las demandas de hábeas corpus, y se ha pronunciado 

señalando que no es correcto afirmar que el pago de la reparación civil como regla 

tiene naturaleza civil, sino que por el contrario, operaría como "una condición 

cuyo cumplimiento determina la inejecución de una sanción penal" (STC, Exp. N° 

00695-2007-PHCITC137 ; STC, Exp. N° 5589-2006-PHCITC, Exp. No 3953-2004-

HC/TC, Exp. N° 2982-2003-HC/TC y Exp. N° 1428-2002-PHCITC) por lo cual, 

en su opinión, su imposición como regla de conducta resultaría legítima. 

Precisando que no se vulnera el principio constitucional que prohíbe la prisión por 

deudas, previsto en el artículo 2°, inciso 24), literal "e", de la Constitución 

Política. 

En tal sentido y respecto al específico supuesto de la revocatoria de la suspensión 

de la ejecución de la pena por la insatisfacción del pago de la repara-ción civil, se 

puede esgrimir los siguientes fundamentos: 

• La naturaleza de la suspensión de la ejecución de la pena, es potestad del 

juez; quien, debe valorar la conveniencia de su aplicación a cada caso 

137 "Al respecto este Tribunal ha señalado que cuando el citado artículo prohíbe la prisión por 
deudas, con ello se garantiza que las personas no sufran restricción de su libertad locomotora por 
el incumplimiento de obligaciones, cuyo origen se encuentra en relaciones de orden civil. La única 
excepción a dicha regla se da, como la propia disposición constitucional lo señala, en el caso del 
incumplimiento de deberes alimentarios, toda vez que en tales casos están de por medio los 
derechos a la vida, la salud y a la integridad del alimentista, en cuyo caso el juez competente puede 
ordenar la restricción de la libertad individual del obligado. Sin embargo tal precepto -y la 
garantía que ella contiene- no se extiende al caso del incumplimiento de pagos que se establezcan 
en una sentencia condenatoria. En tal supuesto no es que se privilegie el enriquecimiento del erario 
nacional o el carácter disuasorio de la pena en desmedro de la libertad individual del condenado, 
sino fundamentalmente la propia eficacia del poder punitivo del Estado y los principios que debajo 
de ella subyacen, como son el control y la regulación de las conductas de acuerdo con ciertos 
valores y bienes jurídicos que se consideran dignos de ser tutelados". (Exp. N.0 1428-2002-
HC/TC). 

127 



concreto, estableciendo para su otorgamiento, se imponga determinadas 

limitaciones conforme corresponda. 

• La imposición ( efectivización) de la pena privativa de libertad no se funda 

en el incumplimiento de una obligación de naturaleza civil 

(independiente), pues la suspensión de la ejecución de la pena .no hace 

nacer la obligación (que es preexistente); más bien es una obligación cuyo 

cumplimiento determinaba la inejecución de una sanción penal. El 

incumplimiento de la regla de conducta no acredita la responsabilidad del 

agente, sino es una consecuencia expresada en la revocatoria de la 

suspensión de la ejecución de la pena antes impuesta. 

• La eficacia del poder punitivo del Estado y los principios que debajo de 

ella subyacen, como son el control y la regulación de las conductas de 

acuerdo con ciertos valores y bienes jurídicos que se consideran dignos de 

ser tutelados. 

La Corte Suprema, por su lado en innumerables resoluciones también admite la · 

inclusión del pago de la reparación civil como regla de conducta. Ejecutoria 

Superior de la Sala Penal de la Corte Superior de Justicia de Loreto del 1 de Julio 

de 1999, Exp. Na 98-0163-191601-SP-01. En consecuencia ante la insatisfacción 

de una regla de con-ducta, según nuestro Tribunal Constitucional, podrá revocarse 

la suspensión de la pena; con el hincapié, que con esto no se está creando una 

nueva sanción, sino ejecutando la que inicialmente fue suspendida; a la vez que se 

arguye que la revocatoria no implica ningu-na afectación al mandato 

constitucional que prohíbe la prisión por deudas. 
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B. La improcedencia de la revocatoria de la suspensión de la pena, por 

incumplimiento de la obligación resarcitoria. 

Esta posición se sustenta en la interpretación sistemática de las normas de nuestro 

ordenamiento jurídico, por la cual se concluye que no es posible revocar la 

suspensión de la pena por incumplimiento del pago de la reparación civil, aun 

cuando el artículo 59° del Código Penal lo disponga, pues ello implicaría incurrir 

en flagrante infracción del inciso e) del numeral 24 del artículo 2° de la 

Constitución Política del Estado que consagra la libertad como derecho 

fundamental. Esta posición se fundamenta en la naturaleza privada de la 

pretensión resarcitoria y es la asumida por los vocales que no alcanzaron mayoría 

en el Pleno Jurisdiccional 1997, llevado a cabo en la ciudad de Arequipa, (24 

vo-tos contra 28) que se sustenta en: a) La obligación resarcitoria ... constituye 

una obligación de carácter patrimonial civil y solidaria entre los responsables del 

hecho punible y los terceros civilmente obligados según el artículo 101 o en 

concordancia con el arto 95° del Código Penal, además ... ; b) La efectivización de 

la pena por incumplimiento de la reparación importa una prisión por deu-das, que 

infringe la norma constitucional antedicha; e) Su aplicación atenta contra el 

principio de igualdad, ya que el tratamiento de los solventes sería distinto al de los 

insolventes, pues los primeros jamás sufrirían prisión, y todo lo contrario les 

sucedería a los insolventes. d) Finalmente, se infringe el principio de última ratio 

del Derecho penal y de la pena. 

Nuestra Corte Suprema en diferentes ejecutorias, recogiendo los fundamentos 

antes esgrimidos, ha pronunciado: 
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"Debe tenerse en cuenta que las consecuencias del delito no se agotan con la 

imposición de una pena o medida de seguridad, sino que surge la necesidad de 

imponer una sanción reparadora, cuyo fundamento está en función a que el hecho 

delictivo, no solo constituye un ilícito penal sino también un ilícito de carácter 

civil, para lo cual debe tenerse en cuenta lo previsto en el artículo 2° inciso 24 

apartado "e" de la norma normarum -No hay prisión por deudas-; por lo que no 

resulta pertinente su imposición como regla de conducta, en atención a su propia 

naturaleza jurídica, no pudiéndose supeditar la condicionalidad de la pena a la 

exigencia de su pago, como erróneamente se ha dispuesto ... - respecto a reparar el 

daño causado-; razón por la cual, es necesario dejar sin efecto dicho extremo". 

Ejecutoria Suprema del 17/02/2006, R. N. No 4885-2005 Arequipa. 

Tomando en cuenta las diferencias entre la pena y la reparación civil, en la medida 

que los efectos de esta última no se pueden equiparar a los de la pena (que 

presupone la culpabilidad del agente); la ejecución de la pena no debe depender en 

absoluto de que el condenado haya o no satisfecho su obligación de reparar el 

daño causado por el delito, es decir esta obligación recaída sobre el condenado no 

puede condicionar la ejecución de la pena suspendida que se haya dispuesto en la 

sentencia, pues, hacerlo transgrede lo previsto en el artículo 2° inciso 24 apartado 

"e" de nuestra Constitución. Así, se observa que, la segunda posición, presenta 

argu-mentos sólidos respecto a la imposibilidad de la revocatoria de la 

sus-pensión de la pena, dándose prevalencia a la aplicación de una norma de 

mayor jerarquía como es la Constitución Política del Estado. 
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En ese sentido, observamos que el inciso e) del numeral 24 del artículo 2° de la 

Constitución Política del Estado establece que "no hay prisión por deudas" salvo 

incumplimiento de deberes alimentarios, y el Código Penal en su artículo 101°, 

concordante con sus artículos 95°, 96°, 97° Y 98°, establece categóricamente que 

la reparación civil constituye una obligación privada y patrimonial sujeta al 

Código Civil y al Código Procesal Civil, por tanto, el condenado por el delito se 

convierte en el deudor de la relación deudor-acreedor que se establece a través de 

la sentencia penal de ejecución suspendida 138 • 

Por lo que armonía con lo esgrimido por el precepto constitucional, esta segunda 

posición acepta como excepción, que se imponga como regla de conducta el pago 

de reparación civil en las sentencias suspendidas en su ejecución que se expidan 

respecto al delito de omisión de asistencia familiar, así se verifica en la 

jurisprudencia nacional. 

Esto en base a que "la ratio" del delito de omisión a la asis-tencia familiar es 

sancionar al infractor que incumple dolosamente con su obligación alimentaría 

judicialmente declarada, puesto que con ello ocasiona un grave perjuicio a la salud 

del sujeto pasivo del delito, quien se encuentra privádo de satisfacer sus 

necesidades más apremiantes para poder desa-rrollarse de manera normal; por 

tanto dicha cir-cunstancia se enmarcaría perfectamente dentro de la regla de 

conducta impuesta, más cuando en este caso no se trata de una obligación civil 

propiamente dicha sino de una obligación de un contenido mayor relacionado a la 

propia subsistencia del alimentista. 

138 GAL VEZ VI LLEGAS, Tomás. "El resarcimiento ... ". Ob. Cit., p. 288. 
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5.2.3. Algunas reflexiones 

Siendo así, la segunda posición se sustenta en los principios esenciales del 

Derecho penal y de respeto de los derechos fundamentales plasmados en la 

Constitución Política del Estado, y sobre todo, partiendo de la determinación de la 

naturaleza privada de la obligación reparatoria. Aun cuando el Tribunal 

Constitucional, como se ha demostrado, establezca que la naturaleza de la 

pretensión u obligación reparatoria proveniente del delito, como una sanción 

jurídico penal y que es arreglado a ley revocar la suspensión de la pena en caso de 

falta de pago de la reparación civil. 

Que, en los delitos de Omisión de Asistencia Familiar, por su naturaleza; ambas 

posiciones aceptan que el pago de la reparación pueda imponerse como regla de 

conducta, por tratarse de una deuda alimentaria, por cuyo incumplimiento puede 

revocarse la suspensión de la ejecución de pena. Ahora en cuanto a la ejecución de 

la reparación civil, se alienta que esta debe efectuarse conforme lo prevé el 

artículo 337 y 338 del Código de Procedimientos Penales (efectivización de la 

reparación civil) en la forma establecida por los artículos 725 al 428 del Código 

Procesal Civil, esto es de acuerdo a las normas de la ejecución forzada. 

Asimismo, es conveniente reparar, sobre el cuidado de la aplicación de las reglas 

de conducta que se impongan en una sentencia, las mismas que deben guardar 

conexión con las condiciones particulares del delito y con la personalidad del 

agente. Deben, igualmente, ser específicas y determinadas. No cabe, pues, 

imponer al condenado el cumplimiento de obligaciones ambiguas y equívocas; así 
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pues respecto a la regla de reparar el daño causado, se deberá especificar si esta 

consiste en restituir el bien, devolver el dinero, pago de lo adeudado, etc. 

En su caso, se debe tener en cuenta la Ejecutoria Suprema del 24/04/2006, R.N. 

N° 2476-2005, Lambayeque; esgrime lo siguiente139: 

"Que como ya se anotó, otro requisito que impone el artículo 61 del Código Penal 

es que el condenado, durante el periodo de prueba, no cometa nuevo delito doloso 

ni infrinja de manera persistente y obstinada las reglas de conducta; que el 

imputado Vallejos Burga no cumplió con una de las reglas de conducta que le 

fueron impuestas: " ... reparar el daño causado consistente en la devolución que 

deberá hacer ... de la suma de ... ", que la reparación del daño causado, que en 

presente caso -por disposición de la propia sentencia- consiste en la devolución de 

una suma de dinero determinada, cuya obligación no escapaba al sentenciado, e 

importa obviamente una negativa persistente y obstinada de su parte, sin que 

pueda entenderse que para esa calificación sea necesario al órgano jurisdiccional, 

requerimiento o amonestaciones expresas, en consecuencia, solo se requiere que 

de autos sea perseverante y tenaz en esa decisión, que es precisamente lo que no 

ha ocurrido en autos; que por lo demás la reparación del daño impone al 

condenado un deber positivo de actuación, cuyo incumplimiento importa una 

conducta omisiva, que en ese caso comunica inequívocamente una manifiesta 

voluntad -hostil al derecho- de incumplimiento a la regla de conducta impuesta en 

el fallo ... ". 

139 SAN MARTÍN CASTRO, Cesar (2006). "Jurisprudencia y precedente penal vinculante, 
selección de ejecutorias de la corte suprema", Editora Palestra, Lima, p. 178. 

133 



Nuestra Corte Suprema mediante esta sentencia, ha establecido como precedente 

vinculante la procedencia de la imposición como regla de conducta de la 

reparación del daño causado (de manera específica). 

Que, en ese entendido conviene tener presente, que por el artículo 59 del Código 

Penal, se autoriza al órgano jurisdiccional que ante el incumplimiento de las reglas 

de conducta, pueda amonestar al infractor, prorrogar el periodo de suspensión o 

revocar la suspensión de la pena ... que al respecto la doctrina mayoritaria y la 

uniforme jurisprudencia señalan: la revocación de la suspensión se trata de la 

sanción más severa, por lo que su uso -debe ser excepcional y luego de haberse 

aplicado las saQciones precedentes de amonestación o de prórroga. Pues conforme 

lo afirma el profesor Alcides Chinchay Castillo, "La reparación Civil no es una 

suerte de pena complementaria, no es una multa, no es "un castigo" que se da por 

haber delinquido. Es solamente el resarcimiento de un daño causado, si es que 

hubiese daño resarcible" 14o. 

La revocación de la suspensión de la pena por incumplimiento de las reglas de 

conducta, es procedente en caso de incumplimiento de deudas alimentarias y en 

los demás casos, limitarse en lo posible al hecho de que el sentenciado haya 

cometido nuevo delito doloso (dentro del período de prueba, mereciendo por ello 

otra condena); ya que conforme a lo previsto por el Art. 60 del Código Penal, la 

ley solarhente regula este supuesto de revocación directa del régimen de 

suspensión. Por lo cual resultaría desproporcionado revocar la suspensión por el 

14° CHINCHA Y CASTILLO, Alcides. Ob. Cit., p. 216. 
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mero incumplimiento del pago de la reparación civi1 141 ; en su caso, su aplicación 

sólo será de manera excepcional, previó apercibimientos de ley. 

5.3. La reparación civil en el Proceso Penal Peruano 

La reparación civil en El Proceso Penal Peruano tema que es un punto neurálgico 
1 

en el Sistema Jurídico Peruano por la variedad de temas con los que se . 
interrelaciona y factores que inciden en su consecución por parte del agraviado. El 

Sistema De Justici'l- Penal Nacional, ha tenido, tiene y tendrá problemas, afirmar 

lo contrario sería una falacia, como toda obra humana el sistema de justicia es 

pasible de errores y por tanto perfectible. Este problema tiene muchas aristas, lo 

rescatable es conocerlas, comprenderlas, y buscar soluciones. 

A modo de ejemplo, cito un caso tramitado con el Código de Procedimientos 

Penales Ley número 9024, decreto legislativo 124 y otras normas que rigen el 

procedimiento penal, denominado del sistema inquisitivo ó mixto. El agraviado es 

víctima de tentativa de hurto agravado, tres sujetos fracturando las chapas de la 

puerta del domicilio ingresan e intentan sustraer artefactos, siendo sorprendidos 

por la policía, son capturados y sometidos a proceso penal por tentativa de hurto 

agravado, durante el séquito del proceso tres meses aproximadamente, el 

agraviado no se apersona, no se constituyó en parte civil, demostrando un total 

desinterés por la reparación civil. 

En este caso si el agraviado no tiene interés en la posible reparación civil que 

correspondería fijarse en la sentencia, especulo, que por lógica ha debido llegar a 

141 ROJAS VARGAS, Fidel. Ob. Cit., pp. 323-324 
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la conclusión que sería insulso dedicar tiempo y dinero si persigue conseguir 

reparación civil en el proceso penal. Finalmente se emite sentencia con la 

correspondiente pena privativa de libertad y una reparación civil de quinientos 

nuevos soles a favor del agraviado, reparación civil que no fue exigida ni cobrada. 

Existirían variedad de factores que podrían haber influido en la decisión del 

agraviado a renunciar a seguir el proceso penal, la publicidad negativa de la que es 

objeto el Poder Judicial, (sobrecarga procesal), la mala imagen de los operadores 

de justicia, la insolvencia de los autores del ilícito, las bajas expectativas en 

cuanto a la posible reparación civil, etc. La reparación civil por tratarse de un 

derecho de naturaleza privada que finalmente solo corresponde exigir al titular del 

mismo, al agraviado, (aunque el estado coadyuva para su consecución), sería 

absurdo exigir que agote los recursos para su concesión, al menos en el citado 

caso. 

En el proceso penal al tramitarse conjuntamente la acción penal y la acción 

resatcitoria, concurren tres tipos de intereses diferenciados. a) El interés público 

constituido por la pretensión punitiva del Estado. b) El interés privado o particular 

constituido por la pretensión resarcitoria del afectado y canalizado en el proceso a 

través de las actualizaciones del agraviado o parte civil; e) El interés público del 

Estado respecto al resarcimiento del daño proveniente del delito, el mismo que 

sustenta las actuaciones de las autoridades persecutorias y jurisdiccional en tomo 

al resarcimiento del daño; sin embargo, este interés público sobre el resarcimiento, 

no cambia la naturaleza privada de la pretensión resarcitoria, únicamente se 

ejercita como una especie de apoyo al agraviado para que pueda hacer realidad su 

136 



pretensión. De ejercitar directamente al agraviado su p~etensión resarcitoria, 

desplaza al órgano persecutorio, por tanto la actuación de este último resulta 

subsidiaria. 

En la práctica con el Código de Procedimientos Penales ha predominado la 

tendencia a que la víctima sea desplazada por parte de la autoridad estatal, no 

obstante que el Código Penal artículo 101°, prescribe que en el proceso penal, en 

lo concerniente a la reparación civil, deben aplicarse las disposiciones del Código 

Civil, normas relativas a la responsabilidad extracontractual, en la práctica no se 

cumplía dicha norma. 

La ineficacia del Ordenamiento Jurídico Nacional, respecto al resarcimiento del 

daño ocasionado por el delito, ante la inobservancia de las normas por parte de los 

operadores del proceso penal, marginación procesal de la víctima, precaria 

condición económica del procesado e inapropiado tratamiento del legislador. La 

inobservancia de normas relativas a la reparación civil en el proceso penal, por 

parte de los operadores del proceso. 

Baja incidencia en la ejecución de las medidas cautelares reales como el embargo 

preventivo sobre los bienes del procesado o tercero civil, dentro del proceso penal. 

Pueden ser comprendidos en el proceso penal como obligados civiles ó sujetos 

pasivos de la pretensión resarcitoria, los terceros civiles, las aseguradoras o 

seguros de responsabilidad civil. Para fundamentar la responsabilidad civil en 

casos en que se absuelve al procesado, por la concurrencia de una causal de 

atipicidad o de exculpación de la conducta, habiéndose verificado la presencia de 

un daño jurídicamente relevante; para imputar responsabilidad civil basta que se 
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acredite la presencia del hecho dañoso, subjetivo u objetivo pues para nuestro 

ordenamiento jurídico, la responsabilidad penal y la responsabilidad civil son 

autónomas. 

El criterio sobre la reparación civil como sanción jurídico - penal, o la reparación 

civil como "tercera vía", al lado de la pena y la medida de seguridad, pero con 

naturaleza distinta-, no es asumida por nuestro ordenamiento jurídico. Estas 

concepciones, perciben el derecho penal o el control penal, como la única forma 

de control social formal, no teniendo presente su naturaleza fragmentaria y de 

última ratio. 

Sin pretender dar a entender que el Código Procesal Penal del dos mil cuatro sea 

la panacea a los problemas existentes al interior del proceso penal peruano, y 

específicamente en cuanto a la reparación civil, es alentador observar que 

habiendo entrado en vigencia, en los distritos judiciales de Huaura, La Libertad, 

Arequipa, Jy1oquegua, Tacna y últimamente desde el primero de abril del dos mil 

nueve en los distritos Judiciales de Tumbes Piura y Lambayeque, es evidente la 

descarga procesal en los Juzgados Penales, hecho que permite atender con mayor 

prontitud y calidad a los justiciables en los Juzgados Penales Liquidadores, en los 

nuevos Juzgados Penales no existe sobrecarga procesal comparado con los 

juzgados que tramitaban los procesos con el Código de Procedimientos Penales, 

decreto legislativo 124, etc. 

La etapa de investigación o instrucción que anteriormente realizaba el Juzgado 

Especializado Penal ahora es cumplida por el Ministerio Público, los operadores 

de justicia, al capacitarse y participar en el nuevo proceso penal están dejando de 
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lado la mentalidad de la cultura litigiosa y adoptan la cultura de los acuerdos 

reparatorios o de oportunidad; por tanto, la reparación civil que anteriormente era 

infructuosamente conseguida o inútilmente reclamada, cuando no olvidada por la 

parte agraviada, con la aplicación del Nuevo Código Procesal Penal un gran 

porcentaje de procesos penales concluyen por acuerdos reparatorios, principio de 

oportunidad, terminación anticipada lo que implica que la reparación civil al 

agraviado se cumpla con mayor celeridad, y en mayor porcentaje de procesos. 

La eficiencia en la aplicación del Nuevo Código Procesal Penal, depende de la 

formación y capacitación de los operadores de justicia, su éxito depende del apoyo 

económico logístico que debe aportar el gobierno y además sobre todo de las 

personas que están involucradas en las labores de administración de justicia 

Ministerio Publico, Ministerio de Justicia, Policía Nacional del Perú, Colegio de 

Abogados, Poder Judicial y demás operadores. 

A la fecha El nuevo Código Procesal Penal Peruano, dadas las innovaciones que 

presenta se constituye en una oportunidad para hacer realidad el cambio en la 

actitud de los operadores de justicia lo cual debe reflejarse en la oportuna y justa 

indemnización de los agraviados. 

5.4. Análisis de la información normativa sobre la reparación civil en el 

proceso penal 

5.4.1. Generalidades 

En nuestro país la reparación civil dentro del proceso penal tiene una función 

eminentemente restitutoria del daño, es decir el Derecho busca que las 
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consecuencias económicas del daño producido por la conducta delictiva sean 

reparadas por el actor del ilícito. Asimismo tenemos que la reparación civil es una 

institución propia del Derecho civil, así en nuestro medio, dicha figura jurídica es 

regulada fundamentalmente por el Código civil, ya sea que se trate de mi daño que 

tenga como origen el incumplimiento de una obligación proveniente de una 

obligación contractual, de la ley u otra fuente obligacional o ya sea que se trate del 

incumplimiento del deber genérico de no causar daño a otro. 

Esto último cuando se genera daño como consecuencia de un "ilícito civil", como 

así suele denominarse aquella conducta generadora de daño, por culpa o dolo, 

pero que no llega a constituir delito propiamente dicho. En tal sentido como 

resulta obvio, las conductas delictivas, a la par de sus consecuencias penales 

también generan consecuencias civiles y por ende una responsabilidad civil a 

cargo de su autor, lo cual genera la obligación de reparar los daños económicos 

generados por la conducta delictiva. En tal sentido, en éste último supuesto, es 

donde la responsabilidad civil no cumple su función esencial: Reparar el daño. Por 

lo cual en el presente trabajo trataremos de resumir las razones que generan tal 

situación así como la importancia que merece la correcta y eficiente utilización de 

la institución de la Reparación civil en el proceso penal. 

5.4.2. La reparación civil en el proceso penal 

El código penal como norma que sustenta la exigencia de la Reparación civil no 

define que entiende por está, sin embargo a efectos de abordar a una definición 

vale tener en cuenta lo que nuestros tribunales y la doctrina, han sostenido, al 

respecto: así tenemos que a nivel jurisprudencial se ha sostenido que "La víctima, 
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si bien no ostenta la titularidad del derecho de penar, si tiene derecho a ser 

reparada por los daños y perjuicios que produzca la comisión del delito ... ". Todo 

delito acarrea como consecuencia no sólo la imposición de una pena, sino que 

también pueden dar lugar al surgimiento de responsabilidad civil por parte del 

autor; es así que, en aquellos casos en los que la conducta del agente produce un 

daño reparable, corresponde fijar junto a la pena el monto de la reparación civil"; 

por su parte a nivel doctrinario Viada y Aragones, citado por San Martín Castro, 

expresan que: " - A la reparación civil- hay que cifrarla en el daño que emana del · 

hecho delictivo". 

De Oliva Santos, al hablar de la acción civil institución símil de la reparación civil 

que regula el Código penal peruano, señala que "La acción civil que es dable 

ejercitar en el proceso penal deriva de unos actos u omisiones ilícitos que hayan 

provocado la indebida perdida de la posesión de una cosa u ocasionado daños y 

perjuicios"; por su parte para el colombiano Fernando Velásquez, "La Reparación 

civil tiene un carácter patrimonial -en función a lo que persigue- es de índole 

privada, es facultativa para la víctima y es transmisible; todo lo contrario a la 

acción penal". 

En suma la reparación civil no es otra cosa que la responsabilidad civil atribuida 

al actor del delito frente a quien sufre las consecuencias económicas del acto 

delictivo, por lo cual para entender estrictamente que se entiende por reparación 

civil debemos conocer que es la responsabilidad civil. 

La Responsabilidad civil sucintamente es aquella que hace responsable a quien de 

manera dolosa o culposa, a través de sus actos u omisiones, de indemnizar el daño 
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por él ocasionado. Ahora, tal indemnización busca reparar el daño cometido, 

obviamente cuando esto sea posible (como lo es el daño patrimonial) y en los 

casos que tal fin estrictamente no se cumpla intenta compensar tal dolor (como se 

da en el daño a la persona en sus vertientes del daño moral y el daño al proyecto 

de vida). 

Como se ha dicho entonces la reparación civil dentro del proceso penal no es otra 

cosa que la responsabilidad civil atribuida al sujeto autor del ilícito penal, por lo 

cual ésta debe tener el mismo fin que aquella: La reparación integral del daño 

irrogado. Esta preínisa se ve reforzada por el propio código penal cuando en su 

artículo 93 señala que La reparación comprende: La restitución del bien o, si no es 

posible, el pago de su valor y La indemnización de los daños y perjuicios. 

Ahora, bien a la luz que propiamente la figura de la responsabilidad civil es una 

propia del derecho civil, su regulación integral se encuentra fuera del derecho 

penal, en n~estro caso la encontramos en el código civil de 1984 y especialmente 

nos importa aquella contenida en la Sección Sexta del Libro VII, bajo el nombre 

de Responsabilidad extracontractual (arts. 1969 al 1988), norma a la cual se debe 

remitir cuando en sede penal se determine el monto de la reparación civil, 

conforme lo establece el artículo 101 del Código Penal. 

5.4.3. Obligación legal de determinar la reparación civil en el proceso penal 

. En nuestro ordenamiento jurídico encontramos diversas normas que regulan el 

tema de la reparación civil dentro del proceso penal, en este caso haremos 

referencia aquellas normas de naturaleza penal que así lo hagan: 
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5.4.3.1. Código Penal y reparación civil 

El artículo 92 del Código penal establece que "La reparación civil se determina 

conjuntamente con la pena"; es decir impone la obligación al Juez de determinar 

la reparación civil, en caso que considere responsable del delito al procesado y por 

ende le imponga una pena, sin importar si esta es una pena mínima o la máxima. 

Así una vez que se considere culpable al procesado el Juez está obligado a 

determinar .la pena y la reparación civil, ojo se exige, "la reparación civil" 

Por otro lado tenemos que el artículo 93 del Código Penal, señala que la 

reparación civil comprende: "l. La restitución del bien o, si no es posible, el pago 

de su valor; y 2. La indemnización de los daños y perjuicios"; por lo cual, lo que 

nos importa en el presente análisis, es centrarnos al segundo elemento a que se 

refiere la norma antes invocada, es decir cuando señala que la reparación 

comprende también la indemnización por daños y perjuicios. 

Para lo cual es de suma importancia tener en cuenta lo que señala el mismo código 

adjetivo en su artículo 1 O 1 o, que precisa "La reparación civil se rige, además, por 

las disposiciones pertinentes del Código Civil". 

De igual forma debemos recordar que la indemnización por daños y perjuicios, 

como se ha dicho, no es otra cosa que la reparación civil a favor del dañado, esto 

es el derecho que tiene el dañado sobre el autor de una conducta dañosa a que éste 

repare las consecuencias dañosas del delito. 
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5.4.3.2. Código de Procedimientos penales y Reparación civil 

El antiquísimo Código de Procedimientos penales de 1941, vigente aún en 

muchos departamentos del país, regula en el Título V todo lo relacionado a la 

parte civil, entendiendo esta como aquella parte perjudicada por el delito. De igual 

forma en relación al tema que abordamos tenemos que el inciso 2 del artículo 57 

del citado Código de Procedimientos Penales señala "La actividad de la parte civil 

comprenderá la colaboración con el esclarecimiento del hecho delictivo y la 

intervención en él de su autor o participe, así como .acreditar la reparación 

civil ... ". 

Asimismo tenemos que el inciso 4 del artículo 225 del Código de 1941 exige que 

la acusación fiscal debe contener entre otros elementos "el monto de la 

indemnización civil, la forma de hacerla efectiva y la persona a quien corresponde 

percibirla" 

De igual forma en el artículo 227 del Código de Procedimientos penales contiene 

un derecho y a la vez una obligación de la parte civil, por cuanto, por un lado 

establece el derecho de la parte civil a presentar un recurso en el cual exponga los 

daños y perjuicios no considerados por el Fiscal en la acusación o que establezca 

su disconformidad con la cantidad fijada por el Fiscal; de igual forma esta norma 

señala que, en el recurso que interponga la parte civil, deberá hacer constar la 

cantidad en que aprecia la cantidad de los daños y perjuicios causados por el 

delito; es decir establece la obligación del perjudicado por el delito no solo de 

identificar el daño sino de cuantificarlo y demostrar la verosimilitud de la misma, 
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lo cual como es obvio es un deber de la parte civil a efectos de contribuir con la 

labor del juzgador. 

Finalmente los artículo 285 y 285-A del Código de Procedimientos Penales, 

precisan que la sentencia condenatoria deberá contener, entre otros aspectos, el 

monto de la reparación civil y que la sentencia condenatoria no podrá sobrepasar 

el hecho y las circunstancias fijadas en la acusación. Esto último es de suma 

importancia pues la labor del parte civil deber ser en primer momento 

fundamental ante el Fiscal que sustentará su' acusación, pues es éste que deberá 

exigir un monto resarcitorio acorde a los daños causados, lo cual permita al 

Tribunal fijar, al acoger el pedido fiscal, una correcta suma resarcitoria. 

5.4.3.3. Código Procesal Penal del 2004 y Reparación civil. 

El artículo 11 del novísimo Código Procesal Penal establece que "El ejercicio de 

la acción civil derivada del hecho punible corresponde al Ministerio Público y, 

especialmente, al perjudicado por el delito", lo cual nos invita a pesar que el 

perjudicado del delito tiene la obligación, si desea obtener una adecuada 

reparación civil, de participar en el proceso penal, más aún cuando la segunda 

parte del mismo artículo agrega "Si el perjudicado se constituye en actor civil, 

cesa la legitimación del Ministerio Público para intervenir en el objeto civil del 

proceso" 

Asimismo el inciso 1 del artículo 12 precisa que "el perjudicado por el delito 

podrá ejercer la acción civil en el proceso penal o ante el Orden Jurisdiccional 

Civil. Pero una vez que se opta por una de ellas, no podrá deducirla en la otra vía 
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jurisdiccional. Lo que se señala en esta parte de vital trascendencia, pues la Ley 

cierra una constante duda de la jurisprudencia nacional, pues antes del Código 

procesal Penal, se discutía que si el perjudicado económicamente por el delito se 

constituía como parte civil en el proceso penal cesaba la opción de exigir una 

indemnización en vía civil. 

Por su parte el artículo 349 del Código Procesal Penal dispone, "1. La acusación 

fiscal será debidamente motivada, y contendrá: ( ... ) g) El monto de la reparación 

civil, los bienes embargados o incautados al acusado, o tercero civil, que 

garantizan su pago y la persona a quien corresponda percibirlo". En consecuencia 

que el nuevo modelo del proceso penal, reitera la obligación del Fiscal, de 

establecer, en su acusación, de manera motivada el monto de la reparación civil. 

5.4.3.4. Ley orgánica del Poder Judicial y Reparación civil 

El artículo 12 de la Ley Organice del Poder Judicial establece que "Todas las 

resoluciones, con exclusión de las de mero trámite, son motivadas, bajo 

responsabilidad, con expresión de los fundamentos en que se sustentan. Esta 

disposición alcanza a los órganos jurisdiccionales. 

Creemos que la citada disposición guarda estrecha relación con la determinación 

de la reparación civil en el proceso penal, pues reitera la obligación del Juez penal 

de motivar sus resoluciones lo cual incluye exponer las razones del monto de 

reparación civil fijada en una sentencia condenatoria, esto es dar a conocer el 

porqué del monto fijado basado estrictamente en las consecuencias económicas 

del delito. 
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Sin embargo se puede apreciar que los jueces penales fundamentalmente obvia 

esta obligación e incluso se ha hecho ya mala costumbre de nuestro tribunales 

indemnizar o fijar una reparación civil por todo concepto lo cual creemos vulnera 

el derecho a la motivación de la resoluciones judiciales el cual incluso alcanza 

protección constitucional conforme el inciso 4 de nuestra carta magna, así 

conforme el inciso 5 del aiiículo 139 de la Constitución del Estado, que precisa 

"Son principios y derechos la función jurisdiccional:( ... ) 5. La motivación escrita 

de las resoluciones judiciales en todas las instancias, excepto los decretos de mero 

trámite, con mención expresa de la ley aplicable y de los fundamentos de hecho en 

que se sustentan". 

5.4.3.5. Ley Orgánica del ministerio público y reparación civil. 

El artículo 1 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, precisa que son funciones 

del Ministerio Público, entre otras, la persecución del delito y la reparación civil. 

El artículo 292 precisa que el Fiscal Superior debe pronunciarse conforme a las 

atribuciones establecidas en el artículo 92 de la Ley Orgánica del Ministerio 

público, el mismo que en su inciso 4, dispone: "4- Formular acusación sustancial 

si las pruebas actuadas en la investigación policial y en la instrucción lo han 

llevado a la convicción de la imputabilidad del inculpado; o meramente formal, 

para que oportunamente se proceda al juzgamiento del procesado, si abrigase 

dudas razonables sobre su imputabilidad. En ambos casos la acusación escrita 

contendrá la apreciación de las pruebas actuadas, la relación ordenada de los 

hechos probados y de aquellos que, a su juicio, no lo hayan sido; la calificación 

del delito y la pena y la reparación civil que propone". 

147 



De igual gorma el inciso 2 del artículo 95 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 

señala como una de las atribuciones del Fiscal Provincial en los Penal. "Solicitar 

el embargo de los bienes muebles y la anotación de la resolución pertinente en las 

partidas registrales de los inmuebles de propiedad del inculpado o del tercero 

civilmente responsable que sean bastantes para asegurar la reparación" 
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VI. CONCLUSIONES 

PRIMERO.- De acuerdo al resultado de las sentencias, los jueces cuando se 

pronuncia con relación a la reparación civil, disponen genéricamente una 

reparación civil diminuta, el mismo que es ineficaz en su cobro o cumplimiento de 

pago. 

SEGUNDO.- Para el cobro de la reparación se debe utilizar con mayor 

preferencia la vía penal y juez al dictar el pago de la reparación civil debe ser 

proporcional al daño que se ha causado. 

TERCERO.- La reparación civil como regla de conducta conforme al artículo 58 

inc. 4 del Código Penal, los magistrados no están cumpliendo con aplicarlo 

adecuadamente. 

CUARTO.- Los sentenciados en el juzgado penal de Huaraz en su gran mayoría 

no cumplieron con el pago de reparación civil, fijada en la sentencia, como pena 

accesoria. 

QUINTO.- En nuestra legislación no se encuentra regulado la forma y el plazo, 

en que el sentenciado debe efectuar el pago de la reparación civil. 

SEXTO.- Los jueces al dictar la sentencia condenatoria y en cuanto se refiere al 

momento de fijar la reparación civil, no cumple con la debida Fundamentación 

conforme lo establece el art. 139 inc. 5 de la constitución política del estado, sin 

precisar que el pago de la reparación civil debe comprender la restitución del bien 

y si no es posible el pago de su valor y la indemnización de los daños y perjuicios. 
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SÉPTIMO.- Que, a la luz de los problemas detectados, se concluye que la 

reparación civil se hará valorando la entidad del daño, por medio de peritos si 

fuese practicable, o por el prudente arbitrio del Juez, sin embargo por falta de 

norma expresa se viene aplicando en la generalidad de los casos el último de los 

criterios aludidos e inclusive se distorsiona exageradamente la evaluación 

cualitativa y cuantit~tiva que corresponde efectuar para hacer efectiva la 

reparación civi 1 referida a responsabilidad extracontractual la misma que 

necesariamente comprende el daño emergente y el lucro cesante, sin que exista la 

posibilidad de confusión respecto de la aplicación de las reglas del ~- 46 del 

C.P., que son exclusivas para los efectos que el Juzgador determine el quantum de 

la pena a aplicarse al autor del injusto, pero en modo alguno para determinar 

obligaciones de carácter civil que por su propia naturaleza responden a una 

valoración objetiva o lo que equivale decir extrapenal. 

OCTAVO.- Sobre la determinación de la indemnización de los daños y perjuicios 

se debe realizar de acuerdo a las reglas de 11} responsabilidad extracontractual (art. 

94°); y que, en la restitución del bien, se deberán contemplar, según sea el caso, 

las reglas establecidas para aquel que ha adquirido el bien de buena fe, salvando el 

derecho del tercero para reclamar su valor contra quien corresponda (art. 95°). 
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VII. RECOMENDACIONES 

PRIMERO.- Proponer al Congreso de la Republica, la modificación del artículo 

2.24.c deJa Constitución Política, haciendo un agregado al texto de dicha norma, 

debiendo quedar redactada de la siguiente manera: "No hay prisión por deudas. 

Este principio no limita el mandato judicial por incumplimiento de deberes 

alimentarios y por CONCEPTO DE REPARACIÓN CIVIL. 

SEGUNDO.- Proponer al Congreso de la Republica, modifique los alcances de la 

ley N° 27770, (Ley que regula el otorgamiento de beneficios penales y 

penitenciarios aquellos que cometen delitos graves contra la Administración 

Pública), en el sentido de ampliar a todos los delitos, a fin de que aquellos 

sentenciados que soliciten beneficios penitenciarios, previamente deben cumplir 

con el pago íntegro de la reparación civil. 

TERCERO.- Proponer que los jueces al momento de expedir sentencia y fijar el 

monto de la reparación civil, este guarde proporción con el daño causado 

conforme al art. 93 del Código Penal. 

CUARTO.- Que, para el cobro de la reparación civil, se debe dar preferencia la 

vía penal, para de esta manera procurar reducir la carga procesal en los juzgados 

civiles por proceso de indemnización por daños y perjuicios. 

QUINTO.- Recomendar a los señores magistrados, al dictar las sentencias, deben 

cumplir con aplicar el art. 58 inciso 4 del Código Penal, a fin de considerar a la 

reparación civil como regala de conducta, así mismo que hagan cumplir el pago 

de la reparación civil a favor de la parte agraviada. 
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SEXTO.- Recomendamos que se regule a través de una ley, la forma y plazo en 

que el sentenciado deba efectuar el pago de la reparación civil. 

SÉPTIMO.- Recomendar a los jueces que al dictar la sentencia condenatoria y en 

cuanto se refiere al momento de fijar la reparación civil, deben cumplir con la 

debida Fundamentación conforme lo establece el art. 139 inciso 5 de la 

constitución política del estado, precisando que el pago de la reparación civil debe 

comprender la restitución del bien y si no es posible el pago de su valor y la 

indemnización de Jos daños perjuicios. 

OCTAVO.- Que, el Código Penal de 1991 debe ser objeto de una reforma en 

donde se incluya en forma expresa que "Los jueces y tribunales, al declarar la 

existencia de responsabilidad civil, establecerán razonadamente, en sus 

resoluciones las bases en las que fundamentan la cuantía de los daños e 

indemnizaciones, pudiendo fijarla en la propia resolución o en el momento de su 

indemnización", conforme ya lo tiene establecido el Código Penal Español en su 

Art. 115° y el Código Penal de Nicaragua en los Arts. 45° a 47°. 
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